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RESUMEN 
La eficiencia de las normas Jurídicas dentro de todo Estado Constitucional, de Derechos y 
Justicia,  es de vital importancia para el desarrollo de políticas públicas tendientes a velar por un 
efectivo cumplimiento de estándares sociales. Es así, que toda evolución de una nueva 
normativa estatal en nuestro país, referida al campo penal, debe guardar una directa armonía 
entre todas su dinámicas más básicas, asegurando de esta manera a toda la nación, el 
cumplimento de una tutela efectiva imparcial por parte del Estado. Por tal motivo una distinta 
aplicación de lo que determina la lex scripta en el ámbito penal, en relación a la Pena Común 
sobre el Comiso Especial, provocaría una directa afectación de los derechos subjetivos de las 
personas imputadas en un proceso penal, amparados en el cuerpo Jerárquico de la Constitución; 
y, con aquello una Inseguridad Jurídica por el no respeto a la avenencia de leyes ya instituidas, 
afectando el Sumak Kawsay de la República. 
 
 
PALABRAS CLAVE: 
 
 ESTADO CONSTITUCIONAL 
 COMISO ESPECIAL  
 INSEGURIDAD JURÍDICA 
 SUMAK KAWSAY 
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ABSTRACT 
 
 
 
1 
INTRODUCCIÓN 
A partir de la promulgación de la Constitución de la República del Ecuador, en el Registro 
Oficial No 449, el 20 de octubre del 2008,  nuestro país se encuentra definido como un Estado 
Constitucional, de Derechos y Justicia. De lo enunciado se entiende que dentro de la Carta 
Suprema de nuestra República, se encuentran plasmados muy acertadamente principios, 
derechos y garantías que delimitan el buen desarrollo de la colectividad. 
 
Dentro del Derecho Penal, las penas determinadas para las conductas humanas típicas, 
antijurídicas y culpables, son muy importantes en relación que el Estado al hacer uso del 
Derecho a Castigar, busca devolver la armonía social producida por el cometimiento de un 
determinado delito. Es así que el mal interpretar una pena produciría grandes efectos lesivos a la 
persona a quien le recaiga la condena. 
 
Resulta importante analizar la Tipificación de los Delitos de Comercialización Ilícita de 
Combustibles y derivados de Hidrocarburos, gas licuado y biocombustibles, puesto que del 
análisis encontraremos que la pena accesoria del comiso especial, es contraria a su 
determinación en la parte general del Código Penal, y por ello se produce una discordancia 
normativa, que no puede ser pasada por alto dentro del ámbito legal, en relación que no 
garantiza un Estado de Justicia. 
 
Sucede entonces que el interpretar indistintamente la pena del comiso especial en los delitos de 
comercialización ilícita de combustibles y derivados de hidrocarburo, refiriéndonos 
específicamente a quitar todos los bienes que coadyuvaron el cometimiento del delito, sin 
realizar un análisis previo el origen de los bienes y si los propietarios de los mismos tienen 
grado de injerencia en el delito a modo de autor, o cómplice, genera que se produzcan 
violaciones al debido proceso. 
 
Debido proceso, que al ser un universo de garantías, principios y axiomas; entre ellas se hace 
referencia a la Presunción de Inocencia, siendo el estado jurídico por medio del cual, una 
persona a quien se le imputen cargos debe ser tratado y considerado como INOCENTE y 
corresponde la carga de probar un presunto Ilícito al Estado, a través de la acusación Oficial –
Fiscalía-; además ligado a esta garantía, se encuentra el Derecho a la defensa, constituyéndose 
como el mecanismo adecuado para garantizar el debido proceso de una persona y 
comparecencia a un juicio, defensa que deberá ser material y técnica.  
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Considero entonces que mientras la discordancia normativa exista en la aplicación del Comiso 
Especial en los Delitos de Comercialización Ilícita de Combustibles, genera una Inseguridad 
Jurídica dentro de nuestro ordenamiento. 
 
Del porqué en la presente investigación será importante evaluar el comiso especial como una 
pena accesoria dentro de determinados delitos, en virtud de que al ser una pena que afecta al 
patrimonio directo del delincuente lo que se pretende es la coerción, para desalentar el 
cometimiento de delitos, no siendo permisible el privar a un inocente de su patrimonio y afectar 
su propiedad privada, que es lo que está sucediendo actualmente en las resoluciones de la Corte 
Nacional de Justicia. 
 
Es así que generándose una Reforma del Código Penal en relación la comercialización ilícita de 
combustibles derivados de hidrocarburos, incluido el gas licuado de petróleo y biocombustibles, 
no se vulneran los principios señalados del debido proceso; devolviendo al colectivo la realidad 
de contar con una Administración de Justicia eficiente y transparente, beneficiando no solo a la 
persona afectada por el decomiso de un bien injustamente, sino a la Sociedad en general que 
conforma el Estado. 
 
Aspiro que la propuesta, que será abordada en el capítulo final, se haya podido determinar 
mecanismo y soluciones para el tema del comiso especial, como pena accesoria en el Derecho 
Penal. 
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CAPITULO I. EL PROBLEMA 
 
TEMA 
La Discordancia Normativa del Comiso Especial en los Delitos de Comercialización Ilícita de 
Combustibles en el Ecuador. 
 
1.1 Planteamiento del problema 
El Código Penal ecuatoriano se constituye en el cuerpo legal encargado (junto con el Adjetivo 
Penal), de velar por un Derecho Penal preventivo y –sancionador- a los actos u omisiones que 
transgredan la normatividad expresa, por cualquier ciudadano de la república, a excepción de 
los señalados por la Ley. 
 
Dentro del Código Penal en el Titulo IV De las Penas, el Capítulo I se refiere a las penas en 
General, se especifica un abanico de sanciones que deberán ser cumplidas por aquellos que 
infrinjan la ley; dividiéndoles, en Penas peculiares al delito, Penas peculiares de la 
contravención y en su última parte y de igual manera importante se señala Penas Comunes a 
Todas las Infracciones, -siendo aquellas que afectan al patrimonio del condenado-; que, se 
encuentra subdivida en: Multas y Comiso Especial. 
 
Específicamente en el Art. 65 del mencionado cuerpo legal se señala la aplicación y 
determinación de la Pena referente al Comiso Especial, aclarando que “…comiso especial recae: 
sobre las cosas que fueron el objeto de la infracción; sobre las que han servido, o han sido destinadas 
para cometerla, cuando son de propiedad del autor del acto punible, o del cómplice; y sobre las que han 
sido producidas por la infracción misma…” (Pág. 14), señalando diáfanamente que será factible el 
comiso especial siempre y cuando los bienes que son objeto o han sido destinadas para cometer 
la Infracción, sean de propiedad del autor del acto punible o del cómplice. 
 
Mediante la Reforma del Código Penal publicada en el  Registro Oficial Suplemento No. 170 
del 14 de septiembre del 2007, se expidió el Capitulo …(V.1) que trata sobre los delitos 
relativos a la comercialización ilícita de combustibles derivados de hidrocarburos, incluido el 
gas licuado de petróleo y biocombustibles, existiendo desde la promulgación de la mencionada 
reforma una distinta aplicación de la sanción del Comiso Especial, causando un conflicto en la 
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operacionalización de la pena y los fines que persigue todo Estado Constitucional de Derechos y 
Justicia como el nuestro. 
 
En el Art. 367 números 1, 2, 3, 4 y 5, que menciona los delitos relativos al Tráfico Ilegal de 
Hidrocarburos; Almacenamiento, Transportación y Comercialización sin la debida autorización; 
La adulteración de derivados de hidrocarburos; Uso indebido de derivados de Hidrocarburos y 
la Sustracción de Hidrocarburos, sus derivados y biocombustibles o mezclas que los contengan;  
estipulan  el Comiso Especial de los Bienes utilizados para la ejecución del ilícito, sin realizar 
diferenciación alguna sobre el origen de la propiedad del bien a ser decomisado en relación a 
esta sanción, afectando a una tercera persona que no es parte de un delito. 
 
Lo indicado toma mayor fuerza, cuando en el mismo capítulo de la mencionada ley, el  Art. 367 
número 7 nos indica que “…El juez con la solicitud del fiscal dispondrá la entrega inmediata a 
PETROCOMERCIAL de los bienes utilizados en la comisión de la Infracción.”, insistiendo sin 
delimitar, ni especificar nada relacionado a la procedencia de los bienes utilizados como 
instrumentos de la infracción. 
 
Del porqué se genera una  inseguridad jurídica al tener una distinta aplicación del comiso 
especial, en los Delitos de Comercialización Ilícita de Combustibles, afectando 
indiscutiblemente también el debido proceso. 
 
 
1.1.1 Ubicación del problema en un contexto socio - cultural  
A partir de año 2000, nuestro país experimentó la trasformación de la moneda del sucre al dólar, 
este hecho significo un gran cambio interno, que trajo consigo actos lesivos para los ciudadanos 
en relación de la economía, produciendo en este sentido la migración de muchos ecuatorianos 
en busca de plazas de trabajo a Europa y Estados Unidos. 
 
En la actualidad, en nuestro país se generan muchos subsidios en relación de que las políticas 
públicas van encaminadas al desarrollo social, del porque los hidrocarburos y sus derivados (gas 
licuado y biocombustibles) son muy accesibles por los consumidores, en virtud de que el 
gobierno cubre el precio real con subsidios, lo que inclusive nos lleva al ser el segundo país con 
el precio más económico de combustibles en relación con América Latina, después de 
Venezuela. 
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Es así que debido a las casi inexistentes fuentes de empleo y la deficiente inversión en sistemas 
educativos ha conllevado a que aflore la proliferación de delitos, ya que es alto el número de 
ecuatorianos que no tiene la capacidad de cubrir sus necesidades elementales; si entendemos 
que la canasta básica familiar supera la remuneración básica fijada anualmente por el Estado. 
 
Del porqué el contrabando de combustibles a los Estados colindantes surge como el medio de 
obtener recursos –dinero- debido al gran rentabilidad que esto significa, si se analiza que en la 
República de Colombia un galón de gasolina corriente (menos de 90 octanos) cuesta 8.600 
pesos, equivalentes a $ 4.54 dólares y un cilindro de gas de 40 kilogramos bordea los 43.869 
pesos, equivalentes a $ 23,17 dólares. De igual forma en el Perú, un cilindro de gas cuesta 47.53 
soles equivalentes a $ 17 dólares y el galón de gasolina corriente (menos de 90 octanos) cuesta 
11.40 soles, aproximadamente $ 4.50 dólares; siendo esta acción un mecanismo fácil para 
obtener dinero, ya que de las ciudades fronterizas se comercializa los hidrocarburos para ser 
vendidos, en valores más altos. 
 
Debido a este suceso se crea a partir del año 2007 un capítulo entero en el Código Penal que 
versa sobre este tipo de acciones que perjudican los intereses del Estado. Estos tipos penales, 
además de calificar la conducta humana que es lesiva a los intereses del Estado,  determinan una 
pena principal, siendo la reclusión o prisión, y dos penas más accesorias siendo la multa y el 
comiso especial, para de esta forma buscar la coerción de dicha conducta que es contraria a  los 
ideales del Estado. 
 
Lamentablemente el no definir de una forma específica y clara la pena accesoria del comiso 
especial, esta produce efectos contrarios, dañinos a un tercero que no tenga influencia en un 
proceso penal. 
 
De esta forma, lo que se busca con esta investigación es reformar el Art. 367 del Código Penal, 
en lo que refiere al comiso especial y con esto tener un eficiente debido proceso y una seguridad 
jurídica de que no existan violaciones por parte del Estado. 
 
1.1.2 Delimitación del problema  
Con la presente investigación se pretende primero analizar el comiso especial, como una 
sanción accesoria en el campo penal, especificar su razón de ser y su alcance, en determinados 
delitos propuestos por el legislador.  
 
6 
Posteriormente se fundamentará la discordancia normativa que  presenta esta pena accesoria 
dentro de los Delitos de Comercialización Ilícita de Combustibles derivados de Hidrocarburos, 
puesto que la inclusión de este tipo penal, de acuerdo a la reforma del 2007 en el Código Penal 
es muy ambigua y produce efectos lesivos.  
 
La visualización del comiso especial contra de un bien de un tercero, no responsable del delito 
es importante, en virtud de que en la aplicación de los nombrados delitos se realiza el comiso de 
bienes sin determinar el grado de participación criminal –culpabilidad- de una  persona.  
 
Es transcendental en la investigación fijar el perjuicio que llega a tener una tercera persona no 
implicada en el delito, ya que pierde el derecho a la propiedad privada, que desde la antigüedad 
es consagrada importante. 
 
 
1.1.2.1 Universo geográfico espacial  
Un Estado Constitucional como el nuestro determina derechos fundamentales, que como lo 
afirma (Ferrajoli, 2011), son todos aquellos derechos subjetivos que corresponden universalmente a 
todos los seres humanos en cuanto dotados del status de personas, de ciudadanos o personas con 
capacidad de obrar. (pág. 19).  
 
En relación a lo indicado por el tratadista Italiano citado, el no cumplimiento, irrespeto o 
violación a los derechos fundamentales, específicamente al Derecho de la Seguridad Jurídica, 
existente en nuestra actual Constitución, afecta a las personas que conformamos un Estado, 
puesto que no tenemos la seguridad de contar con un desarrollo armónico  Jurídico. 
 
En la presente investigación se analizará los casos de comiso especial referente a los Delitos de 
Comercialización Ilícita de Combustibles, que son conocidos por la Corte Nacional de Justicia, 
mediante los Recursos de Casación, en la ciudad de Quito. Tomando a consideración que la 
Corte Nacional tiene competencia para conocer los recursos planteados en las distintas 
provincias del país; aunque como quedo señalado en la ubicación del problema en relación a la 
ubicación social – cultural, son las provincias de frontera que más casos en relación a este tipo 
de delitos poseen, entre estas las provincias de Loja, Carchi y Nueva Loja. 
 
Se analizará cómo afectan los fallos, del indicado Órgano Jurisdiccional, a las personas no 
responsables de un ilícito penal.  
 
7 
1.1.2.2  Universo histórico temporal  
En el Registro Oficial Suplemento Número 170, del 14 de septiembre del 2007, se implementó 
en el Código Penal, el Capitulo V.1, referente a los Delitos de Comercialización Ilícita de 
Combustibles y derivados de Hidrocarburos, generando desde aquel suceso una distinta 
aplicación en relación de la pena accesoria del comiso especial.  
 
En la presente investigación se analizará los fundamentos de inclusión en el Código Penal de los 
indicados delitos, que se consideran importantes para precautelar los bienes estatales, y las 
sanciones principales y accesorias de los mismos.  
 
Además durante el periodo de la investigación fijada en el plan de tesis, se buscará especificar 
los casos en los que se ha decidido por parte del Órgano Jurisdiccional antes indicado, en 
relación a los Delitos de Comercialización Ilícita de Combustibles.  
 
Finalmente es importante realizar una síntesis en la ubicación del tiempo desde la promulgación 
de este tipo de delitos en el año 2007, y la aprobación de la Constitución de la República en el 
año 2008, para determinar los principios constitucionales que son vulnerados con una distinta 
aplicación. 
 
 
1.1.3 Formulación del problema  
¿Cómo afecta a la Seguridad Jurídica del Estado una diversa aplicación de la sanción del comiso 
especial, en los delitos de comercialización ilícita de combustibles? 
 
 
1.1.4 Evaluación del problema  
El problema enunciado de la discordancia normativa en relación al comiso especial en los 
Delitos de Comercialización Ilícita de Combustibles y derivados de Hidrocarburos, produce un 
impacto en la sociedad puesto que no se respeta primero la Jerarquía de las normas y  al debido 
proceso, dentro del cual se tienen diferentes principios fundamentales del derecho penal, entre 
ellos la presunción de inocencia, la lex scripta,  el Indubio pro-reo, etc. 
 
El problema se agrava cuando una persona ajena a un hecho delictivo, pierde su derecho de 
propiedad sobre un bien, en relación de que existe una tercera persona que cometió una 
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conducta humana contraria a la ley. De ahí que resulta injusto, el privar de un bien adquirido 
honestamente, por una decisión de un órgano jurisdiccional que desvaría la aplicación y sentido 
del Derecho, en relación a que aplica los elementos objetivos del tipo penal.  
 
Acarrea un grave problema en el colectivo inmediato –familiares del tercero perjudicado- e 
inclusive del colectivo en general al tener dudas sobre el alcance de una determinada norma o 
sanción penal. En relación que actualmente el comiso se genera como una medida para producir 
coerción en determinados delitos y con esto quitar los medios y gananciales de los grupos 
delictivos, dedicados al tráfico de hidrocarburos por la rentabilidad que aquello representa. 
 
 Es pertinente precisar que no solo en relación a las personas implicadas en un caso delictivo, se 
producen confusiones, sino también en el ámbito profesional del derecho, puesto que si bien los 
jueces son los encargados de resolver una litis, el derecho en materia penal no puede ser 
extensivo o ser juzgado mediante analogías, del porque a los Abogados en general causa una 
inconformidad que no se la puede dejar pasar, en relación del fin que persigue el Derecho, que 
indiscutiblemente será la Justicia. 
 
Del porqué se entiende que de persistir una discordancia normativa en relación a los bienes que 
deberán ser decomisados mediante una resolución judicial altera, la seguridad jurídica, en 
relación a que se irrespeta, la legalidad y demás principios inherentes en el debido proceso. 
 
Se buscará con la investigación proponer un diseño de aplicación del comiso especial en el 
Código de Procedimiento Penal, para de esta forma poder construir un procedimiento reglado, 
en donde no se generen arbitrariedades.  
 
 
1.2 Objetivos  
1.2.1 Objetivo general  
Analizar el Comiso Especial en los delitos de Comercialización Ilícita de Combustibles y sus 
efectos en el ámbito legal.  
 
1.2.2 Objetivos específicos  
 
 Identificar el grado de Inseguridad Jurídica que produce una distinta aplicación de la 
Penan Común del Comiso Especial, en los  delitos de comercialización ilícita de 
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combustibles derivados de hidrocarburos, incluidos el gas licuado de petróleo y 
biocombustibles. 
 
 Analizar la actual interpretación que realizan los Jueces de Garantías Penales para darle 
la validez al Comiso Especial, en los delitos de Comercialización Ilícita de 
Combustibles. 
 
 Vincular la seguridad del Estado, con el alcance de la aplicación del comiso especial en 
lo delitos de Comercialización Ilícita de Hidrocarburos. 
 
 Proponer una reforma sobre la Tipificación de los Delitos de Comercialización Ilícita de 
Combustibles, derivados de Hidrocarburos, incluido el gas licuado y biocombustibles en 
cuanto a la institución jurídica del Comiso Especial, instituido como una Sanción 
común a los Delitos Penales. 
 
 
1.3 Justificación  
Como alumno egresado de la Escuela de Derecho de la Facultad de Jurisprudencia, Ciencias 
Políticas y Sociales de la Universidad Central del Ecuador, se ha seleccionado éste tema de 
investigación, toda vez que es afín a mi carrera y guarda relación en los conocimientos 
adquiridos en el transcurso de mi periodo como estudiante.  
 
 Además, se considera que el tema elegido resulta muy importante ya que dentro del 
ordenamiento y debido proceso que determina nuestro país, al poseer una discordancia 
normativa en la aplicación de una pena, ésta crea inseguridad jurídica, vulnerado los principios 
Constitucionales y Legales pertinentes. 
 
Del porqué al tener una distinta aplicación de la pena accesoria del comiso especial en los 
delitos de Comercialización Ilícita de Combustibles, ha conllevando grandes confusiones en 
relación a la aplicación de esta institución jurídica, que resulta muy interesante poder especificar 
y delimitar su objetivo, que en la actualidad no han podido ser resueltas diáfanamente. 
 
Socialmente al no tener una Ley definitivamente clara en su posición de mandar, permitir o 
prohibir un determinado elemento o acción,  todos los ecuatorianos nos vemos afectados,  
puesto que dejamos de tener la garantía de ser amparados en un debido proceso, develando 
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consecuentemente desconfianza y temor en la Administración de Justicia, siendo ésta uno de los 
quehaceres de un Estado. 
 
Se tratará que mediante la investigación  se encuentren soluciones para los temas de aplicación, 
interpretación y alcance referente al Comiso Especial, fomentando el desarrollo armónico  de la 
sociedad. 
 
 Así la propuesta será enfocada a reformar al capítulo de los Delitos de Comercialización Ilícita 
de Combustibles, ya que no solo genera problemas a la tercera persona no implicada en un 
delito, sino que en su defecto, también a la sociedad puesto que no se tiene la garantía de la 
seguridad jurídica, por parte del Estado. Se fomentará la vigencia de los derechos y las garantías 
de una no contravención expresa a la Ley. 
 
Me siento reflejado con este problema, que posee una connotación de carácter jurídico - social, 
el investigarlo y propender a dar una solución que beneficie a todos las personas que 
conformamos el Estado, ya que tendremos una armonía jurídica Penal, y podremos cumplir con 
el anhelado propósito constitucional del Sumak Kawsay, es decir el Buen Vivir. 
 
Así mismo, se trata de una investigación de oportunidades para su realización, y que me servirá 
como un aporte para la vida profesional en cuanto considero que todo Abogado está 
íntimamente relacionado con los problemas y dificultades  de la sociedad, ya que al prestar 
servicios profesionales a sus clientes se convierte en un verdadero auditor, definiendo el 
verdadero objetivo de la profesión,  que es la Justicia.  
 
Es importante el desarrollo metodológico y sistemático del proceso investigativo referente al 
Comiso Especial, por tratar de extraerlo de la realidad objetiva en la que nos desenvolvemos 
dentro de la sociedad. 
 
Finalmente con el presente trabajo de investigación se buscará determinar y delimitar un diseño 
de aplicación del Comiso Especial, incorporado en el Código de Procedimiento Penal, para que 
fije  específicamente el camino y proceso a seguir de esta pena accesoria, muy importante para 
desalentar el cometimiento de ciertos delitos. 
 
 Espero que el presente estudio sea un aporte al progreso del país.  
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CAPITULO II. MARCO TEÓRICO 
2.1 Fundamentación Teórica  
Las sanciones penales son elementos desencadenantes del Derecho Penal; Derecho Penal que ha 
de entenderse como el conjunto de normas de carácter jurídico, por medio de las cuales el 
Estado por una parte determina que conductas (actos u omisiones) constituyen delitos o 
infracciones; y, por otra especifica las sanciones que se han de imponer a las personas que 
cometen dichos delitos o infracciones; a través de la imposición de una pena, que puede ser 
privativa de la libertad (prisión o reclusión), pecuniaria (multas) o patrimoniales (comiso de los 
bienes, cosas u objetos encontrados en poder de la o las personas que incurrieron en un acto 
delictivo). 
 Para (Albán, 2011), el Derecho Penal sería una potestad, del Estado de sancionar a quienes han 
ejecutado actos que el propio Estado ha calificado gravemente atentatorios del orden social; notándose 
claramente que el Derecho Penal engloba tanto aspectos relativos a la tipificación de los actos 
considerados como delitos y a las sanciones que deben imponerse por su cometimiento. 
El Derecho Penal se encuentra conformado por el Derecho Penal Sustantivo y el Derecho Penal 
Adjetivo, siendo el primero de ellos, el conjunto de axiomas, preceptos, normas jurídicas que 
regulan cuestiones de fondo estáticamente, es decir se tipifican los delitos y las penas que han 
de ser reprimidos, pero que dependen de un procedimiento a seguir para su perfeccionamiento; 
y, de ese camino o procedimiento claro y comprensible se encarga el Derecho Penal Adjetivo o 
Procesal, que…: 
“Es la disciplina jurídica reguladora de la efectiva realización del derecho 
penal; establece los principios que gobiernan esa realización y determina los 
órganos, la actividad y el procedimiento para actuar la ley sustantiva” según 
afirma Claría Olmedo, (1960), pág. 49. 
Es decir es aquel proceso regulado y encargado en su totalidad de guiar al Derecho Sustantivo 
Penal a la confirmación de la Inocencia del imputado o después de la superación de los grados 
de sospecha, probabilidad, llegar a la Certeza de la culpabilidad en una determinada causa 
penal, y aplicar los efectos que devengan del mismo. Teniendo como elemento importante la 
realización de la Administración de Justica y con esto, los lineamientos Institucionales del 
Estado. 
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Doctrinariamente se manifiesta que el Derecho Penal hace referencia a tres aspectos: 1) El 
delincuente, 2) El delito y 3) Las penas, de allí la importancia del último de estos aspectos. 
La pena proviene del latín poena y posee una connotación de dolor causado por un castigo, así 
en relación (Cabanellas, 2000),  afirma que la pena es una sanción, previamente establecida por la 
ley, para quien comete un delito o una falta, también específicos. 
…”La pena se puede definir como la supresión o coartación de un derecho 
personal que el Estado impone por medio de su rama jurisdiccional a sujeto 
imputable que ha sido declarado responsable de un hecho punible” Reyes 
Echandia, (1996), pág. 245 
De lo enunciado por los tratadistas, se puede analizar que la pena desde los albores de la 
sociedad ha venido creándose y modificándose como el “medio” más propicio para controlar la 
armonía social y con esto mantener de lado las conductas no apropiadas –que lesiones bienes 
jurídicos de terceros- en una determinada sociedad. Tal es el punto, que en la actualidad se 
conjuga la pena, como la retribución de dolor y daño producido por el agente delictivo a su 
víctima, además de un mecanismo de prevención y resocialización del delincuente. Tratando de 
que a través de la coerción se logre un impacto social de no ejecutar lo delictivo. 
(Donna, 1996), afirma que la primera cuestión que se debe responder quien se dedica al derecho 
Penal, consiste en contestar a la pregunta por el fundamento de las sanciones penales.  
Dando a entender que es importante en el correcto desarrollo del Derecho Penal, determinar la 
razón de ser y de ejecución de la Pena. 
El fundamento obligatorio de la Sanciones Jurídico – Penales, en ocasiones se confunden con 
las del deber ser, en virtud de que estas nacen de la voluntad del pueblo, ejercido por la 
Asamblea, que expresa dicha voluntad en una ley concreta (Código Penal Ecuatoriano). Esto es 
muy importante, en relación a que deben respetarse los Derechos Subjetivos, es parte material 
de un Estado Constitucional. 
Es trascendental señalar el principio nullum crimen sine lege, locución latina que se entiende 
ningún delito sin una ley previa, trasformado este principio elemental del Derecho Penal, a 
formar parte de una garantía sumamente práctica ante cualquier supuesto de acción arbitraria y 
dictatorial por parte de un Estado; consistente que la ley penal debe ser escrita y anterior al 
hecho del proceso. De esta, se desprende que la seguridad jurídica exige la previsibilidad y la 
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capacidad de medir previamente la pena. Seguridad Jurídica, que es el respeto a la normativa 
legal. 
En relación a lo enunciado, según afirma (Roxin, 1981); 
“Si bien por aplicación del principio pueden algunas personas quedar 
impunes, la verdadera interpretación significa que esta impunidad es el 
precio que el legislador obliga pagar a cambio de la seguridad jurídica”..  
Del porqué existen consecuencias positivas en el respeto y en la aplicación de este principio; 
consecuencias que son: 
 La prohibición de analogía,  
 La prohibición de fundamentar la responsabilidad penal por el derecho 
consuetudinario,  
 Prohibición de retroactividad y  
 Mandato de certeza. 
La primera, prohibición de analogía significa, que se debe respetar lo escrito, es decir si bien 
existe en otras ramas del derecho la facultad de interpretar un determinado vacío jurídico por 
existencias anteriores, en materia penal siendo el hecho de la conducta lo que se califica, 
ninguna actuación del agente delictivo podría ser igual o tener los mismos fundamentos para su 
ejecución; por tal razón, está prohibido juzgar mediante analogías. Afirma (Donna, 1996), que la 
analogía está prohibida no sólo en la creación de tipos penales, sino también en la creación de penas y 
de otras consecuencias, tales como las medidas de seguridad.  
Pasando a la segunda consecuencia tenemos la prohibición de fundamentar la responsabilidad 
penal por el derecho consuetudinario, y esta se entiende que el derecho penal, como se indica 
por las actuales doctrinas, lo que se juzga es el acto producido por el actor. Es decir solo la ley 
penal es fundamento de pena y de medida de la seguridad, así como de agravación de la segunda. 
(Donna, 1996). Entendido que la pena es de carácter personal –actor-culpable- y en virtud de lo 
señalado no se podrá extender los efectos de cualquier pena a sus familiares o conyugue.   
La tercera consecuencia es la prohibición de retroactividad, sin duda es sumamente importante 
dentro del derecho penal. Es así que según lo afirma Edgardo (Donna, 1996), citando al Bverfg 
(1996). 
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“Esta prohibición consiste en que nadie deber ser sorprendido con penas por 
hechos suyos que, a la fecha de realización, eran irrelevantes para el 
derecho penal; nadie debe sufrir penas más severas que las conminadas al 
momento del hecho. 
La prohibición de retroactividad solo se refiere a normas de derecho 
material, no así a normas de derecho procesal, siempre y cuando no afecten 
garantías constitucionales del imputado”. (Edgardo Donna, 1996, pág. 14) 
De lo expresado  por el maestro Edgardo Donna, se observa en nuestra legislación penal, 
cuando en pro-beneficio del reo se haya dictado una ley posterior más benigna y que ayuda a los 
intereses del imputado o sentenciado, esta se la acoge; es decir se aplica la retroactividad en 
beneficio más no para producir efectos lesivos. 
Finalmente la última consecuencia, es la prohibición de mandato de certeza, (Donna, 1996): 
“Significa que si bien es cierto la legalidad consiste en que la pena no solo 
se fundamente en una norma escrita, sino que además de lo indicado, se 
determine con certeza mediante la ley”. (Claus Roxin, citado por Edgardo 
Donna, 1996, pág. 18). 
Esto quiere decir que no solo es suficiente la aprobación de una ley por parte del órgano 
legislativo (en nuestro caso Asamblea Nacional); si en ésta se introduce un precepto 
indeterminado que no señala con claridad la conducta típica y de otra forma la sanción, ya que 
la misma sería una violación a la ley previa, un claro ejemplo podría ser: “Será reprimido la 
Adulteración de Combustibles”, sin determinar de qué se trata la conducta humana Típica y la 
sanción que se le aplicará al que cometiere dicha actividad. 
En definitiva esta consecuencia de la ley previa significa que la ley penal debe determinar y 
delimitar la acción contraria a la norma, y con esto la pena indiscutiblemente debe ser 
proporcional al acto. 
 Durante la evolución del Derecho y de las demás ciencias, es claro que también han 
existido varias teorías de la pena, afirma (Albán, 2011);  
“Que el Derecho ya parece considerar el castigo como una amenaza 
tendiente a amedrentar a otros posibles criminales, ya como un acta ritual de 
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expiación a cargo del culpable, ya como un instrumento para erradicar al 
hombre culpable de la sociedad. (pág. 17);  
Entendiéndose que existen diversas posiciones –teorías- con respecto de la pena y es esta la 
razón por la cual se enunciarán las mismas. 
La primera teoría que surgió para avalar la pena es la Teoría Absoluta, siendo la doctrina que 
encuentra el fundamento y “justificación” de la pena en su propia naturaleza. La pena realiza un 
ideal de Justicia. Se castiga pura y simplemente porque se ha cometido un delito. 
Dentro de esta Teoría Absoluta,  se encuentra subyacente la teoría de la Retribución, que 
deviene de su propia esencia de finalidad; es decir se entiende que el delito, que es un mal debe ser 
retribuido por otro mal indispensablemente, que es la pena, según afirma (Albán, 2011),  pág. 18. Así 
mismo esta pena deberá ser proporcional al mal causado por el agente delictivo, teniendo como 
antecedente a esta forma de proporcionalidad  la ley del talión: ojo por ojo, y diente por diente, 
siendo su misión restablecer el orden perturbado por el delito. (El Art. 76 número 6 de la 
Constitución de la República del Ecuador, se refiere a la proporcionalidad de la Pena.) 
Esta retribución en la evolución del derecho se ha planteado como Moral y Jurídica; siendo la 
primera expuesta por el filósofo Emanuel Kant, quién expone que la pena por un delito 
cometido responde por una necesidad moral. (Albán, 2011): 
“Si una sociedad llegara a disolverse por el consentimiento de todos sus 
habitantes, como si, por ejemplo, un pueblo que habitase una isla decidiese 
abandonarla y dispersarse, el último asesino detenido en una prisión debería 
ser ejecutado antes de esa disolución, a fin de que cada una sufriese la pena 
de su crimen y de que el crimen de homicidio no recayese sobre el pueblo 
que descuidase el imponer este castigo” (Kant, citado por Ernesto Alban, 
2011, pág. 19) 
Lo señalado por Kant especifica que la ley penal, después de un procedimiento claro, imparcial 
y expedito encontrando la culpabilidad de la persona procesada,  la pena impuesta es una 
necesidad moral, puesto que la sociedad se encuentra obligada a castigarlo, ya que es el actuar 
del delincuente, el que ha lesionado derechos de las personas. (Actualmente en palabras de 
(Ferrajoli, 2011),  derechos subjetivos). 
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  Mientras que la Retribución Jurídica, expone que la pena es la negación del delito, y siendo 
este la negación de la ley, queda en toda integridad el imperio del Estado. (Albán, 2011); 
“Que la pena no es algo extraño al delito, es su propio desenvolvimiento, la 
“otra mitad” del delito. La pena es justa en su propia naturaleza y con su 
retribución del mal causado, en virtud de que el delincuente ha sido quien 
con su acto de violencia se ha excluido de la sociedad”. 
Continuando con las teorías de la pena, existe la Teoría Relativa, que considera a la pena no 
únicamente como un castigo por el delito cometido, como lo sostiene la anterior teoría, pues se 
oponen el criterio de retribución (la consideran una simple venganza), y determinan que la pena 
tiene otros fines, como el de buscar la prevención, la resocialización y la defensa social (se 
castiga para que no se cometan delitos).  
Conforman esta teoría relativa: (Albán, 2011); (pág. 21). 
“ 1.- las teorías de la prevención general positiva, que es la que trata de 
convencer a los habitantes de la sociedad de someterse a la ley, de tal 
manera que se los disuada psicológicamente de cualquier propósito de 
cometer una infracción; y,  
2.- la teoría de la prevención especial positiva, teoría que sostiene que hay 
que aprovechar el tiempo de permanencia de los condenados en las cárceles 
para producir una transformación de su personalidad, tanto en el orden 
moral y psicológico, como en el educativo y laboral”. 
De lo expresado por el maestro ecuatoriano se entiende que las teorías de prevención general 
positiva busca tener un impacto psicológico en la sociedad, para él no cometimiento de los 
delitos, a través de las penas señaladas en la normativa pertinente; mientras que la teoría de la 
prevención especial positiva, busca cambiar el status de la persona que se encuentra en la cárcel, 
con programas de ayuda y así restituirlo en la sociedad.   
Finalmente están las Teorías Mixtas, que constituyen un punto de encuentro entre las teorías 
absolutas y las relativas, por lo que a la vez que acogen el hecho de que la pena tiene un carácter 
absoluto, y también tiene una finalidad de carácter relativo. 
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Es decir existe una correlación en busca de la finalidad de la pena, que versa en la retribución 
del mal causado por el agente delictivo y en la prevención a los habitantes de una sociedad, 
sobre los hechos versados en el delito. 
En conclusión a este breve análisis de las teorías de la pena que se han desarrollado a lo largo 
del camino de la búsqueda de la perfección del Derecho Penal se puede interpretar lo siguiente:  
1.- fundamentalmente es inevitable sostener que la pena tiene su esencia retributiva, puesto que 
la pena se configura como un mal que el Estado le pone al delincuente ante una acción u 
omisión típica, antijurídica y culpable. Puesto que, es un hecho evidente que nadie podría 
refutar en un criterio lógico que la pena, es un daño causado a la libertad, al patrimonio o al 
honor del delincuente. 2.- Hay que tener presente que cuando se aplica una pena se trata de la 
sanción justa que genera una prevención que se deriva para el autor y la generalidad. La función 
de la satisfacción de la pena concreta para el colectivo consiste en la confianza y en la 
conservación del ordenamiento jurídico resultante de un castigo justo. 
La pena debe lograr tanto salvaguardar del orden jurídico, como el respeto de la dignidad del 
hombre. 
Del porqué existen ramas accesorias al derecho penal como la penología, que afirma 
(Cabanellas, 2000): 
“Es la ciencia de la pena; el estudio de las finalidades que debe cumplir y de 
los medios de su aplicación más eficaz. Es decir constituyéndose el medio de 
análisis adecuado de la aplicación y ejecución de la pena. (pág. 301)”. 
En el campo penal existen diferentes tipos de penas, hay tres clasificaciones; así, 1.- Por su fin 
preponderante: pudiendo ser intimidatorias, correctivas y eliminatorias; 2.- Por el bien jurídico 
que afectan: contra la vida, corporales, pecuniarias, contra ciertos derechos, contra el patrimonio 
y 3.- por la forma de aplicarse: principales, secundarias, accesorias y complementarias. En todo 
caso todas tiene una finalidad, sancionar a quien cometió un acto delictivo o una contravención;  
Consecuente con estas afirmaciones las penas guardan armonía con algunos principios 
fundamentales que son: 
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1)  Principio de personalidad: La pena debe imponerse al culpable del acto delictivo, a 
quien lo cometió, no puede trascender a otras personas.(principio derivado, como 
consecuencia de la Ley Previa, prohibición de fundamentar la responsabilidad penal por 
el derecho consuetudinario).  
2) Principio de individualización: Las penas no pueden imponerse a todos por igual, para 
su imposición debe tomarse en cuenta las peculiaridades individuales de cada reo. (en 
relación con la teoría de la autoría y participación criminal sobre el dominio del acto, -
curso causal de la acción-. 
De lo expuesto, se entiende que las penas tienen un criterio y alcance definido al momento de la 
creación misma en el tipo penal y esta matización de la pena puede versar sobre diferentes 
criterios establecidos, en relación al bien jurídico que tratan de proteger. 
Del estudio de la pena abordado en líneas anteriores se han indicado varios tipos y clases de 
penas, identificándose en comiso especial como una pena de carácter accesorio; que al igual que 
todas tiene su esencia en el elemento sancionador y preventivo en el ámbito penal. 
(Cabanellas, 2000), referente al comiso expresa: 
“Confiscación de carácter especial, de una o varias cosas determinadas. 
Sirve para designar la pena en la que incurre quien comercia con géneros 
prohibidos, de pérdida de la mercadería. Pérdida que, cuando se estipula tal 
sanción sufre quien incumple un contrato. Cosa decomisada o caída en 
comiso pactado”. (pág. 77). 
Es decir se constituye la privación y pérdida de un bien, que se encuentra dentro de una acción 
delictiva, que por razón misma de su naturaleza será apropiada por el Estado. 
Existen varios autores que al respecto del comiso expresan: es la pérdida en favor del Estado de los 
instrumentos o valores que provengan de la ejecución de un delito, dejando a salvo los derechos del 
ofendido o de un tercero, afirma (Peláez, 1981), pág. 245. 
Por su parte (Zaffaroni, 1994)) considera que el comiso es la perdida a favor del estado sólo de los 
instrumentos del delito (instrumenta sceleris) y de los efectos provenientes del delito (producto sceleris). 
(pág. 745) 
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 El decomiso también ha sido calificado como una medida de seguridad especial basada en la 
peligrosidad objetiva, instrumental, afirma Mir Puig, 2005, pág. 357. 
Es decir el comiso actualmente se vincula enfáticamente como una pena accesoria en el Derecho 
Penal, en virtud de lo cual lo que busca es tratar de frenar y privar de los gananciales a los 
grupos delictivos, al quitar el objeto, instrumento y producto, con los que se ejecutó un delito.  
La definición de Comiso Especial, se podría desarrollar de la siguiente manera: primero al 
considerar de que el comiso o decomiso recae sobre las cosas que fueron objeto de la infracción 
se entiende según afirma (Guillermo, 2008):  
“El decomiso de los “objetos” del delito, objetum sceleris, se refiere a  los 
bienes que resultan de la propia conducta delictiva —el documento público  
falsificado, las sustancias prohibidas, el pasaporte falsificado, etc-. Tales 
objetos son  normalmente destruidos con independencia de la culpabilidad o 
inocencia de su titular, o  los derechos de terceros, lo que muestra que el 
fundamento de estos decomisos es de  naturaleza preventiva”. (Pág. 69). 
Se entiende entonces, cual fue la conducta medular típica (objeto de la infracción) y su acción 
antijurídica sobre las cosas, este tipo de decomiso opera in rem, es decir, sin importar quién es  
el propietario o tenedor de los bienes; y, como se expresa por el tratadista argentino lo que se 
busca en este tipo de decomiso es la naturaleza preventiva o en palabras de (Donna, 1996), la 
coerción de ciertos delitos. 
Continuando con el análisis el comiso especial también recae sobre los medios que han servido, 
o han sido destinadas para cometer la infracción, cuando son de propiedad del autor  o del 
cómplice, configurándose el comiso especial de los instrumentos del delito —instrumentum 
sceleris—; es decir se asocia físicamente los objetos utilizados para cometer el delito con los 
resultados perjudiciales que produce.  
La razón de ser, de esta parte del comiso se colige ya que según afirma (Guillermo, 2008)  El 
fundamento de la privación de esos bienes reside en que los objetos han  sido utilizados de un modo 
perjudicial para la sociedad y que, por lo tanto, el Estado debe  impedir que ello vuelva a ocurrir. 
Es decir se vuelve a la esencia o fundamento de esta pena, que es quitar los instrumentos para la 
comisión de los delitos, como un elemento punitivo y desmotivador  de los gananciales de las 
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grandes bandas internacionales del crimen. Pena además, que sólo puede adoptarse in 
personam, es decir, contra el condenado. Nuestra legislación es enfática en determinar el modo 
de operacionalidad al momento específico de determinar el comiso especial de los bienes que 
sean de propiedad del autor del delito o del cómplice, siendo esto claro en virtud de la teoría del 
dominio de la acción del autor del delito y el principio universal de favorabilidad que posee el 
participe o cómplice del mismo. Este es el problema esencial de la presente investigación que se 
desarrollar a profundidad en los siguientes tópicos. 
Finalmente el comiso especial, en su última modalidad determina que se efectuará sobre las 
cosas que han sido producidas por la infracción misma, especificando los bienes que son objeto 
después de la realización del ilícito cometido. Es decir se refiere al producto del delito o al 
dinero, cosa u objeto obtenido por el hecho punible, denominados clásicamente como los 
‘producta sceleris’. 
Afirma  (Zarraroni, 2001), que; 
“Son cualquier mercancía (legal o ilegal en cuanto a su tenencia y 
circulación) obtenida mediante el injusto, sea que se encuentre en el mismo 
estado o en otro diferente (como valor de uso o de cambio), o sea, que la 
mercancía se convierta en dinero u otro valor, o que con el dinero se 
adquiera mercancía u otro valor, o sea que se trate de los efectos 
provenientes de un delito sin distinguir que sean los efectos inmediatos o 
mediatos del ilícito. (Pág. 943.)  
 Esta nueva modalidad de comiso se la venido generando en los últimos 30 años a nivel 
mundial, pues el objetivo es atacar el producto del delito, si entendemos que existen enormes 
mercados ilícitos detrás de ciertos tipos de delitos como el Narcotráfico, el tráfico de armas, la 
Corrupción Pública, etc. Es ahí donde el comiso del producto pretende reducir la criminalidad 
organizada y también los delitos que se cometen con fines de lucro. 
Del breve estudio del comiso se puede insistir que la pena referente al Comiso Especial  procede 
únicamente cuando los bienes son de propiedad de los infractores –así lo afirma la doctrina 
señalada-. Del porque acertadamente el Código Penal Ecuatoriano, en el artículo 65, expone 
sobre el comiso a los bienes que sirvieron para cometer la infracción, señala que deben ser del 
autor o cómplice, no abre la posibilidad de que en los demás casos se comisen bienes de 
terceros, idea que será analizada posteriormente. 
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Ahora pasando a la tipificación penal, es importante señalar que en relación a la estratificación 
de los delitos, después de tener una conducta humana, es adecuado encajar esa conducta a un 
presupuesto que es contrario a la colectividad, es decir el nacimiento de los Tipos Penales. El 
tipo penal según afirma (Zarraroni, 2001); 
“Es un instrumento legal, lógicamente necesario y de naturaleza 
predominante descriptiva; que tiene por función la individualización de 
conductas humanas penalmente relevantes (por estar penalmente 
prohibidas)”. (pág. 367) 
De lo expresado por el tratadista argentino se deduce que no todas las conductas humanas 
pueden ser consideradas delitos, y así por ejemplo, el conducir un auto con luces encendidas en 
la mañana, sacar al perro a pasear a la madrugada, etc. No se las encasilla como delitos en 
relación de que el elemento para que sean delitos es cuando lesionan bienes jurídicos de 
terceros, o del colectivo, es decir el matar a una persona, paralizar un servicio público, etc.    
Para seguir en el proceso de la presente investigación es importante señalar sobre qué se 
entiende  por bien jurídico, ya que es parte de los tipos penales;  en relación a esto, según afirma  
(Zarraroni, 2001), Es la relación de disponibilidad de un individuo con un objeto, protegida por el 
Estado, que revela su interés mediante la tipificación penal de conductas que le afectan. (pág. 385).  
Lo expresado se entiende que el bien jurídico protegido es el derecho que aguarda una 
determinada persona a disponer de ciertos objetos. En el caso del bien jurídico protegido 
referente a la propiedad, lo que se protege en sí mismo, no es la cosa, sino la disponibilidad que 
el titular del bien la puede dar. 
En el caso puntual de los Delitos de Comercialización Ilícita de Combustibles, derivados de 
Hidrocarburos, incluido el gas licuado y biocombustibles, el bien jurídico protegido en relación 
al orden especificado por el Código Penal es la Fe Pública. 
Al respecto (Cabanellas, 2000), que Fe Pública es: 
“Veracidad, confianza o autoridad legítima atribuida a notarios, secretarios 
judiciales, escribanos, agentes de cambio y bolsa, cónsules y otros 
funcionarios públicos, o empleados y representantes de establecimientos de 
igual índole, acerca de actos, hechos y contratos realizados o producidos en 
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su presencia; y que se tienen por auténticos y con fuerza probatoria mientras 
no se demuestre su falsedad”. (Pág. 167). 
Es decir se entiende a simple manera que el bien jurídico de la Fe Pública es la confianza 
atribuida a objetos, formas y signos determinados por la interposición del Estado. De esta 
manera se configura como la confianza que todo Estado exige tener a sus ciudadanos sobre la 
veracidad de ciertos actos ejecutados en su nombre por sus funcionarios, que se entiende por 
auténticos e incuestionables a menos que se demuestre su falsedad.  
Como todo bien jurídico penalmente tutelado, la Fe Pública tiene características, como afirma 
(Zavala, 1993), podemos destacar como principales las siguientes: 
a) ser material, se trata de la confianza del público; 
b) ser objetiva, es decir tiene directa relación con la cosa sobre la que recae; 
c) no es personal, la “verdad” pública impuesta en estos documentos no es 
subjetiva; 
d) es obligatoria, refiriéndonos a la creencia impuesta por el Estado; 
e) debe considerársela como un bien jurídico protegido penalmente, por su 
valor socio económico; 
f) lleva símbolos del Estado o su poder, que está representado en las firmas y 
sellos de sus funcionarios.  (pág. 31) 
 
Características que determinan la esencia de proteger el bien jurídico penalmente tutelado de la 
Fe Pública, constante en los Delitos de Comercialización Ilícita de Combustibles; además, para 
finalizar el análisis teórico de esta clase de delitos, se deben tener en consideración que el 
Estado ecuatoriano dentro de sus políticas públicas tendientes al desarrollo social, subsidia el 
precio de los combustibles e hidrocarburos, del porqué la inclusión de estos delitos en el Código 
Penal tiene su razón de ser, aunque su principal objetivo sea proteger la economía del país. 
Que exista eficacia y eficiencia en la tipificación de las normas penales que regulan las 
relaciones entre el colectivo, es muy importante en relación de que a través de estas 
codificaciones, se trata de garantizar por parte del  gobierno el Sumak Kawsay, es decir una 
adecuada y armónica vida del colectivo. Es así que en todo proceso judicial se debe respetar el 
debido proceso, develando consecuentemente la seguridad jurídica. 
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El debido proceso tiene su origen en el derecho anglosajón “due process of law”, mediante la 
creación de la (Carta Magna de las libertades, 1215), en la época de la monarquía del Rey Juan 
“sin tierra”, en el que se expuso que; 
 “Ningún hombre libre podrá ser detenido o encarcelado o privado de sus 
derechos o de sus bienes, ni puesto fuera de la ley ni desterrado ni privado 
de su rango de cualquier otra forma, ni usaremos de la fuerza contra él ni 
enviaremos a otros que lo hagan, sino en virtud de sentencia judicial de sus 
pares y con arreglo de la ley del reyno”.  
Es decir fue el primer hito fundamental en reconocer un proceso, antes de llegar a una 
conclusión de Administración Judicial, se deja de lado la arbitrariedad por parte de quien otorga 
Justicia. 
Según afirma (Suárez Sánchez, 2001),  
El debido proceso consiste en que nadie puede ser juzgado sino de 
conformidad con la ritualidad previamente establecida, para que se cumpla 
aquel axioma de que nadie puede ser condenado sin antes haber sido oído y 
vencido en juicio con la plenitud de las formalidades legales”. (pág. 197). 
Así podemos deducir que el Debido Proceso es un derecho constitucional, que se relaciona al 
conjunto de axiomas y preceptos jurídicos que engloban todo el procedimiento judicial de una 
nación, y que como consecuencia debe ser respetado para el desarrollo viable de una sociedad. 
Para asegurar su cumplimiento se lo ha rodeado de garantías creadas y desarrolladas tanto en la 
doctrina como en la jurisprudencia. 
Ya en el campo del derecho penal afirma (Zambrano, 2005); 
“Que el debido proceso penal por su especificidad, tiene que ver con el 
respeto a las garantías y derechos fundamentales, que le asisten a cualquier 
ciudadano que es objeto de una imputación delictiva o que es sometido a un 
proceso penal”. 
Pudiendo concluir que, el Debido Proceso tiene como objetivo una justicia adecuada (siendo 
justicia un término polisémico), a la medida de la dignidad humana, pues el proceso se realiza 
entre seres humanos, y por tanto debe garantizarse al ciudadano la tutela de sus derechos 
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fundamentales y dar cumplimiento a los principios esenciales que exige el Estado 
Constitucional. 
Afirma (Ferrajoli, 2011); 
“Que la sujeción de los órganos públicos a la ley, se concreta en el principio 
de mera legalidad, el cual es distinto al principio de escrita legalidad según 
el cual las autoridades no solamente deben acatar las leyes cualesquiera que 
sean sus contenidos, sino es preciso que todos sus actos –incluyendo los 
propios actos legislativos- estén subordinados a los derechos 
fundamentales”. (pág. 857) 
Partiendo de lo enunciado por el tratadista Italiano citado es importante tomar en consideración 
que el respeto a la legalidad si bien es importante –estado formal- lo realmente esencial es la 
subordinación de la ley a los derechos fundamentales, es decir la eficiencia y garantía de las 
normas jurídicas, hacia los Derechos.  
Del porqué  la seguridad jurídica se explica, (Ponce de León, 2001) como; 
El valor que tiene por objeto la certidumbre y confianza de que los actos y 
omisiones humanas realizadas de conformidad al orden jurídico establecido 
son y serán protegidas por los poderes y funciones de Estado y de que los 
actos y omisiones realizadas contra el orden establecidos serán castigados.” 
Afirma Luis Ponce, 2001, pág. 150 
Lo expresado por el tratadista Luis Ponce,  se entiende a la seguridad jurídica como la certeza 
del cumplimiento del ordenamiento jurídico, que debe estar garantizado los derechos subjetivos 
que tenemos todos los ciudadanos de un Estado Constitucional. El preservar la libertad de las 
personas que habitan en el Estado es el objetivo de dicha seguridad, del porqué existir 
violaciones al proceso genera una inseguridad jurídica que afecta al colectivo en relación en que 
se deja de creer en una justicia real y transparente con respeto a los Derechos fundamentales.  
Es así que dejamos indicado que en la presente investigación el afectarse el debido proceso, en 
relación a la discordancia normativa en la aplicación de la pena del Comiso Especial, se afecta 
principios y dinámicas muy importantes para una verdadera administración de justicia, y con 
esto en si al Derecho Fundamental a la Seguridad Jurídica, que se entiende como el 
cumplimiento de la normativa expresa (lex scripta), por parte del Estado, que no únicamente 
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deberá tener una eficiencia y eficacia al momento de cualquier procedimiento, sino que además 
deberá respetar que las normas ya tipificadas no sean contrarias a los Derechos Subjetivos ya 
expresados en la Constitución de la Republica.   
Una vez realizado el análisis doctrinal del tema de investigación continua los aspectos del 
correspondiente  marco teórico. 
2.1.1 Antecedentes de Estudio 
2.1.1.1 Antecedentes Investigativos 
Como antecedentes al problema de Investigación propuesto, se puede mencionar que existen 
Trabajos de investigación realizados por la (Faraldo Cabana, 2008), Dra. Patricia Faraldo 
Cabana, Profesora de Derecho Penal, de la Universidad de la Coruña, artículo publicado en la 
Revista Peruana de Ciencias Penales núm. 20, 2008, págs., 139 a 186.;  investigación 
fundamental, en virtud de que expresa la necesidad y validación de implementar el comiso en el 
ámbito penal, como un elemento más para desalentar el cometimiento de ciertos delitos –tráfico 
de drogas e Hidrocarburos- de las grandes bandas internacionales del crimen, en relación de que 
al ser atemorizantes mercados ilícitos generan pérdidas a los Estados y provocan mucho daño en 
la sociedad. 
Otro antecedente de Investigación es la realizada por la Dra. Luz María Puente Aba, en su libro 
Criminalidad Organizada Terrorismo y Emigración, Granada (2008), Estudios de Derecho Penal 
y Criminología, por medio de la cual  expone la profunda necesidad social de la creación y 
renovación a nivel de la Pena del Comiso, dándole una creación de “Comiso Ampliado” misma 
que se encuentra actualmente siendo regulada por ciertos países de la Unión Europea, en 
relación con la exposición dada por la Convención de las Naciones Unidas contra el tráfico 
Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas, realizada en Viena el 20 de Diciembre del 
1988, en la que se expone ampliaciones sobre el comiso. (Puente Aba, 2008).    
Es trascendental determinar la Consultoría realizada por el Dr. Diego Freedman, Catedrático de 
la Universidad de Buenos Aires, acerca de la Regulación del Decomiso, en el Derecho 
Comparado, por medio del cual señala la doctrina referente al comiso especial de los 
instrumentos del delito, advirtiendo la procedencia de los mismos únicamente cuando se hayan 
comprobado la relación de estos bienes con los autores del ilícito; caso contrario no sería 
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procedente. También hace referencia al producto del delito en el comiso de bienes indicando 
que estos serán comisos in rem, es decir sin importar la titularidad del bien, en virtud de que 
fueron obtenidos por la realización de un ilícito penal. 
 En la misma consultoría se analiza cómo determinar diáfanamente el comiso de bienes siendo 
objeto, instrumento y producto del delito en la parte adjetiva de la Ley. El mencionado 
jurisconsulto realiza algunas modificaciones en la parte procesal de la Ley Penal Argentina. 
Otra investigación que es de mucha importancia es la realizada por el por el Dr. Guillermo Jorge 
LL.M. de la Universidad de Harvard Law School, en el libro “Recuperación de Activos de la 
Corrupción” publicada el 13 de mayo del 2008, por medio de la cual hace vital referencia para el campo 
de la presente investigación, a lo relacionado con el Decomiso de los bienes que son objeto de causas 
ilícitas (delitos), además determinar el decomiso como herramienta  para frenar y terminar con las 
grandes bandas internacionales del crimen, apoyado incluso en los estándares internacionales;  en su 
defecto también señala los posibles mecanismos en virtud de lo cual se podría reducir aun más los 
delitos. (Guillermo, 2008)., 
Finalmente pone de ejemplo el Derecho comparado con lo que sucedió en el Perú en relación al 
Caso Fujimori – Montesinos, por medio del cual la reciprocidad internacional coadyuvó a la 
recuperación de activos, que fueron enviados ilegalmente como lavado de activos del gobierno 
peruano a cargo del Señor Vladimiro Montesinos, jefe de inteligencia del mencionado ex 
mandatario. 
También existe otro antecedente de investigación realizado por el Dr. Manuel Alberto Restrepo, 
Catedrático de la Universidad del Rosario, en su libro “El Comiso: Análisis Sistemático e 
Instrumentación Cautelar”, mediante la editorial Universidad del Rosario, en el año 2007. En la 
indicada obra el autor relata la evolución de esta pena accesoria, en relación que desde los orígenes 
antiguos existió lo que se denominaba la Confiscación, pero esta era una sanción más de carácter de 
gobierno –administrativa- y muchas veces arbitraria, es así que esta figura antigua de la Confiscación 
daría paso a lo que hoy denominamos, -por lo menos en nuestra República- la expropiación, siendo una 
figura del Derecho Administrativo que busca en su defecto, el quitar un determinado bien mediante un 
justo precio, cuando dicho bien expropiado tenga un interés colectivo. En nuestro país mediante la 
Constitución de la Republica se prohíbe toda forma de Confiscación. (Restrepo Medina, 2007). 
De ahí que la pena del comiso, únicamente tiene cabida dentro del Derecho Penal y su 
correspondiente aplicación.        
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Es importante acotar el estudio realizado por el Dr. Gonzalo Quintero Olivares, Catedrático de 
Derecho Penal de la Universitat Rovira i Virgili (Tarragona), en la Revista Electrónica de 
Ciencia Penal y Criminología, ISSN 1695 – 0194, de año 2010, con el Tema de “La Ampliación 
del Comiso y el Blanqueo, y la Incidencia en la Receptación Civil”. En la que expresa la necesidad de 
impulsar al Comiso como una arma primordial de la Política Criminal del actual tiempo. El Autor 
asegura que si bien mucho tiempo el comiso estuvo en un plano secundario -pena accesoria-, que debía 
ser bastante obvia al momento de dictar sentencia, en la actualidad se configura o se modifica a formar 
parte del cuestionamiento de bienes que son considerados obtenidos ilegalmente, en donde el Comiso 
tiene su espacio, que como lo indicamos líneas anteriores forma parte de una política criminal para 
desmotivar o atacar los gananciales de los delitos perpetrados. (Quintero, 2010). 
Otro importante estudio es el realizado por la Ing. Mariela Briones Vélez, maestrante de la Universidad 
Técnica y Particular de Loja, que en su tesis expresa la necesidad de realizar un mejor cuidado de los 
bienes que son incautados, de los presuntos infractores. Esta investigación es concerniente al tema 
propuesto porque es fundamental el reconocer que en todo proceso penal inclusive existiendo una 
sentencia ejecutoriada, que derive la culpabilidad de una persona,  no se deben violar derechos 
consagrados en la Constitución de la Republica. (Brionez Vélez) 
En la presente investigación atacaremos como una pena accesoria violenta principios 
fundamentales de terceras personas que no tienen ninguna clase de imputación, pero que se ven 
afectados en su derecho a la propiedad. 
Existe también el libro “Ganancias ilícitas y Derecho penal”, de la Autora Dra. Bacigalupo, Silvina, 
Editorial Universitaria Ramón Areces, publicado en el año 2002, en donde se expone la necesidad de 
ampliación de los mecanismos del Comiso, inclusive determinando el alcance del Derecho a la 
Presunción de Inocencia en la comprobación de los gananciales de los bienes obtenidos por los 
“supuestos sospechosos”. La autora llega a la conclusión de que el Estado sólo puede gravar las 
ganancias lícitas, sometiendo las ilícitas a otros institutos jurídicos previstos para tales situaciones como 
el comiso y la multa. La razón que impide al Estado gravar las ganancias ilícitas es la falta de 
legitimidad para reclamar, ni siquiera bajo el pretexto de los principios constitucionales de igualdad y de 
contribuir al sostenimiento del gasto público, una participación en ganancias procedentes de 
delitos. (Bacigalupo, 2002). 
Finalmente es pertinente señalar el estudio realizado por el egresado Miguel Trávez Iza, de la 
Universidad Nacional de Loja, en relación a la reformatoria del Art. 367 número 7 del Código Penal, en 
relación al destino que deben tener los bienes obtenidos del Comiso Especial. Es importante destacar en 
el estudio y que sirve para la presente investigación la inconformidad del autor para el destino de los 
bienes y la previa calificación de los mismos por parte del Fiscal. Si bien es cierto que la Instrucción 
28 
Fiscal pertenece al Fiscal, las decisiones deberán ser valoradas y decididas por el Juez. De ahí que el  
autor citado considera que enviar los bienes a PETROCOMERCIAL, consiste en una pena anticipada, y 
no es correcta. (Trávez Iza). 
2.1.1.2 Antecedentes Históricos 
Evolución del comiso. 
Etimológicamente la palabra comiso proviene del latín commissum, que significa objeto 
comisivo del crimen, objeto incautado por el fisco como castigo. Explicación que quedó  
indicada anteriormente en el Marco Teórico. Desde las épocas antiguas  quitar bienes a favor de 
la parte estatal o en su época el monarca, cumplió un rol sumamente importante, que 
consecuentemente por su efecto de coerción sería abordando en el campo del derecho penal. 
La pena del comiso especial se desarrolla según su evolución en varias etapas: 
 -Ley de Moisés -"deodand" 
Existió el decomiso como ideas religiosas expiatorias, las reglas del “deodand” del derecho 
inglés, fuente de los actuales decomisos in rem, regulaba qué bienes debían ser ofrendados a 
Dios para expiar la ofensa con independencia del hecho de que los titulares de tales bienes 
hubieran sido condenados. 
 En este sentido afirma (Higuera, 2001); 
“Que esta institución implicaba el sacrificio u ofrenda a una deidad en señal 
de expiación, por ejemplo, si un toro embestía a una persona y la mataba, su 
propietario lo perdía, con lo cual éste se liberaba de culpa ante los ojos de 
Dios”.  
En conclusión en los tiempos antiguos, el objeto con el que se cometía un delito, era perdido sin 
determinar o especificar la inocencia o culpabilidad del dueño, -decomiso in rem-. Mecanismo 
sumamente arbitrario realizado por el monarca en aquellas épocas antiguas.  
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 Derecho Romano 
En el derecho romano, "commissum" era igual a "confiscatio", se trataba de una pena que 
afectaba el patrimonio del reo y se aplicaba a los proscritos y a los condenados por crímenes 
ajenos a la política. Afirma (Higuera, 2001),  
“Que en el último siglo de la Republica Romana. Lucio Cornelio Sila la 
aplicó como un sistema de castigo y persecución política a los proscritos, a 
quienes previamente se declaraba fuera de la ley y privados de todos sus 
derechos políticos y civiles". Pág. 5. 
 Posteriormente afirma (Guillermo, 2008), que en ciertos delitos el decomiso se utiliza como una 
pena de degradación cívica, que implicaba la pérdida de todos los derechos civiles incluyendo los 
derechos de propiedad. 
Idea que en la actualidad no puede permitirse y mucho menos ser entendida de esa forma como 
comiso especial, en relación que el derecho a la Democracia, no es una “cosa” tangible y no es 
ese objetivo el que cumple un Tribunal de Garantías Penales al momento de dictar sentencia 
condenatoria e inhabilitar el derecho a la democracia, ya que en su defecto es la forma de 
suspender los derechos civiles y políticos mientras cumpla una determinada pena, y no la 
extirpación de este derecho primario fundamental, como se lo hacía en la época medieval. 
 Edad Media  
Durante el periodo de la Edad Media, existió el decomiso de bienes basados en  la idea de la 
“corrupción de la sangre”, por el que se privaba de la totalidad del patrimonio a todo 
condenado por delitos graves, la corrupción de la sangre implicaba tanto la prohibición de 
transmitir propiedad como de heredarla. Afirma (Foucault, 2006) que los abusos de esta figura para  
aumentar las rentas fiscales de las monarquías no tardarían en proliferar, como tampoco las disputas 
con la nobleza sobre el destino de los bienes decomisados. 
En relación a los antecedentes nombrados el formar parte de un Estado monarca, era la fuente 
de partida para que existan actos discrecionales, que consecuentemente dieron paso a abusos de 
parte del “Estado” frente al proletariado, en virtud de la adaptación de la confiscación ejecutiva 
y desproporcionada, además del decomiso de bienes en el derecho penal.  
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 Del porqué con la evolución de las sociedades, de su forma de gobierno un gran suceso que 
primero genero igualdad en los ciudadanos y que en segundo término con las “seudo sociedades 
justas” fue la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano el 26 de agosto del 
1789, puesto que generó la finalización de actos discrecionales sobre la confiscación de 
propiedades y el decomiso penal de bienes en relación que en su art. 17 se especificaba: “Siendo 
inviolable y sagrado el derecho de propiedad, nadie podrá ser privado de él, excepto cuando la 
necesidad pública, legalmente comprobada, lo exige de manera evidente, y a la condición de 
una indemnización previa y justa”.  
Es decir la transferencia de propiedades al Estado se restringió, y dio el nacimiento a la figura 
de carácter administrativo como es la expropiación, cuando el bien requerido sea para la utilidad 
pública. 
Después de este gran hito en las sociedades del mundo y con el nacimiento de las 
Constituciones y su legalidad se prohibió expresamente el comiso de bienes -confiscación, 
fueran del ámbito penal-, por ejemplo la Constitución de los Estados Unidos, Artículo III, 
Sección 3, cl. 2, mencionaba que; 
“El Congreso estará facultado para fijar la pena que corresponda a la 
traición; pero ninguna sentencia por causa de traición podrá privar del  
derecho de heredar o de transmitir bienes por herencia, ni producirá la 
confiscación de sus bienes más que  en vida de la persona condenada”.  
Es decir se fueron terminando el decomiso de bienes de manera discrecional y únicamente daría 
lugar cuando esa confiscación de bienes por parte del estado sea a favor del interés público 
(nacimiento de la expropiación como un acto administrativo que conlleva beneficio erga 
omnes). 
Sin duda en nuestro país también surgió ese respeto por la propiedad privada; (Constitución 
Política de la República del Ecuador, 1998),  expresaba: 
El Estado estimulará los programas de vivienda de interés social. 
Art. 33.- Para fines de orden social determinados en la ley, las instituciones 
del Estado, mediante el procedimiento y en los plazos que señalen las 
normas procesales, podrán expropiar, previa justa valoración, pago e 
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indemnización, los bienes que pertenezcan al sector privado. Se prohíbe toda 
confiscación.  (pág. 8). 
Igualmente nuestra actual Constitución de la Republica, al determinar al Ecuador como un 
Estado Constitucional, de Derechos y Justicia, al respecto indica: (Constitución de la República 
del Ecuador, 2008) 
Art. 323.- Con el objeto de ejecutar planes de desarrollo social, manejo 
sustentable del ambiente y de bienestar colectivo, las instituciones del 
Estado, por razones de utilidad pública o interés social y nacional, podrán 
declarar la expropiación de bienes, previa justa valoración, indemnización y 
pago de conformidad con la ley. Se prohíbe toda forma de 
confiscación.(pág.100) 
Finalizando con la medida de la Confiscación de bienes como sanción discrecional y abusiva 
por parte del Estado, y dando lugar a la Expropiación, con interés de la colectividad. Así el 
comiso de bienes se basa en ley escrita y únicamente formando parte del Derecho Penal y ataca 
los bienes como sanción penal cuando son instrumentos, objetos  y producto del delito. 
El Manual de Cooperación Internacional en el Decomiso del Producto del Delito  
(2013), creado por las Naciones Unidas expresa que: (NN.UU., 2013) 
Decomiso es la privación de bienes con carácter definitivo por orden judicial 
o de otra autoridad  competente. A menudo se utiliza indistintamente el 
término “confiscación”. El decomiso se realiza  por medio de un 
procedimiento judicial o administrativo por el que se transfiere al Estado la  
propiedad de ciertos fondos u otros activos. Las personas o entidades que 
tenían un interés en esos  fondos o activos en el momento del decomiso 
pierden, en principio, todo derecho a los fondos u otros activos decomisados. 
(pág.2). 
Además que la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada 
Transnacional (2004) expresa: (NN.UU., 2004). 
g) Por “decomiso” se entenderá la privación con carácter definitivo de bienes por decisión de un 
tribunal o de otra autoridad competente. (pág. 6). 
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Siendo el decomiso inclusive en el concierto internacional como una gran medida para tratar de 
frenar el delito de grandes organizaciones delictivas, formando parte únicamente del derecho 
penal como una pena accesoria. 
Comiso Especial que al ser una pena accesoria deberá tener lugar siempre que exista una 
condena principal, es decir la privación de la libertad; siendo esta la evolución y desarrollo de 
esta figura legal penal muy importante. 
2.1.1.3 Fundamentación Legal 
En la presente investigación en busca de delimitar el problema y fundamentarlo específicamente 
es necesario considerar que, en la actualidad el Ecuador se encuentra determinado como un 
Estado Constitucional de Derechos y Justicia, (Constitución de la República del Ecuador, 2008). 
Art. 1; dado que la visión lógica y material para dicha determinación, parte porque el Estado no 
pretende generar competencias diáfanas o limitaciones a los poderes públicos; sino que en su 
defecto, se establece un alto nivel de normas materiales o sustantivas que condicionan al 
Estado, en relación de los fines y objetivos propuestos, fines que de manera básica es fácil 
predecir será el  Sumak Kawsay,-preámbulo Constitucional-.
1
 
Es importante especificar que el mantener una armonía social con respeto al ordenamiento 
jurídico, se constituye un elemento sustancial para el desarrollo de un Estado Constitucional de 
Derechos;  este se perfecciona cuando  goza del “Derecho a Castigar” (Jus Puniendi), siendo 
considerado como la medida por la cual se intenta plasmar una vida armónica con el colectivo, 
cuando se ha trasgredido principios, dinámicas y derechos subjetivos de las personas. Lo 
enunciado se relaciona cuando en el Capítulo Octavo de la Constitución de la Republica, en el 
Art. 75  expone: (Constitución de la República del Ecuador, 2008): 
 “Toda persona tiene derecho al acceso gratuito a la justicia y a la tutela 
efectiva, imparcial y expedita de sus derechos e intereses, con sujeción a los 
principios de inmediación y celeridad; en ningún caso quedará en 
indefensión. El incumplimiento de las resoluciones judiciales será 
sancionado por la Ley.” (`pág. 67) 
                                                     
1
 Preámbulo Constitucional República del Ecuador, Decidimos construir, -Una nueva forma de 
convivencia ciudadana, en diversidad y armonía con la naturaleza, para alcanzar el buen vivir, el sumak 
kawsay-. 
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El Estado garantiza un desenvolvimiento adecuado y eficaz al momento de perfeccionar el bien 
común por parte de sus Instituciones Públicas. Parte orgánica de un Estado Constitucional. 
El Código Penal ecuatoriano se constituye en el cuerpo legal encargado junto con el Adjetivo 
Penal, de velar por un Derecho Penal preventivo y –sancionador- a los actos u omisiones que 
transgredan la normatividad expresa, por cualquier ciudadano de la república, a excepción de 
los señalados por la Ley. 
Dentro del Código Penal en el Titulo IV De las Penas, en el Capítulo I referido a las penas en 
General,  señala un abanico de sanciones de deberán ser cumplidos por aquellos que infrinjan la 
ley; dividiéndoles, en Penas peculiares al Delito, Penas peculiares a la Infracción y en su última 
parte y de igual manera importante señala penas comunes a todas las infracciones, (siendo 
aquellas que afectan al patrimonio del condenado); misma que, se encuentra subdivida en: 
Multas y Comiso Especial. 
Específicamente en el Art. 65 del mencionado cuerpo legal se señala la aplicación y 
determinación de la Penas referente al Comiso Especial, aclarando que: 
El comiso especial recae: sobre las cosas que fueron el objeto de la 
infracción; sobre las que han servido, o han sido destinadas para cometerla, 
cuando son de propiedad del autor del acto punible, o del cómplice; y sobre 
las que han sido producidas por la infracción misma. 
El comiso especial será impuesto por delito, sin perjuicio de las demás penas 
establecidas por la Ley; pero, al tratarse de una contravención, no se 
impondrá sino en los casos expresamente determinados por la Ley. (pág. 19) 
Señalando diáfanamente que será factible el comiso especial siempre cuando los bienes que son 
objeto e instrumento del delito  -que han sido destinadas para cometer la Infracción-, sean de 
propiedad del autor del acto punible o del cómplice, esto se relaciona con lo dicho en la 
Fundamentación teórica de la presente investigación, acorde a la Doctrina. 
El comiso especial en nuestra legislación además posee diferentes lineamientos, de ahí que  el 
artículo 81 del Código Penal  expresa que: 
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En caso de ocurrencia de varias infracciones, se observarán las reglas siguientes: 
4.- las penas de comiso especial en virtud de varias infracciones concurrentes, serán siempre 
acumuladas. (pág. 18). 
Es decir se especifica concretamente la pena del comiso especial en la concurrencia de varias 
infracciones siempre serán acumuladas, esto guardando una relación básica por el hecho de ser 
una pena accesoria a la principal, que en la mayoría de veces es la privación de la libertad. 
En el  Código Penal Ecuatoriano se identifica la prescripción de la pena del comiso especial, 
específicamente el Art. 111 en el que se indica lo siguiente: (Código Penal Ecuatoriano, 2012). 
“Las penas de multa y de comiso especial prescribirán en los plazos 
señalados para la prescripción de las penas principales; y las condenas 
civiles impuestas por una infracción prescribirán según las reglas del código 
civil. 
Cuando sólo se hubiere impuesto multa o comiso especial, prescribirá en un 
año.” 
En el último inciso de este artículo se indica que el comiso especial y la multa prescribirán en un 
año, cuando solo hubieren operado únicamente estas dos clases de penas, impuesta por el 
Tribunal de Garantías Penales, órgano competente para romper con el Estado Jurídico de ser 
considerado Inocente; pero en el caso de formar parte de una pena accesoria a la principal esta 
prescribirá en los plazos relacionados a la principal, al respecto se menciona que la prescripción 
de las penas privativas de la libertad, se encuentran en el Art. 107 del Código Penal que  
menciona: 
Las penas privativas de la libertad, por delito, prescriben en un tiempo igual 
al de la condena, no pudiendo, en ningún caso, el tiempo de la prescripción 
ser menor de seis meses. 
La prescripción de la pena comenzará a correr desde la media noche del día 
en que la sentencia quedó ejecutoriada y se imputará al tiempo necesario 
para la prescripción el que el delincuente hubiere estado recluso, preso o 
detenido por motivo del mismo delito. (pág. 22). 
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Por ende cabe resaltar que tanto la prescripción de la pena accesoria del comiso especial, 
prescribe en igual tiempo que la pena privativa de libertad, que finalizan en un tiempo igual al 
de la condena, no pudiendo en ningún caso ser menor de seis meses. Acotando que el tiempo 
iniciará desde que la sentencia se encuentre ejecutoriada. Además que la acción de la 
prescripción de la pena, se interrumpen por el hecho de cometer el reo otra infracción que 
merezca igual o mayor pena, antes de vencerse el tiempo para la prescripción. 
Así con los límites y alcances de esta pena definidos, es pertinente señalar claros ejemplos que 
el código sustantivo penal ecuatoriano trae en relación a la pena accesoria del comiso especial, 
en el Capítulo XII relacionado a los delitos de los Juegos Prohibidos y las Rifas, en el Art. 315 
expresamente se indica: (Código Penal Ecuatoriano, 2012). 
“Art. 315.- Los promotores, empresarios, administradores, comisionados o 
agentes de rifas no autorizadas por la Policía serán reprimidos con prisión 
de ocho días a tres meses y multa de dieciséis a sesenta y dos dólares de los 
Estados Unidos de Norte América. Serán comisados los objetos muebles 
puestos en rifa y los que se emplearen o destinaren al servicio de ésta. 
Cuando se hubiere puesto en rifa un inmueble no se aplicará el comiso, el 
cual será reemplazado por multa de sesenta y dos a ciento veinte y cinco 
dólares de los Estados Unidos de Norte América. Nota: Artículo reformado 
por Art. 77 de Ley No. 75, publicada en Registro Oficial 635 de 7 de Agosto 
del 2002.” 
Explicando el sentido del comiso especial en lo relativo a este delito, se evidencia la finalidad 
del legislador para decomisar, tanto el objeto de la infracción –en el caso que nos ocupa del 
delito- los objetos que se iban a rifar y los instrumentos que se necesitaren para el cometimiento 
del delito, siendo por ejemplo carpas, tarimas, equipos de sonido, etc. Advirtiendo la ley que en 
el caso que el objeto de la infracción sea un bien inmueble no podrá aplicarse el comiso.  Esto 
guardando una armonía con lo que señala el Art. 323 de la Constitución de la Republica que 
expresa: (Constitución de la República del Ecuador, 2008). 
Con el objeto de ejecutar planes de desarrollo social, manejo sustentable del 
ambiente y de bienestar colectivo, las instituciones del Estado, por razones 
de utilidad pública o interés social y nacional, podrán declarar la 
expropiación de bienes, previa justa valoración, indemnización y pago de 
conformidad con la ley. Se prohíbe toda forma de confiscación  (pág. 100) 
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Es decir el Estado especifica que únicamente se podrán expropiar bienes con fines de utilidad 
pública y en tal sentido se prohíbe la confiscación de los bienes. 
Otro ejemplo puntual sería el que  señala el Código Penal, en el Art. 363-A.- que al respecto 
expresa: (Constitución de la República del Ecuador, 2008). 
Serán reprimidos con prisión de seis meses a dos años y decomiso de los 
artículos, los que, sin autorización legal, alzaren o participaren, de cualquier 
manera, en el alza de los precios de los artículos alimenticios de primera 
necesidad destinados al consumo humano, ya consista su acción en 
monopolio, ocultamiento, acaparamiento, especulación, desplazamiento o 
cualquier otra forma fraudulenta que produzca desaparecimiento, 
encarecimiento o limitación tanto de la producción como de la 
comercialización de dichos productos.(pág. 86) 
Se determina expresamente que en este delito en particular lo que se decomisa serán los objetos 
propios del delito –artículos alimenticios de primera necesidad destinados al consumo humano-; 
más no abre el abanico para los instrumentos o consecuencias propias del mismo delito. Es decir 
la ley penal es diáfana al momento de abrir y cerrar el rango de las posibilidades de los bienes 
que podrán ser decomisados -tipicidad-, que siempre irá respetando los tres ejes analizados que 
posee el comiso especial. 
Dejando en claro en relación inclusive con la doctrina que el comiso especial deberá ser a los 
instrumentos que sean de propiedad del condenado o que posean alguna vinculación con el 
hecho delictivo. 
Ahora, pasando al eje esencial de la presente investigación, se identifica los Delitos de 
Comercialización Ilícita de Combustibles, derivados de hidrocarburos, incluido el gas licuado y 
biocombustibles, incluidos en Código Penal, mediante la reforma del 14 de septiembre del 2007, 
y publicada en el Registro Oficial suplemento número 170. Que se encuentran ubicados en el 
Capitulo (V.1), específicamente en el Art. 367, estos delitos son analizados de la siguiente 
manera: (Código Penal Ecuatoriano, 2012). 
Art. 367. (1)...- “Tráfico ilegal de hidrocarburos, sus derivados, gas licuado 
de petróleo y biocombustibles.- Serán sancionados con pena de tres a seis 
años de reclusión menor ordinaria, multa de un mil a dos mil 
remuneraciones básicas unificadas para los trabajadores en general y el 
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comiso especial de los bienes y medios de transporte que sirvieron para la 
comisión del delito, las personas naturales o los representantes legales de las 
personas jurídicas que por medios fraudulentos, dolosos o clandestinos, 
vendan, ofrezcan, distribuyan o comercialicen a cualquier título en las zonas 
de frontera, en puertos marítimos o fluviales o en el mar territorial, a efectos 
de sacar ilegalmente del país, cualquier hidrocarburo, sus derivados 
incluido el gas licuado de petróleo y biocombustibles.” 
Serán sancionados con una pena de reclusión menor ordinaria de seis a 
nueve años, multa de un mil a dos mil remuneraciones básicas unificadas 
para los trabajadores en general y clausura definitiva del establecimiento, el 
propietario o administrador de plantas de abastecimiento, almacenamiento, 
envasado, centros de distribución, comercializadoras, estaciones de servicio, 
que estén autorizados para el almacenamiento, transporte y 
comercialización de combustibles, y que con su acción u omisión y en forma 
fraudulenta y dolosa, permitan la perpetración del delito señalado en el 
inciso precedente. 
Del presente artículo 367 número 1, relacionado a los Delitos de Comercialización Ilícita de 
Combustible,  se identifica lo siguiente: 
1.- Objetivo de la Tipificación del Delito.- Es sancionar y prevenir la venta ilegal de 
hidrocarburos, que se pretenda comercializarlos en zonas de frontera a efectos de sacarlos 
ilegalmente del país. 
2.- Sujeto Activo.- Cualquier persona natural o representante legal de las personas jurídicas. 
3.- Sujeto Pasivo.- El Estado Ecuatoriano. 
4.- Bien Jurídico Penalmente tutelado.- Se entiende en relación a la ubicación otorgada por el 
Legislador es la Fe Pública. 
5.- Verbo Rector.- Vender, ofrecer, distribuir o comercializar. 
6.- Pena.- De tres a seis años de reclusión menor ordinaria, multa de un mil a dos mil 
remuneraciones básicas unificadas para los trabajadores en general y el comiso especial de los 
bienes y medios de transporte que sirvieron para la comisión del delito. 
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 Análisis: Es evidente determinar que la razón de ser del delito señalado es sumamente 
válida,  en virtud de proteger los intereses del Estado, se entiende que como política 
pública está el subsidio de combustibles. La pena principal señalada es proporcional a la 
afectación producida por el que cometiera dicho delito, pero en relación a la pena 
accesoria del comiso especial es ambigua, es decir puede provocar el error. En relación 
que no se determina en el tipo penal, que deberá ser decomisados los bienes utilizados 
en el delito siempre y cuando estos pertenezcan al autor o al cómplice del mismo, 
puesto que podría existir una tercera persona que no ha participado en la comisión del 
delito y no ha tenido interés en el mismo pierda su derecho a la propiedad privada.    
Continuando con los delitos determinados en el Capítulo (V.1), el Art. 367 dispone: (Código 
Penal Ecuatoriano, 2012): 
Art. 367. (2)...- Almacenamiento, transportación y comercialización sin la 
debida autorización.- Serán sancionados con una pena de prisión de uno a 
tres años y multa de quinientos a un mil remuneraciones básicas unificadas 
para los trabajadores en general y el comiso especial de los bienes utilizados 
para la ejecución del delito, los que comercialicen, almacenen, transporten 
ilegalmente derivados de hidrocarburos especialmente en las zonas de 
frontera y mar territorial, sin autorizaciones, guías de remisión y demás 
permisos exigidos por la ley para la ejecución de dichas actividades. Con 
iguales penas, serán sancionados el Director de la DIGMER o sus delegados 
responsables que ilegal y fraudulentamente emitan tales autorizaciones. 
Del presente artículo 367 numeral 2 del Código Penal, se identifica lo siguiente: 
1.- Objetivo de Tipificación del Delito.- Es sancionar y prevenir el almacenamiento, 
transportación y comercialización de derivado de hidrocarburos, sin la debida autorización. 
2.- Sujeto Activo.- Cualquier persona natural e inclusive el Director del DIGMER o sus 
delegados. 
3.- Sujeto Pasivo.- El Estado Ecuatoriano. 
4.- Bien Jurídico Penalmente tutelado.- Se entiende en relación a la ubicación otorgada por el 
Legislador es la Fe Pública. 
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5.- Verbo Rector.- Comercializar, almacenar y transportar. 
6.- Pena.- Prisión de uno a tres años y multa de quinientos a un mil remuneraciones básicas 
unificadas para los trabajadores en general y el comiso especial de los bienes utilizados para la 
ejecución del delito. 
 Análisis.- Es adecuada y oportuna la presente tipificación del delito, si entendemos que 
se deben cumplir con los requisitos señalados por la ley, para la realización de 
diferentes actividades, y más aún las señaladas en el artículo. En virtud de que es muy 
delicado y técnico el manejo de Hidrocarburos.  La pena principal señalada es 
proporcional a la afectación producida por el que cometiera dicho delito, pero en 
relación a la pena accesoria del comiso especial es ambigua, es decir puede provocar el 
error.  Ya que podría existir una tercera persona que no participando en la comisión del 
delito y no teniendo interés en el mismo pierda su derecho a la propiedad privada. Del 
porqué se debería limitar el rango de aplicación del comiso especial. 
Continuando con los delitos determinados en el Capítulo (V.1), Art. 367 del Código Penal se 
dispone: (Código Penal Ecuatoriano, 2012). 
Art. 367. (3)...- Adulteración de los derivados de hidrocarburos.- Serán 
sancionados con prisión de dos a tres años y el comiso especial de los bienes 
utilizados para la ejecución del delito, quien de manera fraudulenta o dolosa 
para obtener beneficio personal o de un tercero, adulterare la calidad o 
cantidad de los hidrocarburos, sus derivados incluido el gas licuado de 
petróleo y biocombustibles. 
Del presente artículo 367 numeral 3, se identifica lo siguiente: 
1.- Objetivo de Tipificación del Delito.- Es sancionar y prevenir la Adulteración de la calidad 
o cantidad de los Hidrocarburos. 
2.- Sujeto Activo.- Cualquier persona natural. 
3.- Sujeto Pasivo.- El Estado Ecuatoriano. 
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4.- Bien Jurídico Penalmente tutelado.- Se entiende en relación a la ubicación otorgada por el 
Legislador es la Fe Pública. 
5.- Verbo Rector.- Adulterar. 
6.- Pena.- De dos a tres años y el comiso especial de los bienes utilizados para la ejecución del 
delito. 
 Análisis.- Es sumamente prudente la tipificación de tal conducta lesiva a los derechos 
del colectivo. en virtud de que al ser altamente volátiles los combustibles no se los debe 
adulterar ya que se podrían causar grave tragedias, y lo relacionado con la cantidad no 
entregar lo justo al precio pagado también se constituye un acto doloso. La pena 
principal señalada es proporcional a la afectación producida por el que cometiera dicho 
delito, pero en relación a la pena accesoria del comiso especial es ambigua, es decir 
puede provocar el error. Se debe determinar los bienes que sean de propiedad del autor 
o del cómplice al acto punible. 
Continuando con los delitos determinados en el Capítulo (V.1), Art. 367 tenemos: (Código 
Penal Ecuatoriano, 2012). 
Art. 367. (4)...- Uso indebido de derivados de hidrocarburos.- Serán 
sancionados con prisión de un año y el comiso especial de los bienes 
utilizados en la ejecución del delito, los que en beneficio propio o de 
terceros, utilizaren derivados de hidrocarburos, incluido el gas licuado de 
petróleo y biocombustibles, en actividades distintas a las permitidas 
expresamente en la ley. 
Del presente artículo 367 numeral 4, se identifica lo siguiente: 
1.- Objetivo de Tipificación del Delito.- Es sancionar y prevenir la utilización de 
hidrocarburos en actividades distintas a la señalas por la Ley.  
2.- Sujeto Activo.- Cualquier persona natural. 
3.- Sujeto Pasivo.- El Estado Ecuatoriano. 
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4.- Bien Jurídico Penalmente tutelado.- Se entiende en relación a la ubicación otorgada por el 
legislador es la Fe Pública. 
5.- Verbo Rector.- Utilizar  
6.- Pena.- con prisión de un año y el comiso especial de los bienes utilizados en la ejecución del 
delito. 
 Análisis.- Es evidente determinar el sentido a la tipificación del delito señalado, en 
virtud de proteger los intereses del Estado, se entiende  que como política pública está el 
subsidio de combustibles. La pena principal señalada es proporcional a la afectación 
producida por el que cometiera dicho delito, pero en relación a la pena accesoria del 
comiso especial es ambigua, es decir puede provocar el error. Se insiste en la 
determinación correcta de los bienes que han de ser decomisados.  
Finalmente el último de los delitos determinados en el Capítulo (V.1), Art. 367 del Código 
Penal: (Código Penal Ecuatoriano, 2012). 
Art. 367.  (5)...- Sustracción de hidrocarburos, sus derivados, 
biocombustibles o mezclas que los contengan.- Será sancionado con una 
pena de reclusión mayor ordinaria de seis a nueve años y multa de dos a tres 
mil remuneraciones básicas unificadas para los trabajadores en general y el 
comiso de los bienes utilizados en la ejecución del delito, el que por medios 
fraudulentos o  clandestinos se apoderaren de hidrocarburos, sus derivados, 
incluido el gas licuado de petróleo y biocombustibles, cuando sean 
transportados a través de un oleoducto, gasoducto, poliducto o a través de 
cualquier otro medio, o cuando se encuentren almacenados en fuentes 
inmediatas de abastecimiento o plantas de bombeo. 
Del presente artículo 367 numeral 5 del Código Penal, podemos identificar lo siguiente: 
1.- Objetivo de Tipificación del Delito.- Es sancionar y prevenir el apoderarse de 
hidrocarburos, cuando sean transportados a través de un oleoducto, gasoducto, poliducto o 
cualquier otro medio, o cuando se encuentren almacenados en fuentes inmediatas de 
abastecimiento o plantas de bombeo.  
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2.- Sujeto Activo.- Cualquier persona natural. 
3 - Sujeto Pasivo.- El Estado Ecuatoriano. 
4.- Bien Jurídico Penalmente tutelado.- Se entiende en relación a la ubicación otorgada por el 
legislador es la Fe Pública. 
5.- Verbo Rector.- Apoderarse ilícitamente  
6.- Pena.- una pena de reclusión mayor ordinaria de seis a nueve años y multa de dos a tres mil 
remuneraciones básicas unificadas para los trabajadores en general y el comiso de los bienes 
utilizados en la ejecución del delito. 
 Análisis.- Es claro el objetivo de la tipificación del delito, en virtud de que se afecta la 
propiedad de terceros o el Estado. La pena principal es proporcional a la afectación 
producida por dicho delito, pero en relación a la pena accesoria del comiso especial es 
ambigua, es decir puede provocar el error. Insistimos en la determinación diáfana de los 
bienes que han de ser decomisados. 
De los cinco tipos de delitos que conforman el capítulo (V.1), relacionado a los Delitos de 
Comercialización Ilícita de Combustibles, derivados de hidrocarburos, incluido el gas licuado y 
biocombustibles, una vez realizado un breve análisis,  se exponen los siguientes puntos: 
1.- Si bien es cierto los cinco tipos de delitos tienen un objetivo específico y evidente en la 
inclusión en el Código Penal ecuatoriano, objetivo esencial que se manifiesta como el correcto 
manejo y utilización de los recursos no renovables del país. En relación de que el costo de estos 
hidrocarburos es subsidiado por el Estado y forma parte de una política pública, que tiene su 
razón de ser en beneficio de la clase desprotegida. 
2.- Se considera que la pena principal en esta clase de delitos –privación de la libertad- guarda 
una correcta dinámica y proporcionalidad con el hecho ejecutado, además que la multa al ser 
una pena de carácter accesoria también coadyuva a la prevención de delitos y por ende es acorde 
a la realidad. 
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3.- En lo concerniente a la pena accesoria del comiso especial existe un problema de carácter 
legislativo, en relación a que no se especifica el origen de los bienes que deberán ser 
decomisados en relación que en los cinco tipos de delitos como es el Tráfico Ilegal de 
Hidrocarburos; el Almacenamiento, transportación y comercialización sin autorización; la 
Adulteración de derivados de hidrocarburos; el Uso indebido y la Sustracción de Hidrocarburos,  
la ley textualmente expresa, “los bienes utilizados para la ejecución  del delito”, sin 
especificar de quien sea el dominio de dichos bienes y por ende produce una afectación directa a 
una persona no involucrada en los ilícitos. 
Se puede definir que la inclusión de estos tipos de delitos en el Código Penal, es adecuada y 
muy correcta, mas no en el tema del comiso especial en virtud de que es muy ambigua, y lleva a 
confusiones dentro del mismo Código Penal, referente a lo expresado por el Art. 65, ya indicado 
anteriormente. 
Además el problema se agrava cuando en el Art. 367 numeral 7 del Código Penal  se expone lo 
siguiente: (Código Penal Ecuatoriano, 2012). 
Art. 367. (7)...- Destinación de los bienes objeto de comiso especial.- Una 
vez que el fiscal haya determinado la procedencia ilícita de los 
hidrocarburos, sus derivados, gas licuado de petróleo o biocombustibles, 
solicitará al juez la entrega de estos a PETROCOMERCIAL a efectos de que 
ésta le de el uso conveniente a los intereses del Estado. El juez con la 
solicitud del fiscal dispondrá la entrega inmediata a PETROCOMERCIAL de 
los bienes utilizados en la comisión de la infracción. 
Es decir determina otro procedimiento al comiso especial, en relación que el comiso especial de 
los bienes objeto, instrumento y producto de las infracciones proceden cuando sean del autor o 
cómplice mediante sentencia condenatoria que declare la culpabilidad de los mismos, sentencia  
que obligatoriamente tiene que estar ejecutoriada.   
Teniendo como “ligera lógica” que quien es el encargo de realizar justicia es el Juez, es decir es 
facultado para determinar a cada quien lo que le corresponde. En el artículo indicado no debería 
proceder el decomiso de los bienes en una etapa inferior a la de Juicio y mucho menos sin antes 
existir sentencia (Condenatoria Ejecutoriada), basada en el principio fundamental de la Cosa 
Juzgada. Ya que se considera que la pena del comiso especial siempre es accesoria y procede 
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únicamente cuando exista una condena. En mención del artículo señalado es definitivamente 
contrario a las ritualidades de un proceso penal. 
 Esta discordancia normativa, expresada en el capítulo de los delitos de comercialización ilícita 
de combustibles, derivados de hidrocarburos, incluido el gas licuado y biocombustibles, en 
relación al Comiso Especial,  produce una afectación directa al debido proceso y a los derechos 
fundamentales, que garantiza la Constitución de la Republica. 
El Art. 66 numeral 26 y el Art. 321 de (Constitución de la República del Ecuador, 2008) indica: 
Art. 66.- Se reconoce y garantizará a las personas: 
26. El derecho a la propiedad en todas sus formas, con función y 
responsabilidad social y ambiental. El derecho al acceso a la propiedad se 
hará efectivo con la adopción de políticas públicas, entre otras medidas. 
Art. 321.- El Estado reconoce y garantiza el derecho a la propiedad en sus 
formas pública, privada, comunitaria, estatal, asociativa, cooperativa, mixta, 
y que deberá cumplir su función social y ambiental. 
Es decir el Estado reconoce y garantiza el derecho a la propiedad privada, propiedad que no 
debería ser vulnerada en el caso particular del comiso especial sin que exista una sentencia que 
declare la culpabilidad de una determinada persona.    
Así, el Art. 76 de la (Constitución de la República del Ecuador, 2008), expresa: 
“En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de 
cualquier orden, se asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las 
siguientes garantías básicas: 
2.-Se presumirá la inocencia de toda personas, y será tratada como tal, 
mientras no se declare su responsabilidad mediante resolución firme o 
sentencia ejecutoriada. 
Siendo esta la primera garantía que viola la tipificación de estos delitos en el Código Penal, en 
relación que al decomisar todos los bienes que fueron utilizados en la ejecución del delito, sin 
especificar el origen o pertenencia de los mismos, se entendería que el dueño de los bienes es 
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partícipe del ilícito, por ende se atribuye un interés en el delito, cuestión que se debería probar, y 
no solo ser un acto discrecional. Esa comprobación debe estar dentro en un proceso imparcial y 
efectivo para que de esta forma proceda el comiso del bien.  
Continuando con las garantías de debido proceso, el Art. 76 numeral 5, (Constitución de la 
República del Ecuador, 2008), expresa: 
5.- En caso de conflicto entre dos leyes de la misma materia que contemplen 
sanciones diferentes para un mismo hecho, se aplicará la menos rigurosa, 
aun cuando su promulgación sea posterior a la infracción. En caso de duda 
sobre una norma que contenga sanciones, se aplicará en el sentido más 
favorable a la persona infractora. 
 La discordancia normativa que tiene la tipificación de los delitos de comercialización ilícita de 
hidrocarburos, con la especificación del comiso especial, al crear un problema, la ley penal 
determina que deberán aplicarse lo más favorable a la persona infractora, es decir aplicar el 
principio universal del indubio pro-reo, que además de tener espacio constitucional se encuentra 
plasmado en el Art. 4 del código Penal que expone: (Código Penal Ecuatoriano, 2012):  
 “El juez debe atenerse, estrictamente a la letra de la ley. En los casos de duda se la interpretará en el 
sentido más favorable al reo.” 
Esto también es contravenido al momento de ordenar el comiso especial de todos los bienes e 
instrumentos del delito, sin existir participación criminal declarada mediante sentencia 
debidamente motivada,  de un Tribunal Penal competente que tenga la certeza, de la 
culpabilidad de un determinado procesado, si  el Capítulo II del Código Penal referente a las 
infracciones, en el Art. 65 se determina que procederá el decomiso cuando los bienes con los 
que se perpetró el delito sean de propiedad del autor o del cómplice de la Infracción.   
Además el Art. 76 de la (Constitución de la República del Ecuador, 2008),  también expresa lo 
siguiente: 
7.- El derecho de las personas a la defensa incluirá las siguientes garantías: 
a) Nadie podrá ser privado del derecho a la defensa en ninguna etapa o 
grado del procedimiento. 
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c) ser escuchado en el momento oportuno  y en igualdad de condiciones. 
h) presentar de forma verbal o escrita las razones o argumentos de los que se 
crea asistido y replicar los argumentos de las otras partes; presentar prueba 
y contradecir las que se presenten en su contra. 
m) recurrir el fallo o resolución en todos los procedimientos en los que se 
decida sobre sus derechos. 
Comisar todos los bienes utilizados en la ejecución del delito, sin que exista una imputación 
para el dueño de los mismos también viola estas garantías fundamentales del derecho a la 
defensa, a la contradicción, a recurrir el fallo; en virtud de que esta tercera persona dueña del 
bien, posee estas garantías que el Estado está en la obligación de respetar.  
 Por otra parte el artículo 82 (Constitución de la República del Ecuador, 2008) expresa: 
“El derecho a la seguridad jurídica se fundamenta en el respeto a la Constitución y en la existencia de 
normas jurídicas previas, claras, públicas y aplicadas por las autoridades competentes. 
En este sentido al dejarse de lado los derechos y principios señalados en la Constitución en 
relación al debido proceso, afecta al derecho a la seguridad jurídica, en relación a que crea una 
desconfianza del colectivo en relación al irrespeto de los derechos plasmados en la Carta Magna 
que deberán ser de inmediata aplicación. 
Complementando lo enunciado, en el Titulo II de la Constitución de la Republica, se determina 
los derechos que deberán ser reconocidos, junto con sus principios fundamentales, así el Art. 11 
expresa:  
El ejercicio de los derechos se regirá por los siguientes principios: 
4. Ninguna norma jurídica podrá restringir el contenido de los derechos ni 
de las garantías constitucionales. 
9.- El más alto deber del Estado consiste en respetar y hacer respetar los 
derechos garantizados en la Constitución. 
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Esto quiere decir que ninguna discordancia normativa puede afectar o restringir los derechos y 
garantías que se encuentren determinadas en la Constitución, en el caso que exista un error en la 
tipificación de los Delitos de Comercialización Ilícita de Combustibles, y derivados de 
Hidrocarburos, no significa que puedan trasgredir derechos existentes de una tercera persona, 
del porque en el Capítulo de la propuesta, haremos una reforma en cuanto a esta clase de delitos 
relacionados a la pena accesoria del comiso especial.   
El permitir el comiso especial de todos los bienes utilizados en la ejecución del delito, sin existir 
un procedimiento claro que determine el grado de participación criminal del hecho imputado al 
dueño del bien, afecta a los derechos de aquella persona que no únicamente se relaciona con el 
Derecho a la Propiedad Privada, sino también con las garantías del debido proceso, que al ser 
derechos esenciales como hemos visto en el art. 11 de la CRE, expresa que ninguna norma 
jurídica podrá restringir derechos y garantías, siendo el deber primordial del estado hacer 
respetar los mismos. 
2.1.1.3.1 Legislación Comparada 
El Comiso como una pena accesoria en otras Legislaciones Latinoamericanas (Derecho 
Comparado) también tiene su espacio, del porque es fundamental analizar la manera de 
aplicación de esta pena accesoria, con el fin de enfocar el desarrollo armónico de esta sanción; 
así analizaremos esta pena accesoria en relación a la Republica de Colombia. 
  COLOMBIA 
En la legislación Colombiana, la pena del comiso ha formado parte de las distintas 
codificaciones penales, tomando como referencia la última de ellas constante en la Ley 906 del 
2004 que reforma el Código de Procedimiento Penal Colombiano; además esta figura también 
está prevista en la Ley 599 del 2000, en el artículo 100 del Código Penal, que se trascribe a 
continuación: 
Ley 599 del 2000, artículo 100 del (Código Penal de Colombia, 2000):  
 
“Art.- 100: Comiso. Los instrumentos y efectos con los que se haya cometido 
la conducta punible o que provengan de su ejecución, y que no tengan libre 
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comercio, pasarán a poder de la Fiscalía General de la Nación o a la 
entidad que ésta designe, a menos que la ley disponga su destrucción.  
Igual medida se aplicará en los delitos dolosos, cuando los bienes, que 
tengan libre comercio y pertenezcan al responsable penalmente, sean 
utilizados para la realización de la conducta punible, o provengan de su 
ejecución.  
En las conductas culposas, los vehículos automotores, naves o aeronaves, 
cualquier unidad montada sobre ruedas y los demás objetos que tengan libre 
comercio, se someterán a los experticios técnicos y se entregarán 
provisionalmente al propietario, legítimo tenedor salvo que se haya 
solicitado y decretado su embargo y secuestro. En tal caso, no procederá la 
entrega, hasta tanto no se tome decisión definitiva respecto de ellos.  
La entrega será definitiva cuando se garantice el pago de los perjuicios, se 
hayan embargado bienes del sindicado en cuantía suficiente para atender al 
pago de aquellos, o hayan transcurrido diez y ocho (18) meses desde la 
realización de la conducta, sin que se haya producido la afectación del 
bien”. 
 
Es decir la parte sustantiva de (Código Penal de Colombia, 2000)  –Ley No 599, del 2000- 
señala claramente el punto de partida y fin que tendrá el comiso de bienes producto de una 
actividad delictiva tanto dolosa, así como culposa.  
 
En la mencionada legislación penal, el comiso constituye una pena por la cual los instrumentos 
y efectos (producto) con los que se haya cometido un delito o que provengan de su ejecución y 
que no tengan libre comercio, pasan a poder de la Fiscalía General de la Nación o a la entidad 
que ésta designe, (se determina el destino que estos deberán tener). 
 
Siguiendo con el desarrollo del comiso en la Legislación Colombiana se debe revisar  su parte 
procesal –adjetiva- en la cual la Ley No 906 del 2004, en su Título II, Acción Penal, Capitulo II, 
expresa absolutamente sobre el desarrollo del Comiso, y el artículo 82 expresa: (Código Penal 
de Colombia, 2000): 
 
49 
“ARTÍCULO 82. PROCEDENCIA. El comiso procederá sobre los bienes y 
recursos  del penalmente responsable que provengan o sean producto directo 
o indirecto  del delito, o sobre aquellos utilizados o destinados a ser 
utilizados en los delitos  dolosos como medio o instrumentos para la 
ejecución del mismo, sin perjuicio de  los derechos que tengan sobre ellos los 
sujetos pasivos o los terceros de buena fe. 
Cuando los bienes o recursos producto directo o indirecto del delito sean 
mezclados o encubiertos con bienes de lícita procedencia, el comiso 
procederá hasta el  valor estimado del producto ilícito, salvo que con tal 
conducta se configure otro  delito, pues en este último evento procederá 
sobre la totalidad de los bienes comprometidos en ella. 
Sin perjuicio también de los derechos de las víctimas y terceros de buena fe, 
el comiso procederá sobre los bienes del penalmente responsable cuyo valor 
corresponda o sea equivalente al de bienes producto directo o indirecto del 
delito, cuando de estos no sea posible su localización, identificación o 
afectación material, o no  resulte procedente el comiso en los términos 
previstos en los incisos precedentes. 
Decretado el comiso, los bienes pasarán en forma definitiva a la Fiscalía 
General de  la Nación a través del Fondo Especial para la Administración de 
Bienes, a menos  que la ley disponga su destrucción o destinación diferente. 
PARÁGRAFO. Para los efectos del comiso se entenderán por bienes todos 
los que sean susceptibles de valoración económica o sobre los cuales pueda 
recaer derecho de dominio, corporales o incorporales, muebles o inmuebles, 
tangibles o intangibles, así como los documentos o instrumentos que pongan 
de manifiesto el derecho sobre los mismos”. Pág. 38 
 
El derecho procesal penal colombiano desarrolla ampliamente el tema del comiso de los bienes 
en referencia a la ejecución de los delitos, es así que existen grandes diferencias con la 
legislación ecuatoriana en relación, a que en nuestra legislación en la parte procesal –adjetiva- 
no se encuentra desarrollada la figura del comiso especial, mucho menos el alcance de los 
bienes, además de no estar inmerso “expresamente” en los delitos culposos. 
De igual forma dentro del desarrollo del comiso el Art. 83 de la Ley No 906 del 2004, se indica: 
(Ley 906 de Colombia, 2004). 
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“ARTICULO 83. MEDIDAS CAUTELARES SOBRE BIENES 
SUSCEPTIBLES DE COMISO. Se tendrán como medidas materiales con el 
fin de garantizar el comiso la incautación y ocupación, y como medida 
jurídica la suspensión del poder dispositivo. 
Las anteriores medidas procederán cuando se tengan motivos fundados para 
inferir que los bienes o recursos son producto directo o indirecto de un delito 
doloso, que su valor equivale a dicho producto, que han sido utilizados o 
estén destinados a ser utilizados como medio o instrumento de un delito 
doloso, o que constituyen el objeto material del mismo, salvo que deban ser 
devueltos al sujeto pasivo, a las víctimas o a terceros.” 
Es decir se señalan medidas cautelares sobre los bienes, que podrán ser susceptibles de comiso, 
especificando medidas materiales –incautación y ocupación- y medidas jurídicas –suspensión de 
poder dispositivo-, con respecto a este tópico en el Ecuador no existen medidas cautelares sobre 
los bienes susceptibles de comiso, y en su defecto lo que en la legislación colombiana es una 
medida cautelar material la incautación, en nuestro país no es entendida como medida cautelar –
aunque tenga una ligero efecto similar- puesto que se considera la aprensión del bien producto 
del delito hasta que no se tenga una sentencia ejecutoriada, que determine algún aspecto 
distinto, denotando claramente la superioridad del desarrollo procesal penal colombiano frente 
al nuestro. 
Seguidamente el ARTÍCULO 84. de la mencionada Ley colombiana indica el trámite en la 
incautación u ocupación de bienes con fines de comiso; puesto que,  (Ley 906 de Colombia, 
2004). 
“Dentro de las treinta y seis (36) horas siguientes a la incautación u 
ocupación de bienes o recursos con fines de comiso, efectuadas por orden 
del Fiscal General de la Nación o su delegado, o por acción de la Policía 
Judicial en los eventos señalados en este código, el fiscal comparecerá ante 
el juez de control de garantías para que realice la audiencia de revisión de la 
legalidad sobre lo actuado”.  
Es decir además de solicitar la medidas cautelares de los bienes susceptibles de comiso, la 
acusación oficial –Fiscalía- debe en virtud del estado jurídico de ser considerado inocente, 
legitimar del porqué de las medidas dentro del comiso, caso que no es aplicable en nuestra 
legislación, en virtud de no estar señalado en la ley, con lo que a criterio personal debería 
realizárselo para no violar las garantías de los procesados en un juicio.  
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Los bienes comisados en la Legislación Colombiana serán administrados por la Fiscalía General 
de la Nación, a través del Fondo Especial de Bienes, además de la inscripción en un Registro 
Nacional de Bienes, medida que deberá realizarse a los 3 días de efectuado el comiso; caso 
particular que en nuestro país es distinto; porque primero si bien los bienes productos de delitos 
como Falsificación de Documentos, promotores de Rifas no Autorizadas, entre otros, tiene 
como destino de Administración la Fiscalía, existen delitos como el Narcotráfico, que el comiso 
de estos bienes se entregan al INMOBILIAR; en el caso de nuestra Investigación los Delitos de 
Comercialización Ilícita de Combustibles derivados de Hidrocarburos, incluido el Gas Licuado 
de Petróleo y Biocombustibles, los bienes comisados son administrados por la Contraloría 
General del Estado y el objeto del mismo está a cargo de PETROCOMERCIAL. 
Finalmente el Artículo 88. de la indicada ley colombiana menciona que: (Ley 906 de Colombia, 
2004): 
“Devolución de Bienes.- Además de lo previsto en otras disposiciones de este 
código, antes de formularse la acusación y por orden del fiscal, y en un 
término que no puede exceder de seis meses, serán devueltos los bienes y 
recursos incautados u ocupados a quien tenga derecho a recibirlos cuando 
no sean necesarios para la indagación o investigación, o se determine que no 
se encuentran en una circunstancia en la cual procede su comiso; sin 
embargo, en caso de requerirse para promover acción de extinción de 
dominio dispondrá lo pertinente para dicho fin”. 
La ley colombiana fija un determinado plazo para que opere la devolución de los bienes siempre 
y cuando lo crea pertinente la Fiscalía –órgano encargado de realizar la acusación-, en virtud de 
los principios universales del Derecho Penal, en la razón de los principios universales de 
mínima intervención y lealtad procesal.  
 
Cuestión que es muy alejada de la realidad ecuatoriana en virtud de que el Código Procesal 
Penal no determina la devolución de los bienes que se encuentren incautados de ser el caso antes 
de la formulación de cargos, de ahí que esta medida únicamente queda a motivación lógica del 
Fiscal dueño de la acción penal, por medio del cual en relación a la lealtad procesal, podría 
enviar orden de devolver dicho bien a la persona dueña del mismo que no tenga vinculación con 
el delito a perseguirse. 
 
La Ley Colombiana es clara en especificar que ordenada la devolución de bienes o recursos, se 
comunicará a quien tenga derecho a recibirlos para que los reclame dentro de los quince (15) 
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días siguientes a la decisión que así lo  determine. Quien transcurrido el término señalado si no 
existiese persona que los reclame dichos bienes pasarán a disposición del Fondo Especial para la 
Administración de Bienes de la Fiscalía General de la Nación. Cuestión esta que tampoco es 
señalada por la Legislación ecuatoriana. 
 
Finalmente la Ley No 906 del 2004 en el artículo 90, se refiere a la omisión de pronunciamiento 
sobre los bienes. Indicando que si en la sentencia o decisión  se omite el pronunciamiento 
definitivo sobre los bienes afectados con fines de comiso, tanto la defensa, como el fiscal o el 
Ministerio Público podrán solicitar en la misma audiencia la adición de la decisión con el fin de 
obtener el respectivo pronunciamiento. Es decir facultad de poder completar sobre el 
pronunciamiento en que versa el procedimiento; facultad que no es viable en nuestro medio en 
relación que únicamente se podría plantear como recursos mas no en la audiencia, la Aclaración 
y Aplicación de acuerdo a la Norma Supletoria del Código de Procedimiento Civil o en su 
defecto un recurso de Nulidad y Apelación en relación que   dentro de la nulidad está el no 
completar con los requisitos del artículo 309 del Código de Procedimiento Penal, que consigna 
los requisitos de deberá contener toda Sentencia Penal. 
 
Es claro evidenciar que la Legislación Colombiana en relación al comiso de los bienes que son 
objeto, instrumento y producto del delito es más avanzada que la nuestra; tanto es así que el 
comiso es una figura que se encuentra avalada por el código del Procedimiento Penal 
Colombiano, que como hablamos en líneas anteriores es la parte Adjetiva –procesal- del 
derecho penal, la que da vida al Derecho Penal, del porque una reforma al Comiso Especial 
señalado en nuestro código Penal sería de vital importancia, además de que esta institución 
jurídica tenga su propio capitulo dentro del Código Procesal Penal Ecuatoriano, así los 
lineamientos y alcances de tan importante figura estaría trazados claramente. 
 
En conclusión la legislación colombiana es determinante, para aplicar la pena del comiso 
especial, de ahi que se debe primero declarar la responsabilidad penal del titular de los bienes, 
pena que tiene el carácter de individual, se aplica a los bienes del delincuente, con los que se 
cometió el delito y son producto de la actividad delictiva. 
  
CHILE  
 
Siguiendo con el análisis de otra legislación en referencia al comiso especial se enuncia a la 
Ley Chilena, en virtud de que en el Código Penal Chileno, actualizado con la Ley 19.617 se 
encuentra previsto el comiso como una pena accesoria, así lo establece el artículo 21: (Código 
Penal de Chile, 2010). 
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“Las penas que pueden imponerse con arreglo a este Código y sus diferentes 
Clases, son las que  comprende la siguiente: 
Penas comunes a las tres clases anteriores. 
Multa. 
Pérdida o comiso de los instrumentos o efectos del delito.” 
 
Por su parte el artículo 31, del mencionado cuerpo legal, indica: (Código Penal de Chile, 2010) 
 
“Toda pena que se imponga por un crimen o un simple delito, lleva consigo 
la pérdida de los efectos que de él provengan y de los instrumentos con que 
se ejecutó, a menos que pertenezcan a un tercero no responsable del crimen 
o simple delito.” 
 
La Ley Procesal Penal Chilena Número 20592, cuya última modificación se realizó el de dos de 
junio del 2012, expone en su artículo 217 lo siguiente: (Código Penal de Chile, 2010). 
 
Incautación de objetos y documentos. Los objetos y documentos relacionados 
con el hecho investigado, los que pudieren ser objeto de la pena de comiso y 
aquellos que pudieren servir como medios de prueba, serán incautados, 
previa orden judicial librada a petición del fiscal, cuando la persona en cuyo 
poder se encontraren no los entregare voluntariamente, o si el requerimiento 
de entrega voluntaria pudiere poner en peligro el éxito de la investigación. 
     Si los objetos y documentos se encontraren en poder de una persona 
distinta del imputado, en lugar de ordenar la incautación, o bien con 
anterioridad a ello, el juez podrá apercibirla para que los entregue. Regirán, 
en tal caso, los medios de coerción previstos para los testigos. Con todo, 
dicho apercibimiento no podrá ordenarse respecto de las personas a quienes 
la ley reconoce la facultad de no prestar declaración. 
Cuando existieren antecedentes que permitieren presumir suficientemente 
que los objetos y documentos se encuentran en un lugar de aquellos a que 
alude el artículo 205 se procederá de conformidad a lo allí prescrito. 
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La Legislación Chilena se expresa sobre la incautación como el hecho de confiscar los 
elementos posiblemente puestos en el proceso de comiso y que los mismo pudieran servir como 
medio de prueba en el procedimiento, solicitud esta, que será pedida por el Fiscal, cuando la 
persona en cuya posesión no los entregare voluntariamente; ésta normativa es similar a la 
nuestra en relación a que el Código Procesal Penal, señala sobre el proceso de Incautación en el 
Art. 93, en relación que es una facultad del Fiscal solicitarlos al Juez competente, cuando se 
crea que en cierto lugar existen objetos que tengan relación con el delito o sus posibles autores.   
 
Siguiendo con el proceso del comiso en el artículo 220, la Legislación Procesal Chilena, se 
refiere a los Objetos y documentos no sometidos a incautación, entre los cuales expresa que no 
serán incautados: (Código Penal de Chile, 2010). 
 
a) De las comunicaciones entre el imputado y las personas que pudieren 
abstenerse de declarar como testigos por razón de parentesco o en virtud de 
lo prescrito en el artículo 303; 
b) De las notas que hubieren tomado las personas mencionadas en la letra a) 
precedente, sobre comunicaciones confiadas por el imputado, o sobre 
cualquier circunstancia a la que se extendiere la facultad de abstenerse de 
prestar declaración, y c) De otros objetos o documentos, incluso los 
resultados de exámenes o diagnósticos relativos a la salud del imputado, a 
los cuales se extendiere naturalmente la facultad de abstenerse de prestar 
declaración. 
La Ley Chilena determina qué bienes no podrán ser sometidos al proceso de incautación y 
además expresa que si el Juez  estimare que los objetos y documentos incautados se encuentran 
entre aquellos mencionados en el artículo precedente, ordenará su inmediata devolución a la 
persona respectiva. Caso contrario, hará entrega de los mismos al fiscal. Afirmando además que 
si en cualquier momento del procedimiento se constatare que los objetos y documentos 
incautados se encuentran entre aquellos comprendidos en el artículo señalado, ellos no podrán 
ser valorados como medios de prueba en la etapa procesal correspondiente; proceso distinto al 
ecuatoriano  en relación que nuestra ley procesal no expresa los bienes que no podrán ser 
incautados. 
 
Además que la Ley Procesal Chilena expresa que: (Código Penal de Chile, 2010) 
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Artículo 221.- Inventario y custodia. De toda diligencia de incautación se 
levantará inventario, conforme a las reglas generales. El encargado de la 
diligencia otorgará al imputado o a la persona que los hubiere tenido en su 
poder un recibo detallado de los objetos y documentos incautados.  
Los objetos y documentos incautados serán inventariados y sellados y se 
pondrán bajo custodia del ministerio público en los términos del artículo 
188.  
Procedimiento similar al nuestro en relación a que el artículo 212 del Código Procesal Penal 
indica que una vez realizada la incautación de las armas u otros instrumentos con que se hubiese 
cometido el delito y los objetos y valores que provengan de su ejecución serán ocupados por la 
policía y puestos a disposición del Fiscal, mediante inventario. La policía extenderá el 
correspondiente recibo de las armas, instrumentos, bienes o valores materia de la incautación; es 
decir lo que se busca con este procedimiento es el diáfano desarrollo de la incautación y la 
garantía expresada por los órganos del estado, referente al imputado sobre la custodia de dichos 
bienes que posiblemente serán sometidos al comiso especial. 
Finalmente la Legislación Chilena expresa en su artículo 349, que mediante sentencia 
condenatoria dispondrá también el comiso de los instrumentos o efectos del delito o su 
restitución cuando fuera procedente; acto similar al nuestro, en relación a que el  Código 
Procesal Penal señala que en sentencia que declare la culpabilidad se deberá decidir sobre las 
costas, la entrega de objetos incautados, el decomiso y la destrucción de objetos, según lo 
previsto en la ley, (artículo 312).  
Como conclusión se deduce que en la legislación penal chilena, el comiso forma parte de una 
pena pecuniaria, además que procede la misma de las mercancías como pena accesoria y al igual 
que la doctrina señalada en líneas anteriores procede el comiso de los bienes (objeto de la 
infracción e instrumentos del mismo) exclusivamente si son de quienes ejecutaron el delito –
autores y participes- determinando que no se realizará el comiso de los bienes si estos 
pertenecen a un tercero que no tenga vinculación con la conducta delictiva del delito. Esta 
legislación chilena también posee avances en cuanto a la aplicabilidad del comiso en materia 
penal, deduciendo que nuestro Derecho Penal necesita actualizarse a tono con la legislación 
penal Internacional. 
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 URUGUAY 
La legislación penal uruguaya establece que mediante la Ley No. 18.494 del 5 de junio del 
2009, que versa sobre el CONTROL Y PREVENCIÓN DE LAVADOS DE ACTIVOS Y 
DEL FINANCIAMIENTO DEL TERRORISMO se conceptualiza al decomiso como 
consecuencia accesoria de la actividad ilícita. (Código Penal Uruguayo, 2009). 
El artículo 63 expresa:  
63.1. (Concepto). El decomiso es la privación con carácter definitivo de 
algún bien, producto o instrumento, por decisión del tribunal penal 
competente a solicitud del Ministerio Público, como consecuencia jurídica 
accesoria de la actividad ilícita. La providencia ejecutoriada que lo 
disponga constituirá título de traslación del dominio y se inscribirá en los 
Registros Públicos correspondientes. 
Determinándose que si bien en el Código Penal Uruguayo no consta el Comiso de bienes, no es 
menos cierto que existe una ley diáfana que regula este proceso; además de estratificar que el 
comiso  será factible del objeto, producto o instrumento de los actos ilícitos practicados por el 
agente delictivo.  
Siguiendo con la explicación que  señala la  legislación uruguaya, es claro determinar que el 
comiso procede mediante el cometimiento de algún delito que la ley penal señala o en su 
defecto se crea un abanico de bienes que podrán ser decomisados son: 
1.- los estupefacientes y sustancias psicotrópicas prohibidas que fueran incautadas en el 
proceso; 
2.- los bienes o instrumentos utilizados para cometer el delito o la actividad preparatoria 
punible;  
3.- los bienes y productos que procedan del delito; 
4.- los bienes y productos que procedan de la aplicación de los provenientes del delito, 
comprendiendo: los bienes y productos en los que se hayan transformado o convertido los 
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provenientes del delito y los bienes y productos con los que se hayan mezclado los provenientes 
del delito hasta llegar al valor estimado de éstos; 
5.- los ingresos u otros beneficios derivados de los bienes y productos provenientes del delito. 
Es decir en la legislación Uruguaya se especifica en qué bienes procederá el Decomiso 
(comiso), un ejemplo más avanzado; en relación a que en nuestra legislación el comiso se 
encuentra determinado en la Ley Penal Sustantiva, sin prejuicio de que esta figura abarque otros 
ámbitos como en la Ley de Estupefacientes. 
Siguiendo con la Ley Uruguaya el artículo 63.3 estipula el Decomiso por equivalente. 
Exponiendo que cuando tales bienes, productos e instrumentos no pudieran ser decomisados, el 
tribunal penal competente dispondrá el decomiso de cualquier otro bien del condenado por un 
valor equivalente o, de no ser ello posible, dispondrá que aquél pague una multa de idéntico 
valor. Así también la ley especifica que en los casos en que se produjere el hallazgo de bienes o 
productos provenientes de delitos tipificados en la ley penal o delitos conexos, si en el plazo de 
seis meses no compareciere ningún interesado, operará el decomiso de pleno derecho. 
Figura completamente nueva en relación a las anteriores legislaciones abordadas e incluso la 
nuestra puesto que en esencia el Comiso al ser una pena de carácter accesorio y pecuniaria, 
ataca al objeto, instrumento y producto de la conducta humana que lesiona bienes jurídicos –
delito-, más no, faculta el poder comisar otros bienes distintos, del procesado, en virtud de 
realizar una equivalencia justa, así como también en nuestra legislación no opera la devolución 
de bienes hallados provenientes de la tipificación de delitos, en virtud de lo señalado en líneas 
anteriores. 
Finalmente la Ley Uruguaya expresa en el artículo 63.5: (Código Penal Uruguayo, 2009). 
(Ámbito subjetivo). El decomiso puede alcanzar los bienes enumerados en los incisos anteriores 
de los que el condenado por alguno de los delitos previstos en la presente ley o delitos conexos 
sea el beneficiario final y respecto de cuya ilegítima procedencia no haya aportado una 
justificación capaz de contradecir los indicios recogidos en la acusación, siempre que el valor de 
los mencionados bienes sea desproporcionado respecto de la actividad lícita que desarrolle y 
haya declarado. Podrán ser objeto de decomiso el dinero, los bienes y los demás efectos 
adquiridos en un momento anterior a aquél en que se ha desarrollado la actividad delictiva del 
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reo, siempre que el tribunal penal competente disponga de elementos de hecho aptos para 
justificar una conexión razonable con la misma actividad delictiva. 
Es decir el objetivo esencial de la Legislación uruguaya y de la doctrina señalada sobre el 
comiso, es que al ser una pena accesoria y pecuniaria,  se ejerza coerción y busque desalentar el 
cometimiento de delitos, al atacar el objeto, los instrumentos y producto del mismo, en la 
legislación uruguaya de acuerdo al último artículo 63.5 señala la esencia del mismo, salvo una 
pequeña diferencia que el procesado debe justificar del porqué de sus bienes en relación a la 
actividad lícita que desarrolle, proceso bastante nuevo, y no aplicable en otras legislación en 
relación sobre el principio de inocencia y carga de la prueba.  
Concluyendo se puede manifestar que en las legislaciones de los países citados al igual que en el 
Ecuador, se contempla la figura del comiso como una pena de carácter pecuniaria –patrimonial- 
que afecta a las cosas o bienes que han servido para cometer un delito, -como instrumento para 
su comisión-, o que son el producto de una actividad delictiva. 
El comiso opera como pena accesoria, siendo el Estado quien pasa a tener la custodia y 
posterior utilización de estos bienes o cosas incautadas, debiendo en todo caso el Estado 
apropiarse de estos bienes o cosas, una vez que se ha cumplido con un proceso que asegure las 
garantías de legalidad y del debido proceso. 
Es menester señalar que en las legislaciones de los diversos países el comiso, o decomiso es 
aplicado en delitos de contrabando, tráfico de drogas, enriquecimiento ilícito, contra la 
seguridad del Estado, blanqueo de activos, lavado de activos, falsificación de moneda, etc., 
inclusive  procede respecto de las ganancias que genera la actividad delictiva.  
2.1.1.3.2 Análisis de Sentencias de la Corte Nacional de Justicia, en referencia al 
Comiso Especial 
Es pertinente mencionar que en la actualidad todo proceso penal tiene una última fase de 
conclusión cuando se han agotados los recursos extraordinarios que determina la Ley Penal; 
siendo estos Recursos Extraordinarios Casación y Revisión. El primero es tendiente a resolver 
las violaciones que al Derecho se hayan realizado por el juez ad-quem en la sentencia 
impugnada, es decir su objetivo principal es revisar la aplicación de la ley. En este recurso 
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extraordinario que es prohibido volver a valorar la prueba, y no se constituye en tercera 
instancia. 
Mientras que el Recurso de Revisión, primero procede cuando se haya ejecutoriado la sentencia, 
es decir cuando exista cosa juzgada, y su objetivo es determinar las violaciones a los 
presupuesto fácticos con los que se sentenció a una persona, siendo de vital importancia el uso 
de la prueba nueva que irá encaminada a enervar lo juzgado, para poder cambiar la sentencia 
condenatoria.  
Dentro de la presente investigación se ha creído conveniente analizar dos causas resueltas por el 
máximo organismo de justicia ordinaria, como lo es la Corte Nacional de Justicia. Las causas 
son: 
1. Proceso Penal No. 684-2011 (Ver anexo 1) 
Procesado: Hover Alejandro Vela Linares 
Tercero Perjudicado: Oswaldo Salas Salas 
Delito: Almacenamiento, Transportación y Comercialización derivados de Hidrocarburos 
Recurso: Casación Fiscal 
 Desarrollo 
La Sala Única de la Corte Provincial del Carchi, órgano jurisdiccional pluripersonal con fecha 
04 de Julio del 2011, a las 09h15, confirma la sentencia dictada por el Juez Segundo de 
Garantías Penales del Carchi, que dentro del procedimiento abreviado, le impone a HOVER 
VELA LINARES, la pena de treinta y tres días de prisión correccional, y el pago de quinientas 
remuneraciones básicas unificadas para los trabajadores en general; reformando únicamente en 
cuanto no procede el decomiso del vehículo de placas VSI-337. 
Por lo que se interpone el Recurso Extraordinario de Casación por parte de la Fiscalía. 
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En la audiencia de Casación el delegado del Fiscal General fundamenta su recurso 
determinando que existe una indebida aplicación del art. 65 del Código Penal, pues afirma que 
el indicado artículo jamás se dispones “siempre y cuando los bienes de propiedad del autor o del 
cómplice de la infracción”. Además de una indebida aplicación del artículo 367 CP. 
Por su parte la Defensa del procesado indica que siendo la fiscalía el dueño de la acción penal 
jamás pido el comiso del automotor y por otra parte jamás se le vinculo al propietario del bien 
con el delito cometido. 
 Fallo del Tribunal de Casación 
El Tribunal considera que la Corte Provincial del Carchi se desentiende del contenido del Art. 
367 numeral 2 del Código Penal, que considera es una norma especial, y que aplica el contenido 
del art. 65 del Código Penal, que es un norma de carácter general. 
Afirma que la individualización de la pena debe respetar los lineamientos del principio de 
legalidad, contemplado del Art. 76 numeral 3 de la Constitución de la República del Ecuador, 
más el principio de taxatividad.  
Determina que la pena a imponerse es la establecida en la norma penal creada para el tipo, en el 
Art. 367 numeral 2 del Código Penal. Insiste que de la lectura de la norma del –Art. 367 
numeral 2- se desprende que el comiso especial no requiere que el objeto pertenezca al 
procesado, y basta que se haya sido utilizado para ejecutar el delito, sin necesidad de precisar la 
propiedad. 
Por lo que en base del Art. 358 Código de Procedimiento Penal, casa la sentencia y dispone el 
comiso especial del automotor marca Chevrolet, clase automóvil, de placas VSI-337, debiendo 
ser puesto a órdenes del Petrocomercial de conformidad con lo dispuesto en el Art, 367.1 y 
367.7 del Código Penal.    
 Análisis del Fallo 
Dentro del análisis del fallo se puede determinar las siguientes conclusiones: 
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1.- El Tribunal de Casación está acorde que el bien decomisado es de propiedad de una tercera 
persona que no tuvo vinculación penal por parte de la Fiscalía, y que mucho menos tuvo Autoría 
o participación en el delito cometido.   
2.- El Tribunal de Casación considera que el Art. 65 del Código Penal es una norma de carácter 
general, por ende no debe ser respetada y muchos menos aplicada en un delito en particular, -
Art. 367 numeral 2 Código Penal-, que es de carácter especial, respetándose con esto el 
principio de legalidad. 
Finalmente en la parte resolutiva afirma que se casa la sentencia y se ordena el comiso del bien 
de conformidad con el Art. 371.1 y 367.7 del Código Penal. Es decir casa la sentencia mediante 
disposición de un artículo penal distinto por el que se acusó al señor Hover Vela Linares (pues 
se le acuso de Almacenamiento, transportación y comercialización sin la debida autorización, 
Art. 367.2 del Código Penal), cambiando con esto el tipo penal, e  inmotivando el fallo en 
relación al artículo modificado. Cometiendo solo de esta manera un flagrante error. 
3.- Es claro que el  Estado se enmarca como un Estado Constitucional de Derecho y Justicia, 
siendo entre los objetivos principales el respeto por los Derechos Subjetivos de todos los 
habitantes. 
De ahi que por parte de quien administra justicia –jueces de garantías penales- no solo debe 
existir una uniformidad de criterios, sino además un conocimiento expedito de lo que significar 
formar parte de un Estado constitucional. Mediante el presente fallo se violenta el debido 
proceso que es un universo de pasos y ritualidades que se deben cumplir para garantizar los 
derechos, dentro de un proceso judicial o administrativo. El comiso al ser una pena de carácter 
accesorio en el ámbito penal no es posible que esta se la interponga sin que exista una 
imputación penal, en específico no se puede decomisar un bien de una tercera persona, a la cual 
no se le haya formulado cargos, y esta tenga los medios necesarios para defenderse. Puesto de 
otra manera se violaría el debido proceso. 
El Art. 11 numeral  4 de la Constitución de la Republica, establece que el contenido de una 
norma, resolución, política pública, no puede restringir los derechos de las personas. Es decir 
que un tipo penal se encuentre formando parte del Código Penal, al cumplirlo solo se cumple 
con la legalidad formal,  pero la estricta legalidad es que mediante esa norma se respeten los 
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derechos subjetivos de todas las personas, en el caso propuesto el derecho a la propiedad 
privada y el respeto al debido proceso. 
2. Proceso Penal No. 526-2011 (Ver anexo 2) 
Procesado: Edmundo Danilo Pazmiño Rosero 
Tercero Perjudicado: Xavier Leonardo Imbacuan Velasco. 
Delito: Almacenamiento, Transportación y Comercialización derivados de Hidrocarburos 
Recurso: Casación Fiscal 
 Desarrollo 
El 25 de febrero del 2011, los agentes de policía de Piquiucho, en la Provincia de Carchi, 
efectuaban un operativo cuando a la altura del kilómetro 155, procedieron a ordenar se detuviera 
el automóvil de placas PPW-682, marca Hyundai, tipo sedan, color verde conducido por 
Edmundo Pazmiño Rosero, al revisar el vehículo encontraron 5 cilindros de GLP llenos, que no 
portaban permisos de autoridad para su transportación. Detenido el conductor obtuvo la libertad 
al someterse al procedimiento abreviado y pagar treinta días de prisión correccional como 
condena, impuesta por el Juez Tercero de Garantías Penales del Carchi, quien ordenó la 
devolución del vehículo al dueño del bien.  
La fiscalía interpuso recurso de casación alegando una indebida aplicación del Art. 65 del 
Código Penal, además de una violación al Art. 367 Ibidem (No2).  
 Fallo del Tribunal de Casación 
El tribunal de Casación considera que el Art. 65 del Código Penal indica cuales son los bienes 
que pueden ser confiscados  y entre ellas incluye: “Las que han servido o han sido destinadas a 
cometerla cuando son de propiedad del autor del acto punible, o del cómplice.” Asegurado que 
en el presente caso el vehículo fue vendido por el señor Manuel Fernando Nazate Cuasapaz a 
Leonardo Imbacúan Velasco luego de cometerse la infracción en rabulesca y trasnochada 
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maniobra que inexplicablemente los inferiores dejaron pasar, exteriorizando el desprecio o 
desconocimiento de la sana crítica. (Extracto en forma literal de la Sentencia No. 526-2011) 
Argumentando que tiene razón la fiscalía al reclamar por indebida aplicación de la ley. No 
acogiendo la teoría de la defensa que sostuvo que el propietario del bien argumento que el 
automotor es un vehículo de alquiler y por ende el dueño del mismo desconocía la actividad 
ilícita que realizaba el señor Edmundo Pazmiño Rosero. Argumentando que en una provincia 
donde este tipo de delitos por su condición fronteriza constituye una pandemia, rentó el 
carrozable a un desconocido.  
Afirmando que en la sentencia recurrida se aplicó indebidamente el Art. 65 del Código Penal, se 
casó la sentencia expedida por la Sala Única de la Corte Provincial de Justicia del Carchi y 
dispuso el comiso del automóvil de placas PPW-682, marca Hyundai, tipo sedan, color Verde. 
 Análisis del Fallo 
1.- El Tribunal de Casación está acorde que el bien decomisado es de propiedad de una tercera 
persona que no tuvo vinculación penal por parte de la Fiscalía y que mucho menos tuvo Autoría 
o participación en el delito cometido, además que rentaba su vehículo para realizar fletes y 
carreras locales.   
2.- En la resolución otorgada por el Tribunal de Casación en ninguna manera se explica de qué 
forma se aplicó indebidamente el Art. 65 del Código Penal, es decir al ser el Recurso de 
Casación muy técnico se debía fundamentar de qué manera fue indebida esa aplicación y cual 
norma era la adecuada para  casar la sentencia y reformar el destino del bien. Mas sin embargo 
la resolución realizada se encaminó a cuestionar la sana critica de los Jueces de instancias que 
según ellos fueron errados, más jamás eso fue materia de la litis -invocado por el recurrente 
(fiscalía)-. Concluyendo la mencionada Sala en la exposición final de la sentencia que estos 
tipos de delitos son considerados una pandemia y por ende es inútil sostener el argumento del 
desconocimiento de la actividad realizada por el propietario del bien, que jamás tuvo un grado 
de autoría o participación criminal en el hecho, generando con ese tipo de resolución un 
evidente desconocimiento de dogmática penal, en relación al error de tipo, en el supuesto 
consentido que la tercera persona perjudicada tuviera algún grado de participación en el ilícito. 
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3.- En el presente caso se realizó por parte de la Sala de Casación, la teoría de la elusión de la 
cuestión, pues no se resolvió el caso motivadamente como lo determina el debido proceso 
regulado en el Art. 76 numeral 7 letra l de la Constitución de la República del Ecuador. 
 Medidas de Protección  
Actualmente el presente proceso judicial al tener algunas violaciones a principios de carácter 
fundamental constantes dentro del debido proceso, se encuentra patrocinado por la Defensoría 
Publica Penal, órgano autónomo en la Función Judicial, mediante una garantía de carácter 
Constitucional como es la Acción Extraordinaria de Protección que busca entre su principal 
objetivo, precautelar el derecho de propiedad de un tercero no implicado en un proceso penal y 
que consecuentemente se pronuncie la Sala jerárquica de Justicia en la Republica, con respecto 
de la inconstitucionalidad del Art. 367 del Código Penal.  
2.1.2 Definiciones de Términos Básicos 
Bienes: Aquellas cosas de que los hombres se sirven y con las cuales se ayudan. Cuantas cosas 
pueden ser de alguna utilidad para el hombre.  
Comiso.- Es la pena accesoria a la principal que consiste en la privación definitiva de los 
instrumentos y del producto del delito o falta.   
Combustible: Material que se emplea para producir energía en forma de calor mediante 
reacciones nucleares. Leña, carbón, petróleo. 
Delito: Proviene del latin delictum, expresión también de un hecho antijurídico y doloso 
castigado con una pena. En general, culpa, crimen, quebrantamiento de una ley imperativa.  
Derechos: En plural, esta voz posee ante todo acepciones juridicoeconómicas: como impuesto y 
como honorarios. Dentro de lo estrictamente jurídico, el vocablo se emplea pluralizado cuando 
se refiere a un conjunto de normas o atribuciones que se concede, reivindica o ejerce 
colectivamente.  
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Derecho Penal: El que establece y regula la represión o castigo de los crímenes o delitos, por 
medio de la imposición de las penas.  
Fe Pública: veracidad, confianza o autoridad legítima atribuida a notarios, secretarios 
judiciales, escribanos, agentes de cambio y bolsa, cónsules y otros funcionarios públicos, o 
empleados y representantes de establecimientos de igual índole, acerca de actos, hechos y 
contratos realizados o producidos en su presencia; y que se tienen por auténticos y con fuerza 
probatoria mientras no se demuestra su falsedad. 
 Garantías Constitucionales: Conjunto de declaraciones, medios y recursos con que los textos 
constitucionales aseguran a todos los individuos o ciudadanos el disfrute y ejercicio de los 
derechos públicos y privados fundamentales que se les reconocen.  
Hidrocarburo.- Son compuestos orgánicos formados únicamente por átomos de carbono e 
hidrógeno.  
Ilícito: Lo prohibido por la ley a causa de oponerse a la justicia, a la equidad, a la razón o a las 
buenas costumbres. Ilegal. Inmoral. Contrario al pacto obligatorio. 
Imputación: Atribución de una culpa a un agente capaz normalmente.  
Instrumento del delito: Elementos naturales de que los autores de una infracción penada se han 
valido para prepararla, cometerla, completarla o encubrirla.  
Infracciones.- Transgresión, quebrantamiento, violación, incumplimiento de una ley, pacto o 
tratado. “…Actos imputables sancionados por las leyes penales, y se dividen en delitos y 
contravenciones, según la naturaleza de la pena peculiar” 
Pena: Sanción, previamente establecida por ley, para quien comete un delito o falta, también 
especificados.  
Ponderación.- Acción de considerar imparcialmente los aspectos contrapuestos de una cuestión 
o el equilibrio entre el peso de dos cosas. 
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Principio de Legalidad.- Las instituciones del Estado, sus organismos, dependencias, las 
servidoras o servidores públicos y las personas que actúen en virtud de una potestad estatal 
ejercerán solamente las competencias y facultades que les sean atribuidas en la Constitución y la 
ley. 
Propiedad.- Derecho o poder que tiene una persona de poseer una cosa y poder disponer de ella 
dentro de los límites legales: propiedad privada. 
 Prueba: Demostración de la verdad de una afirmación, de la existencia de una cosa o de la 
realidad de un hecho. Cabal refutación de la verdad. 
Recurso: Medio, procedimiento extraordinario. Por antonomasia, en lo procesal, la reclamación 
que, concedida por ley o reglamento, formula quien se cree perjudicado o agraviado por la 
providencia de un juez o tribunal, para ante el mismo o el superior inmediato, con el fin de que 
la reforme o revoque. 
Reforma: Nueva forma: innovación, cambio. Modificación, variación.   
Sentencia: Dictamen, opinión, parecer propio. Decisión extrajudicial de la persona a quien se 
encomienda resolver una controversia, duda o dificultad. Resolución judicial en una causa. 
Sentencia Ejecutoriada: La que ha pasado en autoridad de cosa juzgada, la sentencia firme, 
por no caber contra ella sino el recurso extraordinario de revisión. La que ha sido ejecutada.  
2.1.2.1 Conceptos 
Comiso Especial.- Es una pena de carácter accesorio, que consiste en la pérdida definitiva de  
las cosas que fueron el objeto de la Infracción, sobre las que han servido, o han sido destinadas 
para cometerla, cuando son de propiedad del autor del acto punible, o del cómplice; y sobre las 
que han sido producidas por la Infracción misma. 
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Derechos Fundamentales: 
Todos aquellos derechos subjetivos que corresponden universalmente a todos los seres humanos 
en cuanto dotados del status de personas, de ciudadanos o personas con capacidad de obrar y 
que son por tanto indisponibles e inalienables.  
Presunción de inocencia: 
Aquel estado jurídico que deviene por la ley, en el cual, toda persona que sea imputada de 
cargos en un proceso judicial penal, deberá ser considerada y tratada como inocente hasta que 
una sentencia pasada en cosa juzgada, determine lo contrario. Su culpabilidad. 
Recurso de Casación: 
Es aquel recurso extraordinario, encargado de velar por la correcta aplicación del Derecho en la 
Sentencia, es así que entre sus causales se expresa que será procedente cuando exista una 
violación a la ley, ya por contravención expresa de sus texto, por indebida aplicación o errónea 
interpretación. La finalidad de este recurso es corregir las violaciones a la ley, y con esto 
garantizar la Justicia. 
Principio de Seguridad Jurídica.-  El Derecho que  se fundamenta en el respeto a la 
Constitución y en la existencia de normas jurídicas previas, claras, públicas y aplicadas por las 
autoridades competentes. 
Propiedad Privada.- El derecho a la propiedad en sus formas pública, privada, comunitaria, 
estatal, asociativa, cooperativa, mixta, y que deberá cumplir su función social y ambiental. 
2.2 Hipótesis 
Mientras la discordancia normativa exista en la aplicación del Comiso Especial en los Delitos de 
Comercialización Ilícita de Combustibles, genera una inseguridad jurídica dentro de nuestro 
ordenamiento, por lo que la presente investigación, está enfocada en resolver el tema planteado.  
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2.3 Variables  
2.3.1 Variables Independientes 
La Discordante normatividad en la aplicación de la pena común del Comiso Especial, en los 
Delitos de Comercialización Ilícita de Combustibles 
2.3.2 Variables Dependientes  
La inseguridad jurídica, entre conflictos de normas del ámbito Penal y de carácter 
constitucional. 
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CAPITULO III. MARCO METODOLÓGICO 
3.1 Tipos de Investigación 
3.1.1 Investigación Bibliográfica 
El énfasis de toda investigación está en un adecuado desarrollo analítico de los procesos teóricos 
y conceptuales. En esta razón la investigación bibliográfica es el procedimiento mediante el cual 
se determina o delimita el estudio en un tema específico que será de vital importancia, para 
posteriormente buscar acerca del mismo, teoría, hipótesis, documentación, que aportará al tema 
investigado.  
Dentro de la presente investigación se ha delimitado diáfanamente los temas abordados dentro 
de la Discordancia Normativa del Comiso Especial; así se ha considerado vital señalar la actual 
doctrina referente al Comiso Especial, el objetivo de las sanciones jurídico penales, y el 
procedimiento del Derecho Penal. 
Se ha creído conveniente citar algunos autores muy importantes dentro del Derecho Penal, ya 
que a partir de ahí se elaboró acertadamente la investigación, en virtud de adoptar dichos 
criterios señalados. 
3.1.2 Investigación de Campo 
La investigación de campo se fundamenta en un proceso de estudio ordenado de los problemas 
y en el mismo lugar donde ocurrieron los hechos, fenómenos o acontecimientos. Es muy 
importante, porque existe la necesidad real de conocer el problema a tratar dentro de la práctica, 
además de evaluar el estado actual del problema a desarrollar. 
Dentro de la investigación la investigación de campo fue acertada,   para buscar y afianzar el 
problema planteado Referente a la Discordancia Normativa del Comiso Especial en los Delitos 
de Comercialización Ilícita de Hidrocarburos, además de determinar qué cosas prácticas se 
puede realizar para su solución.  
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 Su finalidad principal es conocer la naturaleza de los hechos, las posibles aplicaciones y 
proponer soluciones posibles. 
3.1.3 Investigación Histórica 
Es muy importante dentro de todo problema de investigación realizar un análisis histórico en 
virtud de que esto conlleva a conocer el proceso del mismo. 
Este tipo de investigación sirvió para conocer la evolución de la Institución Jurídica referente al 
Comiso, su adaptación como una pena únicamente de carácter penal y su objetivo de ser una 
pena accesoria. 
E ahí que fue importante señalar el momento exacto en que ciertas conductas humanas relativas 
a mal uso o venta de Hidrocarburos fueran considerados tipos penales, por la lesión de un bien 
jurídico protegido, (economía del país). 
3.1.4 Investigación Descriptiva 
La investigación descriptiva al ser el mecanismo mediante el cual se describen los datos y las 
características de interés de una determinada investigación, coadyuva al tema de sacar una 
estadística.  
La correlación entre los hechos que tienen influencia con el tema de investigación, permitió 
describir las causas y efectos de la Discordancia Normativa del Comiso Especial en los delitos 
de Comercialización Ilícita de Combustibles y derivados de Hidrocarburos, incluido el gas 
licuado y biocombustibles. 
El objetivo de la investigación no se limita a la recolección de datos, sino a la predicción e 
identificación de las relaciones que existen entre dos o más variables. 
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3.2 Población o muestra 
En el presenten estudio de investigación, referente a la Discordancia Normativa del Comiso 
Especial en los delitos de Comercialización Ilícita de Combustibles y derivados de 
hidrocarburos fue analizada la siguiente población, concerniente al problema de estudio 
planteado: 
Tabla 1. Determinación de la Muestra de Investigación 
Población Total de Muestra Porcentaje 
Jueces de Garantías Penales 10 15,3% 
Defensores Públicos Penales 10 15,3%  
Fiscales o ayudantes de Fiscales 10 15,3% 
Abogados en Libre ejercicio 10 15,3%  
Profesores Derecho Penal 10 15,3% 
Ayudantes Judiciales Penales 5 7,7% 
Estudiantes Egresados 10 15,3%  
Total 65 100 % 
Elaborado por: Diego Hernán Ávila 2013-08-01 
 
Análisis. Debido a que la investigación realizada no supera la población de 65 personas, no es 
necesario contar con una fórmula que permita obtener la muestra, aumentando el margen de 
seguridad y reduciendo al mínimo el margen de error, por lo que la fiabilidad de los datos 
recolectados se presentan de forma sólida, segura y confiable. 
3.3 Método 
La metodología es el instrumento que enlaza el sujeto con el objeto de la investigación. Así, sin 
la metodología es casi imposible llegar a la lógica que conduce al conocimiento científico; en el 
desarrollo del presente trabajo investigativo para la elaboración de la tesis, se emplearon los 
siguientes métodos:  
3.3.1 Método Científico 
Afirma, (Ossorio, 2000); 
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“Es la suma de procedimientos lógicos para la investigación de las causas y 
de los fines del derecho, para el conocimiento e interpretación de sus fuentes, 
para la estructura de sus textos positivos y técnicos y para su enseñanza y 
difusión”.(Ossorio M, P.P.620. (2000) Diccionario de Ciencias Jurídicas, 
Políticas y Sociales. Buenos Aires: Editorial Eliasta, Edición 27.) 
3.3.2 Método Inductivo  
El método se utiliza con un estudio individual de los hechos y se formulan conclusiones 
universales que se postulan como leyes, principios o fundamentos de una teoría. 
 Según afirma (Gómez, 2006) 
Consiste en basarse en enunciados singulares tales como descriptores de los resultados de 
observaciones o experiencias para plantear enunciados universales, tales como hipótesis o 
teorías.  
3.3.3 Método Deductivo  
Es el procedimiento metodológico fundamental. (Cabanellas, 2000). 
“La deducción emplea los cometidos de las teorías demostradas como 
científicas en la explicación del objeto o fenómeno que se investiga. En 
términos más simples, la deducción consiste en partir de una teoría general 
para explicar hechos o fenómenos particulares”. P.P. 255 y 256. 
3.3.4 Método Epistemológico 
Es el estudio de la producción y de la validación del conocimiento científico. Su función es 
analizar los preceptos que se emplean para justificar los datos científicos, considerando los 
factores sociales, psicológicos y hasta históricos que entran en juego. 
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3.3.5 Método Analítico Sintético  
Estudia los hechos, partiendo de la descomposición objeto de estudio en cada una de sus partes 
para estudiarlas en forma individual (análisis), y luego se integran esas partes para estudiarlas de 
manera holística (síntesis). 
3.3.6 Técnicas 
3.3.6.1 Observación 
Técnica que cada día cobra mayor credibilidad y su uso tiende a generalizarse debido a que 
permite obtener información directa y confiable, siempre y cuando se haga mediante un 
procedimiento sistematizado y muy contralado, para lo cual hoy están utilizando medios 
audiovisuales muy completos, especialmente en estudios de comportamientos de las personas.    
(Atkinson & Hammersley, 1994): 
“La finalidad (de la observación) es captar los procesos sociales en su 
integridad, resaltando sus diversas características y propiedades, siempre en 
función de cierto sentido común sobre lo que es relevante para los problemas 
planteados en la investigación (...) actores, sujetos, actos, acontecimientos, 
fines, sentimientos”. 
3.3.6.2 Entrevista 
Es una técnica orientada a establecer contacto directo con las personas que se consideren fuente 
de información, tiene como propósito tener información más espontánea y abierta, durante la 
misma puede profundizarse la información de interés para el estudio. 
La entrevista es una de las formas expresivas de la profesión, donde se pone en evidencia la 
capacidad del profesional para conseguir las finalidades y los objetivos propuestos. 
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3.3.6.3 Encuesta 
Es una de las técnicas de recolección de información más usadas, se fundamenta en  
cuestionarios diseñados en forma previa, que se preparan con el propósito de obtener 
información de las personas, a quienes se les realizo la técnica. 
3.3.7 Instrumentos 
3.3.7.1 Diario de Campo 
Este instrumento técnico profesional se utiliza para registrar toda la actividad que  diariamente 
cumple en el ejercicio pre-profesional y profesional. 
En la investigación sirvió de mucha ayuda poder anotar la evolución de la tesis, y determinar 
qué puntos debían ser aclarados y completados.  
3.3.7.2 Formulario de Cuestionario 
Es un proceso estructurado para recoger información a través de la complementación de una 
serie de preguntas. Permite obtener información verificable para el proyecto de  investigación. 
En la investigación se utilizó el siguiente cuestionario de encuesta: 
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Formulario No. 1 
 
Cuestionario dirigido a Jueces de Garantías Penales, Fiscales, Defensores Públicos 
y Profesores de Derecho Penal  
 
Contenido: 
Pregunta 1.- ¿Conoce Ud. el contenido de la pena del Comiso Especial constante en el artículo 
65 del Código Penal? 
   Si(  )     No(  ) 
 
Pregunta 2.- ¿Cuál considera debería ser el rango de aplicación de la pena accesoria del 
Comiso Especial en relación a los bienes inmersos en la ejecución del delito? 
A. (  )  Los bienes objeto e Instrumento de la Infracción 
B. (  ) Los Bienes Producto de la Infracción 
C. (  )  Los Bienes objeto, instrumento y producto de la Infracción.  
  
Pregunta 3.- ¿Conoce Ud. el contenido de la Tipificación de los Delitos de Comercialización 
Ilícita de Combustibles y derivados de Hidrocarburos, en el Art. 367 del Código Penal? 
   Si(  )     No(  ) 
 
Pregunta 4.- ¿Cree Ud. Que existe discordancia normativa de la pena del comiso especial en la 
tipificación de los Delitos de Comercialización Ilícita de Combustibles y derivados de 
Hidrocarburos? 
   Si(  )       No(  ) 
Pregunta 5.- ¿Es Inconstitucional el Artículo 367 del Código Penal, por el hecho de que no 
existiendo una imputación penal al propietario del bien con el que se ejecuto el delito, se le 
decomise su bien inmerso en el mismo? Porque? 
   Si(  )       No(  ) 
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Pregunta 6.- ¿Considera Ud. que el comiso de bienes, instrumento del delito debe aplicarse 
solo al Autor y al cómplice del delito? 
   Si(  )       No(  ) 
 
Pregunta 7.- ¿Estima Ud. que al decomisar todos los bienes instrumentos de un delito genera 
principalmente inseguridad jurídica a la persona no implicada en un proceso penal y que es 
dueña del bien?  
   Si(  )       No(  ) 
 
Pregunta 8.- ¿Qué artículo considera se debería aplicar en la sentencia condenatoria referente al 
comiso especial de los Instrumentos del delito Art. 65 o Art. 367 del Código Penal? 
A. (  )  Art. 65    
B. (  )  Art. 367  
C. (  )  Ninguno  
 
Pregunta 9.-¿Considera Ud. necesario la inclusión del comiso especial en el Código de 
Procedimiento Penal, con el fin de poseer un lineamiento claro respecto de esta pena? 
   Si(  )       No(  ) 
 
Pregunta 10.- ¿Usted estaría de acuerdo en reformar el artículo 367 del Código Penal, en 
referencia al comiso especial de todos los bienes del delito? 
   Si(  )       No(  ) 
 
Investigador: Diego Hernán Ávila 
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Formulario No. 2 
Cuestionario dirigido Abogados en libre Ejercicio, Ayudantes Judiciales y Estudiantes 
Egresados de Universidades Estatales y Privadas de Quito. 
Contenido: 
Pregunta 1.- ¿Sabe Ud. que existen penas privativas a la libertad y penas Pecuniarias? 
Si(  )       No(  ) 
Pregunta 2.- ¿Conoce Ud. qué es una pena accesoria? 
Si(  )       No(  ) 
Pregunta 3.- ¿Conoce Ud. el contenido de la pena accesoria del Comiso Especial? 
Si(  )       No(  ) 
Pregunta 4.- ¿Considera injusto que una pena, afecte el derecho a la propiedad privada del 
delincuente? 
Si(  )       No(  ) 
Pregunta 5.- ¿Está de acuerdo con privar los bienes con los que se ejecutó un delito cuando son 
de propiedad del autor o cómplice de la infracción? 
Si(  )       No(  ) 
Pregunta 6.- ¿El derecho a la presunción de inocencia, es un derecho constitucional 
consagrado? 
A. Si (  ) 
B. No (  ) 
C. No tengo conocimiento (  ) 
Pregunta 7.- ¿Entiende Ud. a qué se refiere que la carga de la prueba le corresponde al Fiscal? 
Si(  )       No(  ) 
Pregunta 8.-  ¿Está de acuerdo que en todo proceso judicial y administrativo el Estado debe 
garantizar el debido Proceso? 
Si(  )       No(  ) 
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Pregunta 9.- ¿Considera Ud. que ninguna norma jurídica puede restringir el contenido de 
derechos y garantías constitucionales? 
Si(  )       No(  ) 
 Pregunta 10.- ¿Estima necesario que antes de imponerse una sanción penal se debe respetar el 
universo de garantías del debido proceso? 
Si(  )       No(  ) 
Investigador: Diego Hernán Ávila 
 
3.4 Recolección de Información 
El presente estudio se desarrolló tomando en cuenta las siguientes etapas: 
Revisión de las fuentes de información: consulta de fuentes bibliográficas, autores y expertos 
sobre teorías del Comiso Especial, como pena en general y en relación a la aplicación de la 
sanción accesoria en los Delitos de Comercialización Ilícita de Combustibles, incluidos los 
Hidrocarburos. 
Delimitación de la población objeto de estudio: conocer el núcleo de personas a las cuales se  
les aplicó los instrumentos de investigación para diagnosticar el problema. 
Elaboración del instrumento: creación del esquema de preguntas o cuestionario que 
posteriormente se aplicó a la población objeto del estudio, y que consecuentemente dio un 
balance lógico. 
Aplicación del instrumento: es la recolección de los datos mediante la aplicación del 
instrumento de investigación a la población objeto del estudio. 
Procesamiento y análisis de resultados: Una vez obtenidos los datos mediante la aplicación del 
instrumento de investigación, éstos fueron ordenados en un cuadro o tabla de representación.  
Se obtuvo también un gráfico estadístico. Mediante el cual se pretende indicar las conclusiones 
y balances que se llegue al aplicar el instrumento de investigación.  
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Discusión de los resultados: la interpretación de los resultados dio paso a la comparación, 
determinando conclusiones parciales. 
Conclusiones y recomendaciones: son producto del desarrollo del marco teórico, más la suma 
del diagnóstico efectuado y la puesta en escena de la aplicación del instrumento de 
investigación.  
Elaboración de la propuesta: Con todos los análisis y resultados previos se procede a diseñar 
una propuesta que permita solucionar el problema. 
Es la parte más importante en relación que se genera un desarrollo práctico del tema investigado 
y por ende es una metodología real.   
3.5 Procesamiento y análisis de la información 
El tipo de análisis de datos realizado depende en su integridad de los datos que se hayan 
recolectado, que son consecuentes de los instrumentos seleccionados, por ende debe existir una 
coherencia lógica en la investigación. (Gómez, 2006): 
En los estudios cualitativos, el análisis de los datos no está determinado a 
priori completamente. Se comienza a efectuar mediante un plan general, 
pero su desarrollo puede ir sufriendo modificaciones de acuerdo con los 
resultados que se van obteniendo. Podríamos imaginarlo, más que como un 
desarrollo lineal, como una espiral, en la cual se van cubriendo varias 
facetas o diversos ángulos del mismo objeto de estudio. (Marcelo Gómez, 
2006, pág. 160).  
Se llega a concluir que sin un debido procesamiento y análisis de información, se corre el riego 
de obtener conclusiones débiles faltas de confiabilidad. 
Del porqué toda la información obtenida debe ser procesada de una manera uniforme y 
ordenada. Así, se utiliza la elaboración de representaciones gráficas, de tablas elaboradas con el 
fin de objetivizar los resultados cuantitativos.  
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En la presente investigación se utilizará la tabulación, como la tabla de frecuencia de un solo 
sentido, la que permitió visibilizar el número de encuestados que dieron una respuesta a cada 
pregunta. En la mayoría de los casos, una tabla de frecuencia de un solo sentido es el primer 
resumen de los resultados de la encuesta que ve el analista de investigación. 
Las representaciones gráficas de los datos utilizan imágenes en lugar de tablas para presentar los 
resultados de la investigación, y es lo que también se produjo.  
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CAPITULO IV. ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN DE 
RESULTADOS 
4.1 Formulario No. 1 
En este capítulo se muestran los resultados de la investigación, incluyendo el análisis y la 
interpretación respectiva. 
 
La ficha de encuesta implementada a los Jueces de Garantías Penal, Defensores Públicos, 
Fiscales o Ayudantes de Fiscalía, y Catedráticos Universitarios fue la siguiente: 
 
Contenido: 
 
Pregunta 1.- ¿Conoce Ud. el contenido de la pena del Comiso Especial constante en el artículo 
65 del Código Penal? 
 
   Si(  )     No(  ) 
 
Pregunta 2.- ¿Cuál considera debería ser el rango de aplicación de la pena accesoria del 
Comiso Especial en relación a los bienes inmersos en la ejecución del delito? 
 
A. (  )  Los bienes objeto e Instrumento de la Infracción 
B. (  ) Los Bienes Producto de la Infracción 
C. (  )  Los Bienes objeto, instrumento y producto de la Infracción.   
 
 
Pregunta 3.- ¿Conoce Ud. el contenido de la Tipificación de los Delitos de Comercialización 
Ilícita de Combustibles y derivados de Hidrocarburos, en el Art. 367 del Código Penal? 
   Si(  )     No(  ) 
 
 
Pregunta 4.- ¿Cree Ud. Que existe discordancia normativa de la pena del comiso especial en la 
Tipificación de los Delitos de Comercialización Ilícita de Combustibles y derivados de 
Hidrocarburos? 
   Si(  )       No(  ) 
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Pregunta 5.- ¿Es Inconstitucional el Artículo 367 del Código Penal, por el hecho de que no 
existiendo una imputación penal al propietario del bien con el que se ejecutó el delito, se le 
decomise su bien inmerso en el mismo? Porque? 
   Si(  )       No(  ) 
 
 
 
 
 
Pregunta 6.- ¿Considera Ud. que el comiso de bienes instrumento del delito debe aplicarse solo 
al autor y al cómplice del delito? 
   Si(  )       No(  ) 
 
 
Pregunta 7.- ¿Estima Ud. que al decomisar todos los bienes instrumentos de un delito genera 
principalmente inseguridad jurídica a la persona no implicada en un proceso penal y que es 
dueña del bien?  
   Si(  )       No(  ) 
 
 
Pregunta 8.- ¿Qué artículo considera se debería aplicar en la sentencia condenatoria referente al 
comiso especial de los Instrumentos del delito Art. 65 o Art. 367 del Código Penal? 
A. (  )  Art. 65    
B. (  )  Art. 367  
C. (  )  Ninguno  
 
 
Pregunta 9.-¿Considera Ud. necesario la inclusión del Comiso Especial en el Código de 
Procedimiento Penal, con el fin de poseer un lineamiento claro respecto de esta pena? 
   Si(  )       No(  ) 
 
 
Pregunta 10.- ¿Usted estaría de acuerdo en reformar el artículo 367 del Código Penal, en 
referencia al comiso especial de todos los bienes del delito? 
   Si(  )       No(  ) 
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4.1.1 Análisis e interpretación de resultados 
Pregunta 1.- ¿Conoce Ud. el contenido de la pena del Comiso Especial constante en el artículo 
65 del Código Penal? 
 
Objetivo.- Identificar el grado de conocimiento en relación a la pena accesoria del comiso 
especial, en materia penal. 
 
Tabla 2 
 
Opciones 
 
Numero de Encuestados 
 
Porcentaje 
 
Si 38 95 % 
No 2 5 % 
Total 40 100% 
 
Elaborado por: Diego Hernán Ávila 2013-08-31 
 
Gráfico 1 
 
Elaborado por: Diego Hernán Ávila 2013-08-31 
Interpretación de Resultados 
Del resultado de la tabulación se puede concluir que el 90 % de las personas encuestadas tiene 
conocimiento de la pena accesoria del Comiso Especial, constante en el Código Sustantivo 
Penal; mientras que un  10% de total de las personas encuestadas, afirman no tener 
conocimiento en relación de esta pena de carácter preventivo y sancionador. 
Esta respuesta vertida por las personas encuestadas, tiene relación que los preceptos básicos que 
se enseñan en el periodo como estudiante universitario. 
Es importante fomentar el aprendizaje de los lineamientos básicos del derecho penal –las penas-
95% 
5% 
Si
No
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Pregunta 2.- ¿Cuál considera debería ser el rango de aplicación de la pena accesoria del 
Comiso Especial en relación a los bienes inmersos en la ejecución del delito? 
 
Tabla 3 
Elaborado por: Diego Hernán Ávila 2013-08-31 
 
Gráfico 2 
 
Elaborado por: Diego Hernán Ávila 2013-08-31 
 
Interpretación de Resultados 
 
Del resultado de la tabulación se concluye que el 67,50 % de los encuestados consideraron que 
el comiso especial, debería ser a los bienes objeto, instrumento y producto de la Infracción, por 
su parte el 28% de las encuestas afirman que solo debería atacar a los bienes objeto e 
instrumento de la infracción y apenas un 5% de los encuestados consideran que debería 
aplicarse el comiso especial únicamente al producto de la Infracción. El resultado mayoritario es 
consecuente con los estándares internacionales referentes al Comiso de Bienes inmersos en un 
delito.  
 
 
 
 
28% 
5% 
67,50% 
A)
B)
C)
 
Opciones 
 
Numero de Encuestados 
 
Porcentaje 
 
A) 11 27.5% 
B) 2 5% 
C) 27 67.5% 
Total 40 100% 
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Pregunta 3.- ¿Conoce Ud. el contenido de la Tipificación de los Delitos de Comercialización 
Ilícita de Combustibles y derivados de Hidrocarburos, en el Art. 367 del Código Penal? 
 
Tabla 4 
 
Opciones 
 
Numero de Encuestados 
 
Porcentaje 
 
Si) 38 95% 
No) 2 5% 
Total 40 100% 
Elaborado por: Diego Hernán Ávila 2013-08-31 
 
Gráfico 3 
 
Elaborado por: Diego Hernán Ávila 2013-08-31 
 
Interpretación de Resultados 
 
Del proceso de tabulación se puede definir que el 95% de los encuestados afirma saber el 
contenido de la tipificación de los Delitos de Comercialización Ilícita de Combustibles, 
constantes en el Art. 367 del Código Penal, mientras que un 5% de los encuestados afirma no 
tener conocimiento de esta clase de delitos. Lo que se podría interpretar como una falencia en el 
aspecto profesional del abogado penalista. 
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Pregunta 4.- ¿Cree Ud. Que existe discordancia normativa de la pena del comiso especial en la 
Tipificación de los Delitos de Comercialización Ilícita de Combustibles y derivados de 
Hidrocarburos? 
 
Tabla 5 
 
Opciones 
 
Numero de Encuestados 
 
Porcentaje 
 
A) 37 92,5% 
B) 3 7,5% 
Total 40 100% 
Elaborado por: Diego Hernán Ávila 2013-08-31 
 
Gráfico 4 
 
Elaborado por: Diego Hernán Ávila 2013-08-31 
 
Interpretación de Resultados 
 
Del proceso de tabulación se puede concluir que el 92,5% del total de encuestados considera  
que sí existe discordancia normativa de la pena del comiso especial en la tipificación de los 
Delitos de Comercialización Ilícita de Combustibles, mientras que solo un 7,5% afirma de que 
no existe discordancia normativa del Comiso Especial en los delitos de comercialización ilícita 
de combustibles. Idea que afirma la posición de la presente investigación.  
92,5% 
7,5% 
Si
No
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Pregunta 5.- ¿Es Inconstitucional el Artículo 367 del Código Penal, por el hecho de que no 
existiendo una imputación penal al propietario del bien con el que se ejecutó el delito, se le 
decomise su bien inmerso en el mismo? Porque? 
 
Tabla 6 
 
Opciones 
 
Numero de Encuestados 
 
Porcentaje 
 
Si) 36 90% 
No) 4 10% 
Total 40 100% 
Elaborado por: Diego Hernán Ávila 2013-08-31 
Gráfico 5 
 
Elaborado por: Diego Hernán Ávila 2013-08-31 
 
Interpretación de Resultados 
De la finalización del proceso de tabulación se puede concluir que del total de personas 
encuestadas el 90% considera que es inconstitucional la tipificación del Art. 367 del Código 
Penal referente a los Delitos de Comercialización Ilícita de Combustibles, cuando sin existir 
imputación penal hacia el propietario del bien con que se ejecutó el delito, este sea decomisado  
argumentando las razones que: 
1.- Viola el Derecho a la Propiedad Privada. 
2.- Que afecta al debido proceso. 
3.- Siempre para la aplicación de una pena debe existe una imputación penal. 
Mientras que por otro lado del total de encuestados el 10% afirma de que no es inconstitucional 
porque la pena es parte de un delito es decir “es la otra mitad” y por ende no transgrede ningún 
derecho.  
Se argumentó por parte de los encuestados que es muy importante el respecto al principio de 
legalidad. Por ende la aplicación de la pena del Art. 367 del Código Penal se cumple la 
formalidad del principio de Legalidad, art. 76 número 3 Constitución de la Republica.   
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Pregunta 6.- ¿Considera Ud. que el comiso de bienes instrumento del delito debe aplicarse solo 
al Autor y al cómplice del delito? 
 
Tabla 7 
 
Opciones 
 
Numero de Encuestados 
 
Porcentaje 
 
Si) 38 95% 
No) 2 5% 
Total 40 100% 
Elaborado por: Diego Hernán Ávila 2013-08-31 
 
Gráfico 6 
 
Elaborado por: Diego Hernán Ávila 2013-08-31 
 
Interpretación de Resultados 
 
Del proceso de tabulación se llegó a la conclusión que el 95% del total de las personas 
encuestadas consideraron que el comiso de bienes instrumento de delito debe aplicarse solo al 
autor y al cómplice del mismo; mientras que el 5% de los encuestados afirman que no solo debe 
aplicarse el decomiso de bienes instrumentos de una infracción al autor y al cómplice, sino a 
todos los partícipes. 
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Pregunta 7.- ¿Estima Ud. Que al decomisar todos los bienes Instrumentos de un delito genera 
principalmente inseguridad jurídica a la persona no implicada en un proceso penal y que es 
dueña del bien?  
 
Tabla 8 
 
Opciones 
 
Numero de Encuestados 
 
Porcentaje 
 
Si) 38 95% 
No) 2 5% 
Total 40 100% 
Elaborado por: Diego Hernán Ávila 2013-08-31 
 
Gráfico 7 
 
Elaborado por: Diego Hernán Ávila 2013-08-31 
 
Interpretación de Resultados 
 
Del proceso de tabulación se llegó la conclusión que el 95% de las personas encuestadas 
determinan que decomisar todos los bienes instrumentos de un delito sin existir una imputación 
penal al propietario genera inseguridad jurídica, entendida como la certeza del cumplimiento de 
los Derechos Constitucionales. No así existe un 5% de encuestados que consideran que el 
decomisar todos los bienes en un delito que es dueña del bien no genera inseguridad jurídica. 
 
 
 
 
 
 
95% 
5% 
Si
No
90 
Pregunta 8.- ¿Qué artículo considera se debería aplicar en la Sentencia Condenatoria referente 
al comiso especial de los Instrumentos del delito Art. 65 o Art. 367 del Código Penal? 
 
Tabla 9 
 
Opciones 
 
Numero de Encuestados 
 
Porcentaje 
 
A) 22 55% 
B) 3 7,5% 
C) 15 37,5% 
Total 40 100% 
Elaborado por: Diego Hernán Ávila 2013-08-31 
 
Gráfico 8 
 
Elaborado por: Diego Hernán Ávila 2013-08-31 
 
Interpretación de Resultados 
 
Del resultado de la tabulación se puede concluir que el 55% de total de los encuestados, 
consideran que en una sentencia condenatoria referente al comiso especial de los instrumentos 
del delito se deberá respetar los lineamientos del art. 65 del Código Penal; mientras que existe 
un 37,5% de los encuestados que afirman que no debería aplicarse ni el art. 65 ni el art. 367 en 
relación al decomiso especial de los instrumentos del delito. Finalmente existe un 8% de 
encuestados que consideran que se deberá comisar todos los bienes instrumento de un delito, 
pese a no existir una imputación penal establecida al propietario del bien.    
55% 
8% 
37,50% A)
B)
C)
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Pregunta 9.-¿Considera Ud. necesario la inclusión del Comiso Especial en el Código de 
Procedimiento Penal, con el fin de poseer un lineamiento claro respecto de esta pena? 
 
Tabla 10 
 
Opciones 
 
Numero de Encuestados 
 
Porcentaje 
 
Si) 34 85% 
No) 6 15% 
Total 40 100% 
Elaborado por: Diego Hernán Ávila 2013-08-31 
 
Gráfico 9 
 
Elaborado por: Diego Hernán Ávila 2013-08-31 
 
Interpretación de Resultados 
 
Del proceso de tabulación se puede concluir que el 85% del total de los encuestados consideran 
que es muy importante  la inclusión del comiso especial en el Código de Procedimiento Penal 
para tener la certeza en los lineamientos y procesos de esta pena de carácter accesorio.  
Mientras que existe un 15% de encuestados que afirman que no es importante dentro del Código 
Procesal Penal, el tema específico del comiso especial. 
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Pregunta 10.- ¿Usted estaría de acuerdo en reformar el artículo 367 del Código Penal, en 
referencia al comiso especial de todos los bienes del delito? 
 
Tabla 11 
 
Opciones 
 
Numero de Encuestados 
 
Porcentaje 
 
Si) 36 90% 
No) 4 10% 
Total 40 100% 
Elaborado por: Diego Hernán Ávila 2013-08-31 
 
Gráfico 10 
 
Elaborado por: Diego Hernán Ávila 2013-08-31 
 
Interpretación de Resultados 
 
Del proceso de tabulación se llega a la conclusión que del total de los encuestados existe un 
90% que está de acuerdo con reformar el Art. 367 del Código Penal, en referencia al comiso 
especial de todos los bienes delito. Mientras que existe un 10% de encuestados que consideran 
que dicha tipicidad no debería ser modificada. La interpretación se traduce que los encuestados 
han considerado que si debería existir una uniformidad de criterios con respecto a la imputación 
penal al dueño del bien con el que se ejecutó el delito.  
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4.2 Formulario No. 2 
La ficha de encuesta implementada a Abogados en el libre ejercicio, Ayudantes Judiciales y 
Estudiantes Universitarios Egresado de Derecho fue la siguiente: 
Contenido: 
Pregunta 1.- ¿Sabe Ud. que existen penas privativas a la libertad y penas pecuniarias? 
Si(  )       No(  ) 
Pregunta 2.- ¿Conoce Ud. qué es una pena accesoria? 
Si(  )       No(  ) 
Pregunta 3.- ¿Conoce Ud. el contenido de la pena accesoria del Comiso Especial? 
Si(  )       No(  ) 
Pregunta 4.- ¿Considera injusto que una pena, afecte el derecho a la propiedad privada del 
delincuente? 
Si(  )       No(  ) 
Pregunta 5.- ¿Está de acuerdo con privar los bienes con los que se ejecutó un delito cuando son 
de propiedad del autor o cómplice de la infracción? 
Si(  )       No(  ) 
Pregunta 6.- ¿El derecho a la presunción de inocencia, es un derecho constitucional 
consagrado? 
A. Si (  ) 
B. No (  ) 
C. No tengo conocimiento (  ) 
Pregunta 7.- ¿Entiende Ud. a qué se refiere que la carga de la prueba le corresponde al Fiscal? 
Si(  )       No(  ) 
Pregunta 8.-  ¿Está de acuerdo que en todo proceso judicial y administrativo el Estado debe 
garantizar el debido Proceso? 
Si(  )       No(  ) 
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Pregunta 9.- ¿Considera Ud. que ninguna norma jurídica puede restringir el contenido de 
derechos y garantías constitucionales? 
Si(  )       No(  ) 
 Pregunta 10.- ¿Estima necesario que antes de imponerse una sanción penal se debe respetar el 
universo de garantías del debido proceso? 
Si(  )       No(  ) 
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4.2.1 Análisis e interpretación de resultados 
 
Pregunta 1.- ¿Sabe Ud. que existen penas privativas a la libertad y penas pecuniarias? 
 
Tabla 12 
 
Opciones 
 
Numero de Encuestados 
 
Porcentaje 
 
Si 23 92% 
No 2 8 % 
Total 25 100% 
Elaborado por: Diego Hernán Ávila 2013-08-31 
 
Gráfico 11 
 
Elaborado por: Diego Hernán Ávila 2013-08-31 
 
Interpretación de Resultados 
 
Del resultado de la tabulación se puede concluir que el 92 % de las personas encuestadas tiene 
conocimiento sobre la existencia de las penas privativas a la libertad y las penas pecuniarias; 
únicamente un 8% de los encuestados afirman no tener conocimiento en relación a esta clase de 
penas. Lo que devela un vacío en el conocimiento del Derecho Penal. 
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Pregunta 2.- ¿Conoce Ud. qué es una pena accesoria? 
 
Tabla 13 
 
Opciones 
 
Numero de Encuestados 
 
Porcentaje 
 
Si 16 64 % 
No 9 36 % 
Total 25 100% 
Elaborado por: Diego Hernán Ávila 2013-08-31 
 
Gráfico 12 
 
Elaborado por: Diego Hernán Ávila 2013-08-31 
 
Interpretación de Resultados 
 
De la tabulación realizada se concluye que existe un 64% de encuestados que tiene 
conocimiento de lo que es una pena accesoria, mientras un 36% de encuestados desconocen del 
tema, es así que este indicador muestra la falta de enseñanza especializada con respecto del 
tópico preguntado. Y la significación de una pena de carácter accesorio.   
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Pregunta 3.- ¿Conoce Ud. el contenido de la pena accesoria del Comiso Especial? 
 
Tabla 14 
 
Opciones 
 
Numero de Encuestados 
 
Porcentaje 
 
Si) 18 72% 
No) 7 28% 
Total 25 100% 
Elaborado por: Diego Hernán Ávila 2013-08-31 
 
Gráfico 13 
 
Elaborado por: Diego Hernán Ávila 2013-08-31 
 
Interpretación de Resultados 
 
Del proceso de tabulación se puede concluir que un 72% de las personas encuestadas tiene 
conocimiento de lo que es la pena accesoria del comiso especial; mientras que un 28% 
desconoce a cerca del tema tratado, de ahi que este indicador se refleja con la pregunta anterior, 
en la que las personas encuestadas argumentaron que desconocen  el significado de una pena 
accesoria, entendiéndose entonces que debe existir mayor profundización de enseñanza en 
temas procesales – penales.  
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Pregunta 4.- ¿Considera injusto que una pena, afecte el derecho a la propiedad privada del 
delincuente? 
 
Tabla 15 
 
Opciones 
 
Numero de Encuestados 
 
Porcentaje 
 
Si) 0 0% 
No) 25 100% 
Total 25 100% 
Elaborado por: Diego Hernán Ávila 2013-08-31 
 
Gráfico 14 
 
Elaborado por: Diego Hernán Ávila 2013-08-31 
 
Interpretación de Resultados 
 
Del resultado del proceso de tabulación, se concluye que  los encuestados que no consideran 
injusto privar del derecho de la propiedad privada a un delincuente, en virtud de una sanción 
penal; de ahí que, el 100% de los encuestados definió no injusto aquella medida, y esto es 
básicamente lo que se producen cuando se impone la pena accesoria del Comiso Especial. 
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Pregunta 5.- ¿Está de acuerdo con privar los bienes con los que se ejecutó un delito cuando son 
de propiedad del autor o cómplice de la infracción? 
 
Tabla 16 
 
Opciones 
 
Numero de Encuestados 
 
Porcentaje 
 
Si) 23 92% 
No) 2 8% 
Total 25 100% 
Elaborado por: Diego Hernán Ávila 2013-08-31 
 
Gráfico 15 
 
Elaborado por: Diego Hernán Ávila 2013-08-31 
 
Interpretación de Resultados 
 
Del proceso de tabulación se llega a la conclusión que el 92% de las personas encuestadas están 
de acuerdo con privar los bienes con los que se ejecutó el delito siempre y cuando estos sean de 
propiedad del autor o del cómplice del acto punible, mientas que un 8% de los encuestados no 
están de acuerdo con esta medida penal. Este indicador tiene un sentido completo cuando se 
analiza el Art. 65 del Código Penal Ecuatoriano.  
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Pregunta 6.- ¿El derecho a la presunción de inocencia, es un derecho constitucional 
consagrado? 
 
Tabla 17 
 
Opciones 
 
Numero de Encuestados 
 
Porcentaje 
 
A) 21 84% 
B) 1 4% 
C) 3 12% 
Total 25 100% 
Elaborado por: Diego Hernán Ávila 2013-08-31 
 
Gráfico 16 
 
Elaborado por: Diego Hernán Ávila 2013-08-31 
 
Interpretación de Resultados 
 
Del resultado del proceso de tabulación se puede concluir que el 84% del total de los 
encuestados considera que el derecho a la Presunción de Inocencia se encuentra plasmado en la 
Constitución de la República del Ecuador; mientras que un 4% de los encuestados considera que 
no lo está y un 12% desconoce sobre aquel principio fundamental del Derecho Penal; por medio 
de la cual una persona debe ser considerada y tratada como inocente hasta que una sentencia 
ejecutoriada demuestre lo contrario.  
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Pregunta 7.- ¿Entiende Ud.  que significado conlleva que la carga de la prueba le corresponde 
al Fiscal? 
 
Tabla 18 
 
Opciones 
 
Numero de Encuestados 
 
Porcentaje 
 
Si) 20 80% 
No) 5 20% 
Total 25 100% 
Elaborado por: Diego Hernán Ávila 2013-08-31 
 
Gráfico 17 
 
Elaborado por: Diego Hernán Ávila 2013-08-31 
 
Interpretación de Resultados 
 
Del análisis del proceso de tabulación se concluye que el 80% de las personas encuestadas sabe 
y entiende lo que significa que la carga de la prueba le corresponde al Fiscal; mientras que el 
20% de los encuestados asegura no conocer sobre este principio y procedimiento fundamental 
que deviene del derecho a la Presunción de Inocencia. Es decir el Estado con todo su aparataje 
especial debe romper en un juicio penal, aquel estado jurídico de ser considerado inocente.  
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Pregunta 8.-  ¿Está de acuerdo que en todo proceso judicial y administrativo el Estado debe 
garantizar el debido Proceso? 
 
Tabla 19 
 
Opciones 
 
Numero de Encuestados 
 
Porcentaje 
 
Si) 24 96% 
No) 1 4% 
Total 25 100% 
Elaborado por: Diego Hernán Ávila 2013-08-31 
 
Gráfico 18 
 
Elaborado por: Diego Hernán Ávila 2013-08-31 
 
Interpretación de Resultados 
 
Del proceso de tabulación se concluye que el 96% de las personas encuestadas consideran que 
es muy fundamental que en todo proceso judicial y administrativo se deben garantizar el debido 
proceso, entendido como el conjunto de pasos, reglas, principios que se deben respetar para 
garantizar los derechos subjetivos de las personas; mientras que existe un 4% de encuestados 
que consideran que no se debería respetar el debido proceso.  
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Pregunta 9.- ¿Considera Ud. que ninguna norma jurídica puede restringir el contenido de 
derechos y garantías constitucionales? 
 
Tabla 20 
 
Opciones 
 
Numero de Encuestados 
 
Porcentaje 
 
Si) 23 92% 
No) 2 8% 
Total 25 100% 
Elaborado por: Diego Hernán Ávila 2013-08-31 
 
Gráfico 19 
 
Elaborado por: Diego Hernán Ávila 2013-08-31 
 
Interpretación de Resultados 
 
Del proceso de tabulación realizado se concluye que un 92% del total de los encuestados 
afirman que ninguna norma jurídica puede restringir el contenido de derechos y garantías 
constitucionales; mientras que existe un 8% de encuestados que consideran que el contenido de 
una norma jurídica si podrá restringir o modificar derechos y garantías constitucionales. 
Indicador que revela la posición de conocer que el Ecuador es un Estado Constitucional de 
Derechos y Justicia. 
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Pregunta 10.- ¿Estima necesario que antes de imponerse una sanción penal a una persona, se 
debe respetar el universo de garantías del debido proceso, como poder comparecer a un juicio 
(inmediación), con un juez natural competente? 
 
Tabla 21 
 
Opciones 
 
Numero de Encuestados 
 
Porcentaje 
 
Si) 22 88% 
No) 3 12% 
Total 25 100% 
Elaborado por: Diego Hernán Ávila 2013-08-31 
 
Gráfico No. 20 
 
Elaborado por: Diego Hernán Ávila 2013-08-31 
 
Interpretación de Resultados 
 
Del resultado del proceso de tabulación se concluye que el 88% del total de los encuestados 
considera que antes de la imposición de una sanción penal, es menester  comparecer a un juicio 
y ser escuchado con un juez natural (es decir imparcial, independiente y competente, Art. 76 
número 7 letra k Constitución de la Republica). Mientras que un 12% de los encuestados 
consideró no importante  cumplir con estas garantías básicas del debido proceso, estipuladas en 
la Constitución de la Republica.  
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CONCLUSIONES  
Dentro del proceso investigativo realizado, se establecen a las siguientes conclusiones: 
 
1.- Se determina que el Comiso Especial, siendo una pena de carácter accesorio, consistente en 
la pérdida definitiva del bien con el que se produjo el delito, se constituye en una gran 
institución jurídica para contrarrestar la criminalidad organizada, en virtud de que se ataca 
la ganancia de dichas bandas criminales, y con esto se contrarresta el crecimiento de los 
mercados ilícitos.  
 
2.- Actualmente la normativa penal en relación al Comiso Especial, sigue los lineamientos de 
importantes instituciones internacionales como lo es el Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos, el Manual de Cooperación Internacional en el Decomiso del Producto del delito, 
en los que se determina que procede el comiso especial de bienes que son objeto, 
instrumento y producto del delito. 
 
3.- El Código Penal Ecuatoriano indica la pena accesoria del Comiso Especial, en el Art. 65;  
donde se señala sus características básicas y lineamientos específicos; lamentablemente no 
se encuentra incluido en el Código Adjetivo Penal y es esa la razón que en ausencia de un  
procedimiento diáfano y preciso se llegan a tener confusiones sobre el alcance y medida de 
la pena. 
 
4.- En la actualidad la pena accesoria del comiso especial, ha sido dejada de lado, sin prestarle 
mayor importancia al momento de emitir una sentencia; a su término tampoco ha existido 
una reforma o inclusión de dicha pena, y el comiso especial no ha tenido una evolución 
adecuada y no ha producido los efectos positivos que genera como toda sanción penal. 
 
5.- Con la presente investigación se ha comprobado que existe una discordancia normativa del 
comiso especial en los delitos de comercialización ilícita de combustibles y derivados de 
hidrocarburos incluidos el gas licuado y biocombustibles, en relación que dentro de los 
tipos penales, referente a la comercialización ilícita de combustibles se determina el comiso 
especial de todos los bienes con los que se ejecutó el delito, sin respetar la actual doctrina 
que manifiesta que el comiso de los instrumentos con los que se ejecutó el delito es de 
carácter in personam, es decir procede el comiso cuando los bienes son del autor o del 
cómplice del mismo, de ahí que al no cumplirse con lo manifestado se ha violentando el 
debido proceso y consecuentemente el Derecho a la Seguridad Jurídica del Estado. 
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 6.- Se debe recordar que todo tipo penal, se crea para precautelar un bien jurídico penalmente 
tutelado; por tal motivo en los Delitos de Comercialización Ilícita de Combustibles y 
derivados de Hidrocarburos, la ley señala como el bien jurídico protegido la Fe Pública, 
siendo un poco limitado esta denominación, por así decirlo puesto que lo que se pretende 
con esta clase de delitos es prevenir las conductas humanas al respecto de vender 
combustibles subsidiados, (que forman parte de políticas públicas tendientes al desarrollo 
social) por la gran rentabilidad que produce aquella conducta en los países fronterizos. El 
bien jurídico protegido debería ser además la economía del país.  
 
7.- Del estudio comparativo con Colombia, en relación al Comiso Especial, se pudo identificar 
grandes cambios con la normativa en virtud de que la Legislación Colombiana incluye un 
procedimiento diáfano en el Código Adjetivo Penal, que hace viable esta sanción, 
convirtiéndose en una gran arma para contrarrestar el cometimiento de delitos organizados 
como lo son el Narcotráfico, Tráfico de Armas y la Comercialización Ilícita de 
Combustibles y derivados de Hidrocarburos. 
 
8.- Es sumamente trascedente el cumplimiento de las garantías básicas del debido proceso, es 
así que no es posible la facultad de interponer una sanción penal a una tercera persona, a 
quien el fiscal no imputó cargos, que no fue llamado a un juicio, a quién no se le respetó su 
derecho a presumir su inocencia, a un juicio justo con un juez natural, a tener la posibilidad 
de contradecir las pruebas e impugnar el fallo, que es lo que en la actualidad sucede al 
aplicar los tipos penales del Art. 367 del Código Penal, afectando con esto sus derechos 
subjetivos.    
 
9.- Que en un Estado Constitucional de Derechos y Justicia como el ecuatoriano, es necesario el 
cumplimiento por parte de los órganos de justicia de la legalidad, pero es de carácter 
fundamental y vital el cumplimiento de la estricta legalidad, entendida como la medida que 
ninguna norma jurídica, acto administrativo o sentencia judicial podrá restringir o 
modificar el contenido de los derechos y garantías constitucionales. 
 
10.- Finalmente el respeto al Derecho a la Propiedad Privada es muy importante por la 
connotación de carácter social que esta conlleva, no por nada la Constitución de la 
Republica  garantiza la no confiscación de bienes y otorga la posibilidad del comiso 
especial de bienes como una sanción penal, que debe estar acompañada con el 
cumplimiento del derecho al debido proceso.  
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RECOMENDACIONES 
Dentro del presente trabajo de Investigación, distinguimos las siguientes recomendaciones: 
 
1.- Reformar el Código de Penal en relación al Comiso Especial en los Delitos de 
Comercialización Ilícita de Combustibles y Derivados de Hidrocarburos, en virtud de que 
le tipo penal indica “que procederá el decomiso de todos los bienes con los que se ejecutó 
el delitos” sin individualizar si esos bienes son de propiedad del autor o del cómplice de la 
infracción. Violentándose con esto el art. 65 del mismo Código Penal, y los principios y 
garantías fundamentales del debido proceso de nuestra Constitución y el Derecho a la 
Propiedad Privada.  
 
2.- Implementar en el Código de Procedimiento Penal, un Capitulo dentro del Procedimiento de 
Formulación de Cargos sobre la validez del Comiso Especial y el cuidado previo a la 
Sentencia Condenatoria Ejecutoriada, que declare el Comiso Especial de los bienes de los 
autores y cómplices de la infracción cometida.  
 
3.- Realizar campañas informativas desde la Academia de las distintas Universidades Públicas 
como Privadas en relación al alcance, forma  y aplicación del Comiso Especial, como una 
pena accesoria, cuyo objetivo esencial es reducir la criminalidad, con un efecto disuasivo, 
en virtud de que dicha pena ataca los gananciales –instrumento y producto- de las grandes 
bandas internacionales del crimen.  
 
4.- Sería importante realizar una difusión correcta sobre la pena del comiso especial, a los 
servidores de justicia, beneficiando con esto a que no existan más arbitrariedades a los 
derechos subjetivos de las personas implicadas en un proceso penal.  
 
5.- Se recomienda a los fiscales que en los delitos de comercialización ilícita de combustibles 
antes de solicitar al juez el comiso de determinados bienes, realizar un presupuesto facto 
debido en qué grado de participación criminal se le involucrara a la persona dueña del bien; 
ya que al no hacerlo no solo se violenta el debido proceso, sino el derecho de propiedad 
privada de la persona dueña del bien.  
 
6.- Es importante que los Órgano jerárquicos de Justicia Ordinaria –Corte Nacional de Justicia- 
y de Justicia Constitucional –Corte Constitucional-; consignen jurisprudencia o emitan 
fallos  con respecto de esta pena accesoria del comiso especial, en la que se determine un 
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estudio pormenorizado sobre el procedimiento del comiso especial, estableciendo una 
evolución dinámica y eficaz acerca de esta pena de carácter accesorio, tal como lo 
realizado el TEDH –Tribunal Europeo de Derecho Humanos- o la Corte Constitucional 
Colombiana.   
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CAPITULO V. PROPUESTA 
Título: 
La Discordancia Normativa del comiso especial en los Delitos de Comercialización Ilícita de 
Combustibles en el Ecuador. 
 
5.1 Justificación  
En el presente proceso de investigación se la logrado determinar de manera objetiva la 
discordancia normativa que existe en la pena accesoria del comiso especial en los Delitos de 
Comercialización Ilícita de Combustibles derivados de  Hidrocarburos, incluido el gas licuado 
de petróleo y biocombustibles. 
 Esta discordancia ha producido graves efectos de carácter jurídico como también social, en 
virtud de que el problema principal de índole social es la perdida de Derecho a la Propiedad 
Privada, que se encuentra debidamente garantizada en la Constitución de la Republica 
específicamente, en el artículo 321 y artículo 66 numeral 26. Puesto que no es normal ni lógico 
imponer una sanción penal (perdida de la propiedad de carácter definitivo) a una tercera persona 
que no es involucrada en un proceso penal, como injustamente lo describen los tipos penales del 
Art. 367 del Código Sustantivo Penal; produciendo un gran problema económico y social a 
dicha persona en relación a su entorno familiar. 
Así, esta pérdida producida actualmente por los órganos de Administración de Justicia Estatal, 
devela una serie de violaciones e incongruencias con el debido proceso del Estado, entendido  
como el conjunto de ritualidades, axiomas, y procedimientos implementados por un Estado que 
deberán ser respetados, en todo proceso judicial o administrativo para no violentar derechos 
sustanciales.  
Del problema indicado se determina que la privación del bien es un efecto del no respeto al 
debido proceso, en el que se consigna que el sistema judicial es el medio para la efectivización 
de la justicia siempre y cuando se respeten principios de carácter universal, entre estos la 
presunción de inocencia, la inmediación, la contradicción de las pruebas, el derecho a recurrir el 
fallo, la motivación, etc, entre los más importantes que no se los toma en consideración. 
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Es pertinente realizar una reforma a la tipificación de los mencionados delitos, para con aquello, 
tener una conformidad con sanciones penales y a su término buscar una armonía de respecto a la 
seguridad jurídica del Estado, que es el presupuesto entendido por la colectividad a la 
determinación de mandar, permitir o prohibir la ley. 
La presente propuesta de reforma está encaminada al respeto de los derechos subjetivos que 
garantiza todo Estado Constitucional de Derechos y Justicia como el nuestro, con esto se podrá 
cumplir uno de los deberos del Estado que señala que ningún norma jurídica podrá restringir el 
contenido de los derechos ni de las garantías constitucionales.   
5.2 Objetivo 
5.2.1 Objetivo General 
 Garantizar el efectivo goce los derechos subjetivos de los ciudadanos, en relación al 
comiso especial de bienes instrumento y producto de un delito, que sean de propiedad 
del autor o cómplice del ilícito penal.   
5.2.2 Objetivos Específicos 
 Efectivizar el respeto a las normativas Constitucionales y Penales determinadas por el 
Estado Constitucional. 
 
  Difundir la reforma a la normativa jurídica en busca de la futura realización de un 
Recurso de Revisión que contravenga lo Juzgado, por los perjudicados. 
5.3 Ubicación sectorial y física 
El Derecho Penal por ser una ciencia, cuyo objetivo esencial es mantener la armonía social entre 
las comunidades, a través del ejercicio del jus puniendi a las personas que han ejecutado 
conductas que lesionan bienes jurídicos de terceros, es importante destacar que el Código Penal, 
es aquella herramienta encargada con el Adjetivo Penal, de hacer posible aquel enunciado.  
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Del porqué con una reforma al Código Sustantivo Penal, ésta rige para toda la colectividad 
habitante del  territorio nacional.  
5.4 Mapa 
 
 
Fuente: Instituto Geográfico Militar  
 
La incidencia de una reforma al Código Penal involucra a todos las personas de la república del 
Ecuador. 
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5.5 Características de la ubicación sectorial y física  
Nuestra propuesta al ser una reforma a la Ley Penal, tiene una incidencia en todo el territorio de 
la Republica; que se encuentra determinada como un Estado constitucional de derechos y 
justicia, social, democrático, soberano, independiente, unitario, intercultural, plurinacional y 
laico. Se organiza en forma de república y se gobierna de manera descentralizada. 
La soberanía radica en el pueblo, cuya voluntad es el fundamento de la autoridad, y se ejerce a 
través de los órganos del poder público y de las formas de participación directa previstas en la 
Constitución de la Republica. 
5.5.1 Beneficiarios 
5.5.1.1 Beneficiarios Directos 
Como beneficiarios directos del proyecto de investigación se destacan a las personas que 
recibieron una sentencia condenatoria referente al comiso especial de los instrumentos 
utilizados en el delito, que no eran propiedad del autor o del cómplice del acto punible. Y que a 
través de aquella condena perdieron su derecho a la libre disposición del bien, en este caso el 
derecho a la propiedad privada.    
Aquellos son beneficiarios directos en virtud de que podrían interponer un recurso de revisión. 
También pueden ser beneficiarios directos las actuales personas que sin estar siendo imputados 
en un proceso penal, se les haya incautado su propiedad privada por un delito ejecutado por otra 
persona.  
5.5.1.2 Beneficiarios Indirectos 
Como beneficiarios indirectos del presente proyecto de investigación se pueden destacar a la 
Colectividad en sí, es decir la sociedad ecuatoriana, quienes en algún momento se les pueden 
imponer la sanción penal de comisar los bienes mediante una sentencia condenatoria, sin 
habérseles respetados sus garantías básicas del debido proceso. 
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5.6 Factibilidad 
5.6.1 Factibilidad Interna 
La propuesta presentada es factible porque primero genera un beneficio inmediato, que puede 
ser realizado mediante la presentación de una propuesta de reforma a los tipos penales a la 
Asamblea Nacional del Ecuador, órgano y poder legislativo de la creación y modificación de las 
leyes, en este sentido; con la modificación de la ley,  lo que se pretende es un respeto al debido 
proceso y la seguridad jurídica; puesto que en la parte investigativa se ha comprobado mediante 
la realización de encuestas la violación del debido proceso que sufren  las personas involucradas 
en una sentencia en la cual se pierde su derecho a la propiedad. 
5.6.2 Factibilidad Externa  
El proyecto de investigación es muy factible de que sea aprobado por la Asamblea Nacionaly 
que revea los actuales efectos que el problema tiene (discordancia normativa del comiso 
especial en los delitos de hidrocarburos); así mismo los jueces de garantías penales a través de 
las consultas de constitucionalidad de una norma, a la Corte Constitucional -máximo organismo 
de Justicia- podrá determinar si la reforma planteada es adecuada y si no genera un 
procedimiento deficiente y malicioso a la colectividad, ejerciendo el control difuso de la ley.  
 
5.7 Descripción de la Propuesta 
Mediante el presente proceso de investigación, no solo es importante  identificar un problema a 
tratar; sino que más aún es encontrar un camino, una manera de solucionarlo. 
La propuesta al problema de la Discordancia Normativa del Comiso Especial en los Delitos de 
Comercialización Ilícitas de Combustibles, consiste en la reforma de los tipos penales; 
consiguiendo con aquello armonizar de la legislación vigente y en consecuencia una garantía de 
estricta legalidad en la que se respetan principalmente los Derechos Subjetivos que se 
encuentran consagrados en la Constitución de la Republica, y que además sería avalada  con el 
derecho a la seguridad jurídica.    
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PROYECTO DE REFORMA AL CÓDIGO PENAL 
ASAMBLEA  NACIONAL DEL ECUADOR 
 
EL PLENO 
 
CONSIDERANDO: 
 
Que, de conformidad con lo previsto en el artículo 1 de la Constitución de la República, el 
Ecuador es un Estado constitucional de derechos y justicia, lo cual implica que el ejercicio del 
poder público está sometido a las disposiciones constitucionales, que los derechos y garantías 
previstos en ella, así como los derechos humanos reconocidos en tratados y convenios 
internacionales legalmente suscritos por Ecuador, tienen prioritaria observancia; 
 
Que, el artículo 11 numeral 9 de la Constitución es claro al disponer que "el más alto deber del 
Estado consiste en respetar y hacer respetar los derechos garantizados en la Constitución"; 
 
Que, el artículo 11 numeral  4 de la Constitución dispone que "ninguna norma jurídica podrá 
restringir el contenido de los derechos ni de las garantías constitucionales"; 
 
Que, el artículo 169 de la Constitución consagra al sistema procesal como un medio para la 
realización de la justicia, sin sacrificarla por la mera omisión de formalidades;  
 
Que, el artículo 76 de la Constitución consagra las garantías básicas que deberán respetarse para 
no conculcar los derechos subjetivos dentro de un proceso judicial o administrativo.  
 
Que, el artículo 82 de la Constitución dispone que “El derecho a la seguridad jurídica se 
fundamenta en el respeto a la Constitución y en la existencia de normas jurídicas previas, claras, 
públicas y aplicadas por las autoridades competentes”. 
 
En ejercicio de sus atribuciones constitucionales y legales, expide:  
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LA SIGUIENTE REFORMA AL CÓDIGO PENAL ECUATORIANO  
Art. 1.- Sustitúyase el art. 367 numeral 1 por el siguiente: 
“Art. 367 (1).- Tráfico ilegal de hidrocarburos, sus derivados, gas licuado de petróleo y 
biocombustibles.- Serán sancionados con pena de tres a seis años de reclusión menor 
ordinaria, multa de un mil a dos mil remuneraciones básicas unificadas para los trabajadores 
en general y el comiso especial de los bienes y medios de transporte que sirvieron para la 
comisión del delito del autor o cómplice del mismo, las personas naturales o los 
representantes legales de las personas jurídicas que por medios fraudulentos, dolosos o 
clandestinos, vendan, ofrezcan, distribuyan o comercialicen a cualquier título en las zonas 
de frontera, en puertos marítimos o fluviales o en el mar territorial, a efectos de sacar 
ilegalmente del país, cualquier hidrocarburo, sus derivados incluido el gas licuado de 
petróleo y biocombustibles.” 
Art. 2.-Sustituyase el Art. 367 numeral 2 por el siguiente: 
“Art. 367. (2)...- Almacenamiento, transportación y comercialización sin la debida 
autorización.- Serán sancionados con una pena de prisión de uno a tres años y multa de 
quinientos a un mil remuneraciones básicas unificadas para los trabajadores en general y el 
comiso especial de los bienes  de propiedad del autor o cómplice utilizados para la ejecución del 
delito, los que comercialicen, almacenen, transporten ilegalmente derivados de hidrocarburos 
especialmente en las zonas de frontera y mar territorial, sin autorizaciones, guías de remisión y 
demás permisos exigidos por la ley para la ejecución de dichas actividades. Con iguales penas, 
serán sancionados el Director de la DIGMER o sus delegados responsables que ilegal y 
fraudulentamente emitan tales autorizaciones.” 
Art. 3.-Sustituyase el Art. 367 numeral 3 por el siguiente: 
Art. 367. (3)...- Adulteración de los derivados de hidrocarburos.- Serán sancionados con prisión 
de dos a tres años y el comiso especial de los bienes de propiedad del autor o cómplice de la 
infracción, utilizados para la ejecución del delito, quien de manera fraudulenta o dolosa para 
obtener beneficio personal o de un tercero, adultere la calidad o cantidad de los hidrocarburos, 
sus derivados incluido el gas licuado de petróleo y biocombustibles. 
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Art. 4.-Sustituyase el Art. 367 numeral 4 por el siguiente: 
Art. 367. (4)...- Uso indebido de derivados de hidrocarburos.- Serán sancionados con prisión de 
un año y el comiso especial de los bienes de propiedad del autor o cómplice de la infracción, 
utilizados en la ejecución del delito, los que en beneficio propio o de terceros, utilicen derivados 
de hidrocarburos, incluido el gas licuado de petróleo y biocombustibles, en actividades distintas 
a las permitidas expresamente en la ley. 
Art. 5.-Sustituyase el Art. 367 numeral 5 por el siguiente: 
Art. 367.  (5)...- Sustracción de hidrocarburos, sus derivados, biocombustibles o mezclas que 
los contengan.- Será sancionado con una pena de reclusión mayor ordinaria de seis a nueve años 
y multa de dos a tres mil remuneraciones básicas unificadas para los trabajadores en general y el 
comiso de los bienes de propiedad del autor o cómplice de la infracción, utilizados en la 
ejecución del delito, el que por medios fraudulentos o  clandestinos se apoderen de 
hidrocarburos, sus derivados, incluido el gas licuado de petróleo y biocombustibles, cuando 
sean transportados a través de un oleoducto, gasoducto, poliducto o a través de cualquier otro 
medio, o cuando se encuentren almacenados en fuentes inmediatas de abastecimiento o plantas 
de bombeo. 
Art. 6.-Sustituyase el Art. 367 numeral 7 por el siguiente: 
Art. 367. (7)...- Destinación de los bienes objeto de comiso especial.- Una vez que el fiscal haya 
determinado la procedencia ilícita de los hidrocarburos, sus derivados, gas licuado de petróleo o 
biocombustibles, solicitará al juez de garantías penales disponga la entrega inmediata de dichos 
bienes que fueron utilizados en el cometimiento del ilícito y que pertenecen a los autores o 
cómplices del delito a PETROCOMERCIAL a efectos de que ésta le dé el uso conveniente a los 
intereses del Estado.  
Dado y suscrito en la Sede de la Asamblea Nacional, ubicada en el Distrito Metropolitano de 
Quito, provincia de Pichincha, a los 12 días del mes de noviembre de dos mil trece. 
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5.7.1 Fases del Proyecto 
Entre las principales fases de nuestra propuesta está la presentación del proyecto de reforma del 
Código Penal, a la Asamblea Nacional del Ecuador, con el objetivo esencial de producir una 
reforma específica y clara en cuando al mecanismo fundamental de la pena accesoria del comiso 
especial. 
Una vez realizada esta primera fase fundamental teniendo los resultados positivos del órgano 
encargado de la expedición de leyes del país –Asamblea Nacional-, el siguiente paso sería la 
socialización de la reforma en las diferentes instituciones del Estado para buscar una 
uniformidad del proyecto; en ese sentido sería trascendental la difusión de esta medida a 
PETROCOMERCIAL, pues en el caso de que un Tribunal de Garantías Penales emita un fallo 
condenatoria a un determinado procesado penal, es Petrocomercial, el encargado de conocer el 
destino de esos bienes producto del acto delictivo, y en esencial tal como lo indica la Ley Penal 
darle el uso adecuado para los fines de desarrollo estatal. 
Finalmente es muy importante la difusión de esta medida para el reclamo de acuerdo a la 
posibilidad legal, a las personas que sin formar parte de un proceso judicial se le decomiso el 
bien, producto de una infracción cometida por un tercero.  
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5.8 Cronograma de Actividades 
Se determina el cronograma de las actividades del proyecto de reforma individualizado en 
meses para ser más explícitos en el desarrollo del proyecto. 
 
Tabla 22 
 
 
Actividades – Fechas 
 
 
Octubre  
 
Noviembre  
 
Diciembre 
 
Enero 
 
Febrero 
Semanas 1 2 3 4 1 2     3 4 1 2 3 4 1 2     3 4 1 2 3 4 
Presentación del 
Proyecto de Reforma a la 
Asamblea 
                    
Calificación del Proyecto                     
Primer Debate                     
Segundo Debate                     
Aprobación del Pleno                     
Pronunciamiento 
Ejecutivo 
Objeción Parcial – Total 
                    
Texto Definitivo                     
Publicación en el 
Registro Oficial 
                    
Difusión de Reforma                     
Sociabilización de 
personas Perjudicadas 
                    
Elaborado por: Diego Hernán Ávila 2013-09-17 
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5.9 Presupuesto 
Al ser un proyecto por medio del cual no se tiene un ejercicio diario de inversión y en su defecto 
depende de un proceso administrativo realizado por la Asamblea Nacional del Ecuador,  el 
presupuesto  se lo fija en un valor determinado: 
 
Tabla 23 
 
Recursos Humanos $ 280 
Recursos Materiales $ 200 
Total $ 480 
Elaborado por: Diego Hernán Ávila 2013-09-17 
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Impactos 
 
Para finalizar el presente trabajo de investigación, se señalan los siguientes impactos que la 
propuesta tendrá: 
- Social.- Es adecuado tener una armonía social en relación a las políticas públicas, que 
todo gobierno de turno crea tendientes a conseguir en Sumak Kawsay; es decir lo que se 
busca es viabilizar el desarrollo social, con nuestra propuesta no se ha tocado la política  
pública de sancionar los Delitos de Comercialización Ilícita de Combustibles, en virtud 
de los subsidios que cubre el Estado –conociendo la desigualdad social- en relación a 
los valores reales del gas y la gasolina, en su defecto únicamente se reforma el tipo 
penal para que se decomise los bienes productos de una infracción cuando son de 
propiedad del autor y cómplice de la misma, y con esto se respeta el derecho a la 
propiedad privada de todos los ecuatorianos. 
 
-   Jurídico.- Produce  tener una eficiencia y eficacia de las normas jurídicas, que por 
ningún concepto podrán limitar o restringir los derechos constitucionales, es decir se 
busca una conformidad del ordenamiento jurídico ecuatoriano, develándose 
consecuentemente el respeto al Derecho de la Seguridad Jurídica.  
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ANEXOS  
Anexo 1: Sentencia 
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Anexo 2.  Ficha de Encuesta 
 
UNIVERSIDAD CENTRAL DEL ECUADOR 
FACULTAD DE JURISPRUDENCIA, CIENCIAS POLÍTICAS Y SOCIALES 
CARRERA DE DERECHO 
 
“La Discordancia Normativa del Comiso Especial en la Comercialización Ilícita de 
Combustibles y derivados de Hidrocarburos” 
Objetivos: 
 
 Determinar el nivel de conocimiento referente al Comiso Especial. 
 Identificar las diversas posiciones que existen ante la disyuntiva legal del comiso 
especial en los Delitos de Comercialización Ilícita de Combustibles. 
Contenido: 
Pregunta 1.- ¿Conoce Ud. el contenido de la pena del Comiso Especial constante en el artículo 
65 del Código Penal? 
   Si(  )     No(  ) 
Pregunta 2.- ¿Cuál considera debería ser el rango de aplicación de la pena accesoria del 
Comiso Especial en relación a los bienes inmersos en la ejecución del delito? 
D. (  )  Los bienes objeto e Instrumento de la Infracción 
E. (  ) Los Bienes Producto de la Infracción 
F. (  )  Los Bienes objeto, instrumento y producto de la Infracción.   
Pregunta 3.- ¿Conoce Ud. el contenido de la Tipificación de los Delitos de Comercialización 
Ilícita de Combustibles y derivados de Hidrocarburos, en el Art. 367 del Código Penal? 
   Si(  )     No(  ) 
Pregunta 4.- ¿Cree Ud. Que existe discordancia normativa de la pena del comiso especial en la 
tipificación de los Delitos de Comercialización Ilícita de Combustibles y derivados de 
Hidrocarburos? 
   Si(  )       No(  ) 
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Pregunta 5.- ¿Es Inconstitucional el Artículo 367 del Código Penal, por el hecho de que no 
existiendo una imputación penal al propietario del bien con el que se ejecuto el delito, se le 
decomise su bien inmerso en el mismo? Porque? 
   Si(  )       No(  ) 
 
 
Pregunta 6.- ¿Considera Ud. que el comiso de bienes, instrumento del delito debe aplicarse 
solo al Autor y al cómplice del delito? 
   Si(  )       No(  ) 
Pregunta 7.- ¿Estima Ud. que al decomisar todos los bienes instrumentos de un delito genera 
principalmente inseguridad jurídica a la persona no implicada en un proceso penal y que es 
dueña del bien?  
   Si(  )       No(  ) 
Pregunta 8.- ¿Qué artículo considera se debería aplicar en la sentencia condenatoria referente al 
comiso especial de los Instrumentos del delito Art. 65 o Art. 367 del Código Penal? 
D. (  )  Art. 65    
E. (  )  Art. 367  
F. (  )  Ninguno  
Pregunta 9.-¿Considera Ud. necesario la inclusión del comiso especial en el Código de 
Procedimiento Penal, con el fin de poseer un lineamiento claro respecto de esta pena? 
   Si(  )       No(  ) 
Pregunta 10.- ¿Usted estaría de acuerdo en reformar el artículo 367 del Código Penal, en 
referencia al comiso especial de todos los bienes del delito? 
   Si(  )       No(  ) 
Investigador: Diego Hernán Ávila 
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Anexo 3. Ficha de Encuesta 
 
UNIVERSIDAD CENTRAL DEL ECUADOR 
FACULTAD DE JURISPRUDENCIA, CIENCIAS POLÍTICAS Y SOCIALES 
CARRERA DE DERECHO 
 
“La Discordancia Normativa del Comiso Especial en la Comercialización Ilícita de 
Combustibles y derivados de Hidrocarburos” 
Objetivos: 
 
 Determinar el nivel de conocimiento referente al Comiso Especial. 
 Identificar las diversas posiciones que existen ante la disyuntiva legal del comiso 
especial en los Delitos de Comercialización Ilícita de Combustibles. 
 
Contenido: 
 
Pregunta 1.- ¿Sabe Ud. que existen penas privativas a la libertad y penas Pecuniarias? 
Si(  )       No(  ) 
Pregunta 2.- ¿Conoce Ud. qué es una pena accesoria? 
Si(  )       No(  ) 
Pregunta 3.- ¿Conoce Ud. el contenido de la pena accesoria del Comiso Especial? 
Si(  )       No(  ) 
Pregunta 4.- ¿Considera injusto que una pena, afecte el derecho a la propiedad privada del 
delincuente? 
Si(  )       No(  ) 
Pregunta 5.- ¿Está de acuerdo con privar los bienes con los que se ejecutó un delito cuando son 
de propiedad del autor o cómplice de la infracción? 
Si(  )       No(  ) 
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Pregunta 6.- ¿El derecho a la presunción de inocencia, es un derecho constitucional 
consagrado? 
D. Si (  ) 
E. No (  ) 
F. No tengo conocimiento (  ) 
Pregunta 7.- ¿Entiende Ud. a qué se refiere que la carga de la prueba le corresponde al Fiscal? 
Si(  )       No(  ) 
Pregunta 8.-  ¿Está de acuerdo que en todo proceso judicial y administrativo el Estado debe 
garantizar el debido Proceso? 
Si(  )       No(  ) 
Pregunta 9.- ¿Considera Ud. que ninguna norma jurídica puede restringir el contenido de 
derechos y garantías constitucionales? 
Si(  )       No(  ) 
 Pregunta 10.- ¿Estima necesario que antes de imponerse una sanción penal se debe respetar el 
universo de garantías del debido proceso? 
Si(  )       No(  ) 
 
Investigador: Diego Hernán Ávila 
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Anexo 4. Entrevista 
 
Dr. Wilson Camino 
Defensor Público Impugnación 
Especialista en Derecho Penal y Procesal 
 
1.- ¿Cuál es su consideración acerca de la pena accesoria del comiso especial? 
Considero que si bien es cierto consta el comiso especial en el Código Penal  (Art. 65), está 
tipificación  solo se refiere al alcance del comiso sobre los bienes propios, es decir no de 
terceros, a los bienes de las personas que son responsables de la infracción. 
 
2.- ¿Ud. cree que existe discordancia normativa del comiso especial en lo que se refiere con 
los delitos de comercialización ilícita de combustibles, donde se expresa que se realizara el 
comiso de todos los bienes con los que se ejecutó la infracción? 
Si, existe discordancia normativa, porque el Art. 65 de Código Penal menciona que solo se 
decomisara los bienes de las personas que cometen la infracción, mientras que el Art. 367 del 
Código Penal nos indica de terceros, por lo que existe un problema de que norma aplicar.  
 
Creo que existe discordancia normativa aunque la Constitución de la Republica ya salva las 
normas, para interpretar un conflicto entre dos normas o leyes, el art. 76, numero 5 nos indica 
que en caso de duda se aplicara la menos rigurosa, en este caso la menos rigurosa es el Art. 65 
del Código Penal, que nos indica que no se puede comisar bienes de terceros que nada tiene que 
ver con la infracción penal. 
 
3.- ¿Lo enunciado Doctor tendría concordancia con lo que nos menciona el principio 
universal del indubio pro-reo? 
Si esta en lo correcto, el indubio pro reo es en beneficio a la persona infractora, aplicar la norma 
pro-reo. 
 
4.- ¿Doctor todo delito tiene un pena; por ende cuando se persigue un delito se debe 
imputar cargos a una persona; y se debe perseguir un procedimiento para que se le 
declare culpable a un persona? 
Lógico, se debe respetar en todo proceso según lo establece el Art. 76 de la Constitución de la 
Republica, es decir  el debido proceso en todo juicio, que tiene entre sus principios 
fundamentales el derecho a la defensa, es decir si una persona va a ser sancionada debe conocer 
sobre las circunstancias que se formulen.  
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Por ende conocer de todo proceso judicial y no únicamente recibir una pena sin haber tenido un 
proceso judicial adecuado. 
 
5.- ¿Cuál cree que sería la solución al tema planteado? 
Bueno puedo argumentar que en Corte Nacional de Justicia no existe un criterio definido con 
respecto de aquel punto, tanto es así que una de las salas de la corte indican que no se pueden 
confiscar bienes de  terceros y nos parece los más adecuado, mientras que la Sala Temporal de 
lo Penal de la Corte Nacional de Justicia estipulan que si se puede confiscar bienes de terceros. 
Se debe resolver en forma pro-reo evitando se perjudiquen bienes de terceros 
 
6.- ¿Sería pertinente la inclusión en el código de procedimiento penal, un capítulo sobre el 
alcance y limitación del comiso especial? 
Claro, si es necesario que tenga un procedimiento para que no se de origen a confusiones 
interesante que exista una reforma en ese sentido, dado que crea inseguridad jurídica. 
 
Muchísimas gracias estimado Dr. Wilson Camino 
 
 
